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2) ASISPENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abreu, Arana, Araújo, 
Astori, Batalla, Belvisi, Blanco, Bouza, Brause, Bruera, 
Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, Gar- 
gano, González Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Mi- 
llor, Pereyra, Pérez, Posadas, Raffo, Ricaldoni, Silveira 
Zavala, Singlet, Urioste y Zumarán. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, se levanta el 
cuarto intermedio. 


(Es la hora 17 y 6 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 27 de junio de 1990. 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios 
Mensajes del Poder Ejecutivo por los que comunica que ha 
dictado las siguientes resoluciones: 


por la que se designó a la señora Silvia Ferreira Sienra, en 
calidad de Presidente del Directorio del Instituto Nacional 
de! Menor y al sicólogo Juan Pablo Robaina y doctora 
María Pombo de Cantón como Miembros del Directorio en 
el citado Organismo. 


y por la que se designó al Cr. Emilio Berriel en el cargo de 
Presidente del Directorio del Banco de la República Orien- 
tal del Uruguay, al Cr. Walter Hugo Pagés en el cargo de 
Vicepresidente y a los Cres. Pedro Juan Forné Balleto, 
César Rodríguez Batlle y José Pedro Damiani como inte- 
grantes del citado Directorio. 


-Ténganse presente. 


La Junta Departamental de Montevideo remite notas ad- 
juntando la resolución aprobada por la que declara su preocu- 
pación por los nuevos criterios empleados por la Administra- 
ción Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas (UTE) 
para la toma de consumos domiciliarios y adjuntando la discr- 
tación efectuada por el señor edil Carlos Elichirigoity y relati- 
va a la desprotección que en este país padecen los animales. 


-Ténganse presente” 


4) CONSEJOS DE ENSEÑANZA. Modificación de la Ley 
N? 15.739 que establece normas para la integración y 
designación de sus miembros. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del único asunto: “Proyecto de ley por el 
que se modifica la Ley N* 15.739, de 28 de marzo de 1985, 
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estableciéndose normas para la integración y designación de 
los miembros de los Consejos de Enseñanza. (Carp. N* 175/90 
- Rep. N* 49/90)”. 


(Antecedentes: ver 284, S.E.) 


-Continúa la discusión general. 
Tiene la palabra el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: la discusión que 
viene realizando el Parlamento en torno a este proyecto, por 
lo menos, arroja algunas conclusiones que parecen ser unáni- 
memente compartidas y que nos resultan estimulantes, 


Todos reconocemos la necesidad de realizar en el país una 
profunda reforma en la enseñanza, que alcance a la política 
educativa que el Uruguay como país debe trazarse, a efectos, 
de pensar, debatir y decidir el gran tema que es para qué 
educa el país y cómo educa. Naturalmente, también debe te- 
nerse en cuenta el tema de la organización institucional de los 
servicios públicos de educación, tema que es el que hoy nos 
está concentrando, llamando nuestra atención a través de este 
proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo, con modift- 
caciones que han sido introducidas en oportunidad de su trata- 
miento en la Cámara de Representantes. 


A esta altura del debate uno procura no caer en aspectos 
del mismo que tienden a transformarse en lugares comunes, 
en tanto han sido señalados largamente en cl debate de la Cá- 
mara de Representantes, en la consideración que este proyecto 
ha tenido a nivel de la Comisión de Educación y Cultura y en 
la discusión que comenzó a desarrollarse en el día de ayer en 
este Cuerpo. 


Creo necesario partir de la afirmación de la situación de 
crisis de la enseñanza pública uruguaya; se trata de una crisis 
profunda que va mucho más allá de las enormes, impresionan- 
tes, e intolerables carencias que desde el punto de vista cconó- 
mico soportan nuestra enseñanza y nuestros educadores. 


Pienso que no tienc sentido -sería extender innecesaria- 
mente esta exposición- volver sobre algunos de los episodios 
planteados en la Cámara de Representantes y, en otras oportu- 
nidades, en este mismo Cuerpo, sobre la insuficiencia absolu- 
ta de las partidas, de los rubros de que disponen los centros 
educativos uruguayos, tanto a nivel de enseñanza primaria, 
como de enseñanza secundaria, de la Universidad del Trabajo 
y de la Universidad de la República, Es tan cierta esta degra- 
dación, este descaecimiento material y espiritual de nuestra 
enseñanza pública; tan es incuestionable la degradación cco- 
nómica y social que en el curso de los años, de unos cuantos 
años, vienen experimentando los docentes, particularmente, 
los maestros, que tuvieron hace bastante tiempo retribuciones 
realmente buenas y suficientes, que se asiste hoy a un proble- 
ma realmente grave para el país. Sin duda, esta situación 
tendrá efectos negativos en el futuro mediato y uno de cilos 
será el de la disminución creciente del número de alumnos cn 
los institutos de formación docente. 
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Este tema ya fue abordado con precisa información en cel 
debate que tuvo lugar en la Cámara de Representantes. A su 
vez, decimos que él debe constituir una señal de alerta de la 
situación de gravísimo, cuando no insoportable deterioro, de 
nuestra Enseñanza, máxime cuando tanta gente que continúa 
teniendo vocación por la docencia, desiste de formarse en esas 
disciplinas ante la seguridad de tener un futuro cconómico y 
social absolutamente degradado. En este sentido, pienso que 
es necesario, aún con las dificultades que el país vive, revertir 
esta situación y hacerlo a través de lo que como muy bien se 
mencionó por parte de distintos oradores, es la formulación de 
una política de Estado en materia educativa que trascienda los 
vaivenes de cada período de Gobierno. O sea que en el país 
debería hacerse lugar a un gran debate nacional con participa- 
ción de todos, cs decir, de sectores políticos, del Gobierno 
-por supuesto- de los docentes, de los padres de alumnos, de 
los estudiantes -cuando corresponda, por su edad- e, incluso, 
de organizaciones sociales, de los trabajadores y hasta de los 
empresarios, de forma tal de saber qué haremos con la ense- 
fianza técnica, por ejemplo. 


Esa es la idea de la participación del pueblo en la enseñan- 
7á, que no es nueva, pues eso ya fue sostenido en el país nada 
menos que por José Pedro Varela a través de unas expresiones 
que no me resisto a dejar de citar, pensamientos que fueron 
puestos de manifiesto en la Cámara de Representanies por 
nuestro compañero el diputado Daniel Díaz Maynard. Creo 
que estas expresiones siguen vigentes en esta educación públi- 
ca tan traumatizada y degradada que hoy tenemos. 


Decía José Pedro Varela, hablando de la educación del 
pueblo en un triple sentido: “a) Porque todo el pueblo se 
beneficia de la educación; b) Porque el pueblo mismo cs 
quien orienta y administra la educación; c) Porque el pueblo 
se educa no sólo en las aulas, sino administrando las aulas”. 


Y luego agregaba: “El clemento democrático, el pueblo, si 
bien es el que recibe los beneficios de la escasa y deficiente 
educación que gratuitamente se le ofrece por el Estado, no 
tiene intervención alguna en la administración de la Escuela, 
en la designación del maestro, en la elección del local, en la 
extensión y materia de los estudios, en el nombramiento de 
las autoridades escolares, ni en nada, en fin, de lo que con la 
educación pública se relaciona. El Estado hace las veces de un 
filántropo ilustrado que destina una parte de su fortuna a dar 
educación a los hijos de las clases menesterosas del pucblo, 
pero sin Jlamar a éste a participar de la dirección de los nego- 
cios escolares. Y aquí resulta que el pueblo no considera ta 
educación pública como obra suya; que la mira con indifercn- 
cía viéndola progresar sin entusiasmo o languidecer sin do- 


” 


lor”. 


Confiamos que este gran debate nacional, al que todos al 
parecer nos comprometemos, se realice a la brevedad, porque 
sentimos aprensión por estas modificaciones como las que 
hoy estamos tratando, las que se califican de transitorias pero 
que luego pueden adquirir un carácter definitivo que no apare- 
cía en las propuestas originales. Tememos que suceda lo que 
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se dio en el anterior período de Gobierno, donde por ley nos 
compromctimos a hacer una reforma de la educación pública 
uruguaya y, sin embargo, en los cinco años nada se hizo, 
sencillamente porque no hubo voluntad política mayoritaria 
para ello. Queremos creer, señor Presidente, que ahora sc hará 
a la brevedad y que se realizará como pedía José Pedro Vare- 
la, es decir, con la participación del pueblo y que además éste, 
a través de las organizaciones representativas o de determina- 
dos sectores de la sociedad que puedan estar representados en 
la dirección de la Enseñanza, tenga que ver en el futuro con su 
administración, Caso de los padres, de los educandos, por 
ejemplo. 


Es indudable, señor Presidente, que se hace necesario mo- 
dificar la actual integración del Consejo Directivo Central, de 
ANEP, y de los Consejos Desconcentrados de Enseñanza Pri- 
maria, Secundaria y de Educación Técnico-Profesional. La 
Ley N* 15.739 -que se propuso fuera transitoria, pero que sin 
embargo no lo fue- otorgó al CODICEN un excesivo poder e 
hizo imposible la necesaria coordinación entre éste y los Con- 
sejos Desconcentrados. Con estos hechos, con estos procedi- 
mientos, no son pocos los daños que se le ha hccho a la 
Enseñanza Pública de nuestro país en el transcurso de los últi- 
mos cinco años. En consecuencia, creemos que por ello se 
hace imperativo modificar la integración de estos órganos, 
particularmente del CODICEN, y, en ese sentido, reconoce- 
mos la necesidad de hacerlo perentoriamente. Aun cuando la 
propuesta que hoy estamos considerando sca transitoria, no la 
podemos aceptar; nos oponemos a ella con vehemencia por- 
que creemos que tiene inconvenientes muy importantes que 
siguen, a nuestro juicio, deteriorando la educación pública 
nacional y que acentúan el tono de partidización -por no decir 
politización- que en ella se ha venido registrando. Además, 
creemos que, en buena medida, afecta la autonomía reconoci- 
da a los organismos de enseñanza por la Constitución de la 
República. 


Se ha sostenido un concepto de autonomía -que calificaría 
de un tanto aséptico o formal- que tiene que ver con la des- 
centralización del Poder Ejecutivo y, naturalmente, en la me- 
dida en que existen Organismos de este tipo se designan sus 
autoridades, con lo que parecería se cumple con un propósito 
del constituyente de consagrar determinadas autonomías, A 
nuestro juicio, y especificamente en la enseñanza, la aulono- 
mía va más allá de la simple descentralización administrativa. 
Parece muy claro que la integración de los Organismos autó- 
nomos con representantes del poder político designados con 
criterios partidarios lejos de afirmar la autonomía, la deterio- 
ran. 


Lo ocurrido en el período anterior de gobierno no fuc lo 
que tuvieron en cuenta los constituyentes de 1917 cuando 
consagraron definitivamente en la Constitución la existencia 
de Entes Autónomos sobre los que cl país había tenido -a 
despecho de la Constitución del 30- importantes experiencias 
de tipo legal. La autonomía suponía una dirección autónoma 
del poder central, de tales Organismos. Basta con observar lo 
ocurrido en los cinco años anteriores del período de gobierno 
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democrático para saber que en la mayoría de las situaciones 
esa autonomía fue afectada porque los Directorios de los En- 
tes Autónomos y Servicios Descentralizados cuando tuvieron 
que tomar grandes decisiones se limitaron a hacer lo que el 
Gobierno y su equipo económico determinaban. Esa es una 
resultante de la integración de los Directorios de los Organis- 
mos autónomos con representantes del poder político designa- 
dos directamente por él. 


Consideramos que no se puede afirmar que la autonomía 
se respete por el solo hecho de designar los integrantes del 
Directorio de los Entes que tienen una autonomía reconocida 
por la Constitución y la ley. La autonomía juega, y mucho, 
con las formas de relacionamiento con el poder político y 
cuando esa relación es muy intensa y directa ella resulta in- 
cuestionablemente afectada por encima de lo importante que 
puedan ser las personalidades integrantes de los Directorios de 
los Organismos autónomos. 


Pensamos que en la enseñanza la autonomía está consagra- 
da de una manera más intensa por la Constitución a partir de 
la reforma de 1951. Se ha dicho en Sala que el texto que se va 
a votar no violenta la Constitución; creo que no violenta su 
letra -y no me cuesta reconocerlo- pero no podemos otvidar- 
nos de que cl texto constitucional surgido de la reforma de 
1951, es decir desde la Carta de 1952, tiene una historia que 
no puede desconocerse a la hora de intentar interpretar al 
constituyente cuando consagró esas normas que hoy siguen 
vigentes. Con la reforma constitucional de 1951 se modificó 
el único Capítulo referido a los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, dividiéndolo en dos: uno que tiene que ver 
con las empresas industriales y comerciales del Estado y cl 
otro con los Organismos de la enseñanza. 


En el año 1951, a raíz del acuerdo celebrado entre deter- 
minados sectores de los partidos tradicionales para reformar la 
Constitución, se establecieron textos que, en el acuerdo origi- 
nal, se entendió que podían lesionar severamente a la autono- 
mía universitaria ya consagrada. En consecuencia, se produjo 
un intenso movimiento. La Universidad de la República prác- 
ticamente se declaró en estado de asamblea permanente; hubo 
una larga huelga declarada por la Federación de Estudiantes 
Universitarios del Uruguay y ese movimiento logró la modifi- 
cación del texto a ser sometido a plebiscito por parte de los 
autores de la reforma. De allí surgió la enmienda por la cual 
la parte referente a los Entes Autónomos de la enseñanza fue 
colocada cn un capítulo aparte, separada de las empresas in- 
dustriales y comerciales. Mientras en un caso la solución nor- 
mal es la vía de la designación de sus Directores a través del 
Poder Ejecutivo con venia del Senado, en el otro es la que 
establece la ley en el sentido de clegir o designar a los Dircc- 
tores de los Consejos de Enseñanza. 


Sin duda alguna, estaba en el espíritu del constituyente de 
1951 -y naturalmente también lo estaba en las normas sancio- 
nadas cn la Carta de 1952- la idea de una mayor autonomía de 
los Organismos docentes y una necesaria injerencia en la di- 
rección de los mismos de aquellos sectores vinculados a su 
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actividad como, por ejempio, los docentes. En el caso de la 
Universidad, tal como lo establece la Constitución a texto 
expreso, el Consejo debe estar integrado por docentes, cstu- 
diantes y egresados. 


Nos sentimos autorizados a decir que, si bien el texto que 
se va a votar respeta la letra de la Constitución, no alberga cl 
espíritu de la reforma constitucional de 1951 de la que proce- 
den las disposiciones que quisieron consagrar una mayor auto- 
nomía para los servicios públicos de enseñanza y la participa- 
ción en ella de los docentes por la vía de la elección. Si se 
acude a las versiones taquigráficas, de las sesiones de la Cá- 
mara de Representantes cuyo debate el que habla siguió aten- 
tamente -en ese entonces era un joven que acostumbraba pre- 
senciar los debates del Parlamento- se reconocerá que lo que 
estoy diciendo es exacto. En ese entonces, los sectores políti- 
cos que acordaron aquella reforma tuvicron especial cuidado 
en sostener que no había sido su intención afectar la autono- 
mía de los Organismos de la enseñanza -como podía despren- 
derse del texto primitivo- sino que por el contrario se presen- 
taron fórmulas para consagrarla de rianera más radical con la 
participación de los docentes a través de la elección. 


Sostenemos con convicción que esta modificación legal 
-que hoy día seguramente el Senado va a votar- no respeta por 
lo menos el propósito de la reforma constitucional cuyo texto 
aún hoy cstá vigente, que llevó a un cambio cn las normas 
relativas a Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 
Hemos dicho que discrepamos con este proyecto porque acen- 
túa el peso del poder político en los Organismos de enseñan- 
za, en sectores tan importantes como lo son la Educación 
Primaria, Secundaria y Técnico-Profesional. Y con esto no se 
mc podrá decir que aquí no existen diferencias con lo que se 
hizo en 1985; las hay, porque en ese año si bien las autorida- 
des del CODICEN se designaron formalmente por una vía 
similar a la que ahora se va a consagrar, las personas que 
fueron nominadas para integrar el CODICEN y los Consejos 
Desconcentrados surgieron de un acuerdo político-social al- 
canzado en la Concertación Nacional Programática que reco- 
nocía, por lo tanto, la necesidad de una participación de todos 
los sectores políticos y, particularmente, de los sociales vincu- 
lados a la enseñanza en la dirección de los Organismos docen- 
tos. 


Se ha dicho, como réplica a las críticas que por nuestra 
parte y por la de otros sectores políticos se han formulado a 
este proyecto, que en definitiva -y conforme a éste- la mayo- 
ría de quienes integrarán tanto el CODICEN como los Conse- 
jos Desconcentrados deben ser docentes con una determinada 
antigiiedad en la enseñanza. Creemos que existe una difercn- 
cia muy importante entre los docentes que van a dirigir los 
organismos de enseñanza y que fueren designados con crite- 
rios de confianza político partidaria y aquellos que pudieran 
actuar elcetos por ellos mismos. Se trata, reitero, de una dife- 
rencia muy grande que no puede dejar de reconocerse, y de 
ahí también nuestra apreciación de la mayor injerencia que a 
través de este proyecto tiene el poder político en la enseñanza 
pública nacional. 
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SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Señor Presidente: estoy escu- 
chando con suma atención la exposición del señor senador 
Cassina y considero que algunos de los conceptos que ha 
manejado no se corresponden. 


El señor senador se mantfiesta escéptico con respecto a la 
injerencia del poder político en la integración de los órganos 
de enseñanza, pero, a mi juicio, no advierte que estaría trasla- 
dando esa injerencia del poder político a un poder gremial, 
corporativo, que no está controlado ni regulado y, que no 
tiene absolutamente ninguna barrera jurídica. Es decir que se 
estaría trasladando la injerencia del poder político, con todos 
sus controles, a un poder gremial que no tiene absolutamente 
ningún control. 


Agradezco al señor senador Cassina la interrupción que 
me ha concedido. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Las respuestas a las objeciones que 
me formula el señor miembro informante iban a resultar, de 
alguna mancra, del resto de mi exposición, pero quiero ade- 
lantar algunos criterios atendiendo a Sus inquietudes. 


No hemos propuesto el corporativismo en la enseñanza. 
Nuestro partido, el Nuevo Espacio, no lo ha hecho, y ya co- 
mentaré el proyecto que al respecto presentamos en la Cámara 
de Representantes, de acuerdo con el cual la mayoría sigue 
siendo designada por cl poder político. Pero además debo 
señalar lo siguiente. No es cierto que quien resulte electo por 
los docentes carezca de controles, porque sobre ellos existen 
todos los demás contralores institucionales que rigen con rela- 
ción a cualquier miembro de Ente Autónomo. Por consiguien- 
te, existen los controles y los mecanismos dc sanción y hasta 
de separación del cargo como para cualquier otro miembro de 
dichos Entes. Por el hecho de resultar clectos por los docen- 
tes, no pasan a ser ellos mismos Entes Autónomos absoluta- 
mente incontrolados en sus conductas y en sus actuaciones, 
Reitero: rigen sobre ellos todos los controles que nuestro régi- 
men normativo establece para cualquier miembro de Ente Au- 
tónomo o Servicio Descentralizado. 


Asimismo, debo señalar que no proponemos la representa 
ción de los sindicatos, sino la representación de los docentes, 
que no es lo mismo, 


SEÑOR SANTORO. - Pero se agremian. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-119 


SEÑOR CASSINA. - Se pueden agremiar y eso no tiene 
nada de malo, porque el país tiene, además, en lo que hace a 
la representación de los sectores interesados en distintos Orga- 
nismos públicos y particularmente en la enseñanza, una rica 
tradición, muy positiva, 


Especialmente en materia de seguridad social -tema cn el 
que no voy a incursionar porque corro el riesgo de extenderme 
demasiado por tratarse de un tópico que me apasiona- el país 
ha visto y sigue viendo organismos estupendamente adminis- 
trados y dirigidos por los propios interesados, por supuesto 
que con representación del poder político, que han sorteado 
crisis que otros no hubieran podido soportar. Recuerdo, entre 
otras, la formidable experiencia de Asignaciones Familiares, 
la de las tres Cajas Paraestatales y la de la propia Ley de 
Enseñanza de 1935, que algunos han denostado ahora, pero 
que nunca significó en el país -como señalara el profesor 
Alfredo Castellanos en la Comisión respectiva en la Cámara 
de Representantes- un factor de partidización. 


Se constituyeron agrupamientos que respondían a criterios 
educativos O a otros, pero que no fueron político-partidarios, 
orientados con tal carácter o respondiendo a concepciones 
sindicales, durante ta vigencia de la Ley de 1935 que permitió 
la elección directa, por los docentes de Enseñanza Secundaria, 
de los miembros de lo que fue el Consejo Nacional de Ense- 
fianza Secundaria y la extraordinaria expansión de la Ense- 
ñanza Media en todo cl país. 


Al respecto y con toda la experiencia que posee sobre la 
Ley de 1935, el profesor Alfredo Castellanos dice lo siguien- 
tc, hablando de la partidización: “No la hubo nunca en Secun- 
daria. Eso lo puedo afirmar rotundamente. Existían tres agru- 
paciones que tenían una política en materia de enseñanza 
-pero no una política partidista- y eso no puede chocar a 
nadic. Durante Ja vigencia de la Ley de 1935 no existió politi- 
zación en la elección de los representantes de los docentes en 
el Consejo de Enseñanza Secundaria. Puedo decirlo con pro- 
piedad, porque fui uno de los principales actores en algunas 
de esas campañas electorales, De modo que soy decidido par- 
tidario de la representación docente en alguno o algunos de 
los organismos de decisión de la enseñanza”. 


(Suena cl timbre indicador del tiempo) 


SEÑOR BATALLA. - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BATALLA. - Solicito que se prorrogue cl término 
de que dispone el orador, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción de or- 
den formulada por el señor senador Batalla. 


(Se vota:) 
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-20 en 21. Afirmativa. 
Puede proseguir el señor senador Cassina. 
SEÑOR CASSINA. - Agradezco al Senado su deferencia. 


La principal preocupación que nos despierta este proyecto 
-y que expusimos verbalmente en la Comisión de Educación y 
Cultura del Senado, que no integramos, pero a cuyos trabajos 
asistimos- se concreta en el hecho de que creemos que acre- 
cienta la frustración y la desesperanza que existe en los educa- 
dores de nuestro país, cuando sienten que el Estado, el poder 
político, cada día más y por distintas vías, los va dejando de 
lado. Tememos -así lo manifestamos en la Comisión- que esa 
desesperanza se vaya traduciendo en desinterés por el propio 
servicio educativo del que ellos son pieza fundamental, por- 
que por mucha vocación que tenga, no puede pedírseles que 
soporten, además del pago de salarios absolutamente indeco- 
rosos, que se les margine de todo el proceso educativo en Jo 
que hace a las etapas de dirección del mismo. 


Consideramos que en ese sentido el proyecto es negativo y 
profundamente inconveniente. 


(Ocupa la Presidencia el Dr. Santoro) 


-Se recordará que en una sesión de la Comisión cl señor 
senador Arana -con su autenticidad- dijo que este proyecto le 
parecía perturbador. Haciendo pie en sus palabras dije que si 
por Jo menos fuera perturbador en el sentido de removedor, 
que permitiera expresar todo lo que cstá anidado en la mente 
y cn el corazón de los docentes uruguayos a través de cauces 
legítimos, crecríamos que sería positivo. Pero pensamos que 
no era perturbador ni siquiera en ese sentido, que agregaba 
más frustración a la frustración y que podía conducir a acen- 
tuar lo que para nosotros es sumamente preocupante: un cicrlo 
nivel de despreocupación, de desinterés, que empieza a verse 
en los docentes a pesar de su trascendente función. Esto no es 
una crítica a cllos, al contrario, cstá dirigida a quienes gobicr- 
nan porque no les dan solución a sus problemas en todos los 
aspectos de la labor que cumplen. 


En la Cámara de Representantes presentamos un proyecto 
de ley alternativo que, naturalmente, no tuvo andamiento y en 
el que no insistimos acá porque nos pareció que de acuerdo a 
como había sido sancionado el proyecto en aquella Cámara, 
no tenía sentido hacerlo en esta oportunidad. 


En cese proyecto procuramos ajustarnos a la letra y espíritu 
de la Constitución de la República en lo que hace a los orga- 
nismos autónomos de la enseñanza. Le dimos un carácter 
transitorio, de ahí que nos hayamos limitado a establecer, en 
lo que refiere al Consejo Directivo Central, que la designación 
fuera hecha por el Poder Ejecutivo con venia del Senado, 
exigiendo en los cinco cargos de docentes una antigiiedad en 
la enseñanza pública no inferior a diez años y una noloria 
aptitud para desempeñarse en cllos. Pero en el caso de los 
Consejos Desconcentrados, cuyo número llevamos de tros a 
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cinco y cuya importancia quisimos acentuar, establecimos tres 
Consejos designados por el CODICEN y dos -sólo dos- elec- 
tos por los docentes de cada uno de los Servicios. De una 
manera parcial, limitada, minoritaria, introdujimos el princi- 
pio de la representación directa de los docentes. Además 
acentuamos -lo dijimos antes- la importancia de los Consejos 
Desconcentrados, que ha sido minimizada en la actual estruc- 
tura y en la gestión del Consejo Directivo Central actual, que 
ni siquiera tuvo a los Consejos Desconcentrados como interlo- 
cutores de la política educativa que desarrolló. 


Se ha dicho -creo que ayer lo señalaron los señores sena- 
dores Arana o Millor- que en la Comisión respectiva de la 
Cámara de Representantes, el Director General de la Universi- 
dad del Trabajo del Uruguay, el arquitecto Amela, señaló que 
en estos cinco años prácticamente no había podido tener diá- 
logo con el Consejo Directivo Central. Han vivido, como de- 
cía mi compañero el diputado Díaz Maynard, en un verdadero 
exilio. Esto es absolutamente negativo, intolerable para la 
buena marcha de los servicios de la enseñanza. 


Esto es lo que hemos querido modificar con este proyecto 
-que no tuvo suerte en la Cámara de Representantes- que 
establecía que de los cinco miembros del CODICEN, todos 
ellos designados por el Poder Ejecutivo, uno sería el Rector o 
Director Gencral, otro el Vicerrector y los otros tres serían los 
Directores Generales de cada uno de los Servicios Desconcen- 
trados. Esto nos parece una vía necesaria para hacer cfectiva 
la coordinación interna entre las tres ramas de la enseñanza 
comprendidas en la Administración de la Educación Pública, 
eliminando la situación que se ha dado en estos cinco últimos 
años, que llegó al punto culminante cuando el CODICEN 
decide la implantación del llamado “ciclo básico”, donde se 
dio una situación de incomunicación total entre éste y los 
Consejos Desconcentrados. Estos, en su mayoría, criticaron la 
medida, y se llegó a una situación de incomunicación tan 
grave, tan intolerable e inadmisible que nos obligó a realizar 
una sesión extraordinaria de la Comisión de Instrucción Públi- 
ca, que tuvo que celebrarse en la Sala de Sesiones de la Cá- 
mara de Representantes. En esa oportunidad se invitó a los 
cinco miembros del CODICEN, a cada uno de los tres miem- 
bros de los Consejos Desconcentrados, a la señorita Ministra 
de Educación y Cultura y, naturalmente, también había mu- 
chos legisladores presentes. Allí comprobamos que ya no era 
un diálogo de sordos, sino una oposición radicalizada y ríspi- 
da, de posiciones y personas, con lo cual la enseñanza no 
podía, de ninguna manera, ser bien conducida. Esto era lo que 
queríamos eliminar cuando en nuestra propuesta, en nuestro 
proyecto, establecimos que en el CODICEN estuvieran los 
propios Dircctores Generales de cada uno de los tres Consejos 
Desconcentrados para hacer realmente efectiva la coordina- 
ción. 


Sin modificar la ley vigente, por esta vía le dábamos una 
mayor relevancia y jerarquía a los Consejos Desconcentrados 
que tienen en sus manos la tarea docente inmediata, directa. 


Creo estar autorizado a mencionar -sin dar nombres- que 
hace algunos días un miembro actual del Consejo Directivo 
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Central -que antes fuera integrante de uno de los Consejos 
Desconcentrados- me relataba las diversas experiencias que 
tuvo en cada uno de los Consejos, es decir en el Consejo 
Desconcentrado y en el Consejo Directivo Central. 


Mientras en cl Consejo Desconcentrado siempre sintió que 
realizaba aportes a la enseñanza, algunos parciales o limitados 
o no pudiendo lograr todo lo que quería, pero todos los días 
trabajaba con la materia concreta de la enseñanza -la gente, 
los centros educativos, o sea con los problemas directos de la 
enscñanza- en el CODICEN, no trataba con gente, sino con 
expedientes. Y no es posible dirigir la enseñanza tratando sólo 
con expedientes. Hay que estar en contacto directo con la 
gente que tiene que ver y que trabaja en el proceso educativo 
del país. De otro modo no se puede dirigir bien la enseñanza. 
De allí la idea de acentuar la importancia y la jerarquía de los 
Consejos Desconcentrados y de poner sólo en ellos -en forma 
minoritaria- a los representantes de los docentes, elegidos di- 
rectamente por ellos. 


Como a determinada altura del trabajo de la Cámara de 
Representantes constatamos que ese proyecto u otros que ha- 
bían presentado otros sectores políticos como el Frente Am- 
plio o el Movimiento Nacional de Rocha, no tendrían suerte, y 
como sentíamos la necesidad de que el poder político le en- 
viara a Jos docentes un mensaje de estímulo, presentamos un 
articulado aditivo -lo volvemos a hacer en esta Cámara- por el 
cual se crea a nivel de ANEP, siguiendo la prescripción del 
artículo 65 de la Constitución, una Comisión representativa de 
su personal, en la que naturalmente está la autoridad pero 
también se hallan representados todos los sectores de trabajo 
de la Administración, y que serán directamente elegidos por 
cada uno de esos grupos. 


El desaliento es muy grande, y tal como se constató en la 
Cámara de Representantes y nadie lo desmintió, entre los do- 
centes se da un alto porcentaje de problemas psíquicos supe- 
rior a lo normal. Se da este hecho impactante, grave, negativo, 
del desinterés, de la deserción en lo que hace a los cursos de 
los institutos de formación docente y si esto prosigue, en un 
futuro cercano nos dejará sin nuevos docentes y tendremos 
que recurrir a idóneos para desempeñar la función. 


Nos parece que ahora, st aprobamos este aditivo, aparte de 
dar cumplimiento a lo que ha sido el propósito del constitu- 
yente en el sentido de crear Comisiones representativas del 
personal, con los cometidos que le atribuye cl artículo 65 de 
la Constitución de la República, también le enviamos un men- 
saje a los funcionarios de los organismos de la enseñanza y les 
decimos que el poder político no se olvida de ellos, que los 
quiere estimular, que les quiere dar una cierta participación, 
aunque sea marginal y no en la dirección, Mientras tanto, nos 
comprometemos a trabajar intensa y profundamente en todo cl 
tema educativo, a fin de introducirle reformas importantes. 


Este proyecto se limita a reproducir el texto del artículo 65 
de la Constitución y, en el caso de ANEP, lo estructura en 
función de los distintos servicios docentes y las diferentes 
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categorías y sectores de funcionarios que allí trabajan. Senti- 
mos que realmente se le haría un aporte a la enseñanza públi- 
ca uruguaya si esto pudiera prosperar, agregado como aditivo, 
como un capítulo adicional al proyecto que hoy se va a apro- 
bar, 


Quisiéramos decir algunas palabras acerca del sentido y el 
alcance que le damos a la idea de la participación de los 
sectores interesados en la gestión de las empresas públicas y 
de la Administración Pública, que es un criterio que venimos 
defendiendo desde hace mucho tiempo, lejos de cualquier pro- 
pósito de corporativismo. Nos ha llamado la atención la inten- 
sidad, el tono radical con que el señor Ministro de Educación 
y Cultura se ha referido al respecto. Somos contrarios a toda 
forma de corporativismo en cualquier sector de la sociedad, 
sobre todo en lo que hace a la actividad pública, pero encon- 
tramos que existe una cierta discrepancia o contradicción en- 
tre lo que ha afirmado ahora el señor Ministro de Educación y 
Cultura, doctor García Costa, y lo que manifestó en oportuni- 
dad de la discusión de la Ley de Educación en 1972, cuando 
entre otras cosas expresó: “Yo no estoy dispuesto a votar una 
ley de educación de cuyo espiritu y de alguna de sus normas 
se deriva el concepto de que la enseñanza está regida por el 
concepto político circunstancial que actúa en el Gobierno, no 
en el Estado, porque esta es una ley hecha por el Gobierno y 
no por el Estado”. Creemos ver una clara contradicción entre 
estas manifestaciones de 1972 y lo que ha expresado en rela- 
ción con este proyecto cl actual titular del Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, 


Frente a los vientos que corren en el sentido de privatizar 
-por lo menos en buena medida- el Estado uruguayo, conside- 
ramos que es importante afirmar la necesidad de transformar- 
lo, logrando que se ponga al servicio de la gente, cosa que no 
ocurre privatizándolo. Creo que no se tiene derecho a hablar 
de privatización como consecuencia de la constatación de que 
el Estado uruguayo es ineficiente e ineficaz, porque quienes lo 
sostienen son aquellos que, partidizándolo, lo han hecho inefi- 
ciente e ineficaz. La Administración Pública ya no sólo se 
politizó sino que se parlidizó, y de esa forma se la hizo inefi- 
ciente e ineficaz; ahora, en lugar de eliminar la partidización, 
en lugar de transformar al Estado para ponerlo al servicio de 
la gente, hablamos de privatizario. Ello, tal vez sin quererlo 
está llevando a la privatización de la enseñanza pública, por- 
que como consecuencia del decaccimiento de la enseñanza 
oficial, aun las familias que no pueden hacen verdaderos sa- 
crificios para enviar a sus hijos a institutos privados. 


SEÑOR GARGANO. - ¡Apoyado! 


SEÑOR CASSINA. - En muchos casos las familias reali- 
7an cnormes sacrificios económicos, privándose de cosas im- 
prescindibles, pera envían a sus hijos a instituciones privadas 
porque sienten que los niveles educativos son mejores allí, en 
virtud de la degradación que desde hace mucho tiempo viene 
sufriendo la enseñanza oficial; el Estado, el poder político la 
ha venido degradando progresivamente al desconocer su im- 
portancta, al asignarle cada vez menores recursos y al desco- 
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nocer el rol fundamental que deben jugar los sectores que en 
ella trabajan, que en ella prestan funciones, y en particular los 
docentes. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR CASSINA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Simplemente desco aportar un ele- 
mento concluyente a lo que viene exponiendo el señor sena- 
dor Cassina, que comparto totalmente. 


El decaecimiento de la enseñanza pública no sólo se pro- 
yecta sobre una privatización creciente de la educación, con 
todas las consecuencias sociales y económicas que ello tícne, 
sino que cn ámbitos relevantes de la enseñanza pública ha sig- 
nificado, en los hechos, violar el principio constitucional de la 
enseñanza gratuita. Basta acudir a algunos barrios modestos 
de Montevideo para comprobar que padres de alumnos que 
concurren, no sólo a escuelas del lugar, sino a instituciones de 
enseñanza media como lo es la enseñanza técnica, tienen que 
aportar recursos propios para financiar la adquisición de bie- 
nes esenciales que dichas instituciones no pueden adquirir en 
virtud de la carencia de recursos. Esas familias que segura- 
mente no pueden enviar a sus hijos a instituciones privadas de 
educación -ni en el ámbito primario ni en el de la enseñanza 
técnica- dejan a veces de consumir bienes esenciales para su 
propia subsistencia con el objetivo de dedicar una parte de sus 
menguados ingresos para permitir que instituciones de ense- 
ñanza técnica o escuelas del barrio puedan seguir funcionan- 
do. Esto no es enseñanza gratuita; en los hechos, esto es Lergi- 
versar el sagrado principio establecido en nuestra Constitu- 
ción y la sagrada tradición de la enscñanza pública de este 
país. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor senador Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Trataré de ir finalizando mi exposi- 
ción, 


Concuerdo plenamente con lo que ha manifestado el señor 
senador Astori. Todos sabemos que las escuelas que pueden 
tener un funcionamiento algo más aceptable o decoroso -no 
digo suficiente ni conveniente- son las que están sostenidas 
por Comisiones de Fomento más activas o las que correspon- 
den a zonas del país en las que habitan sectores sociales con 
mayor poder adquisitivo. Cuando las escuelas están ubicadas 
en barrios marginados o en aquellos que corresponden a secto- 
res o familias de menores recursos, su situación es mucho más 
indecorosa e inconveniente. Sin perjuicio del apoyo que las 
Comisiones de Fomento siempre han prestado, que es necesa- 
rio hasta por la participación de los padres que su labor entra- 
ña, todas las escuelas deberían tener un nivel decoroso simi- 
lar. 
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Todas las escuelas deberían tener un nivel mínimo sufi- 
ciente que les permita desarrollar en plenitud su trascendente 
labor. 


Deseo agregar, señor Presidente, que cuando reclamamos 
participación en las empresas públicas, en la actividad estatal 
y en particular en los organismos de enseñanza, de los secto- 
res sociales directamente involucrados en los servicios que 
prestan, lo hacemos porque creemos que eso hace a la mejor 
prestación de las funciones del Estado. Esto supone poner cl 
Estado al servicio de la gente y, además, a través de esa vía, 
los sectores sociales involucrados asumen la responsabilidad 
de dirigir, aunque sea parcial o limitadamente, o en minoría, 
los organismos públicos, adquiriendo así otra noción de las 
realidades y, naturalmente, colocándose en una situación dis- 
tinta que los responsabiliza de las tareas que cumplen. 


Tengo una experiencia que no me resisto a omitir, Hace 
algunos años, junto con los actuales señores senadores Bruera 
y Pérez, integré la Junta Departamental de Montevideo, En 
aquella oportunidad nos tocó vivir una serie de episodios rele- 
ridos a la fenecida AMDET, Administración Municipal de 
Transporte Colectivo, que fue muy mal administrada y que 
nació ya de por sí inviable, en la medida en que fue creada 
por ley nacional, que nunca fue capitalizada y teniendo en 
cuenta, además, que se le concedió una floia de omnibuses 
que era absolutamente insuficiente y vetusta. Sin perjuicio de 
ello, se realizaron muchos esfuerzos en este organismo. En un 
determinado momento el Intendente de la época decidió inter- 
venir a AMDET, nombrando para tales fines a una Comisión 
Interventora, uno de cuyos miembros, el señor Alonso, era cl 
principal dirigente gremial del transpo:t2, En tal oportunidad 
pude comprobar que esta persona asumió su tarea con gran 
sentido de responsabilidad. Dejó de ser cl dirigente gremial 
-no porque se vendiera, ni porque se olvidara de sus responsa- 
bilidades gremiales- y entendió claramente cuáles cran sus 
nuevas responsabilidades en la dirección de una empresa pú- 
blica; así fue que se abocó a sacarla a flote con toda energía, 
inteligencia y dedicación. 


Esto es Jo que puede ocurrir -y lo que seguramente sucede- 
rá- si los interesados participan en la gestión de las empresas 
públicas. Tal como ya lo he manifestado, el país tiene una rica 
experiencia sobre todo en materia de seguridad social, que no 
debe ser desaprovechada. 


Por otra parte, señor Presidente, deseo hacer algunas refe- 
rencias al tema de la laicidad, muy mencionado en la sesión 
de ayer. Se ha pensado -y lo comentó en una frase muy feliz 
el señor senador Pereyra- que según sus autores este proyecto 
procura defender la laicidad, evitando distorsiones que sobre 
ella podrían producirse cuando en la dirección de los organis- 
mos docentes participan los propios docentes, elegidos por 
ellos mismos, quienes podrían trasladar a csos institutos las 
preocupaciones gremiales o político partidarias que vulneran 
el principio de dicha laicidad. Personalmente, creo que este 
argumento no tiene fundamento alguno. 


El país ha tenido -y en algunos casos aislados aún conoce- 
períodos de desconocimiento de la laicidad dentro de los orga- 
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nismos docentes. Pero no nos engañemos, no nos equivoque- 
mos; cuando esto ha ocurrido, ha sido porque cl país estaba en 
momentos de grandes crisis político sociales, donde natural- 
mente hay un desbordamiento de todos los sectores, afectán- 
dose así la laicidad de la enseñanza. En tiempos de normali- 
dad política, esto no ocurre y, además, existen mecanismos 
para controlar que ello no suceda, sancionando las desviacio- 
nes. 


En definitiva, consideramos que con este proyecto de ley 
no se defiende la laicidad, sino que por el contrario se la 
afecta en la medida en que, repito, se acentúa la participación 
del poder político en los organismos de enseñanza. De ahí, 
señor Presidente, nuestra terminante oposición a la iniciativa 
gue estamos considerando. 


SEÑOR ARAUJO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR ARAUJO. - Señor Presidente: seguramente no 
vamos a ocupar todo el tiempo de que podríamos disponer, ya 
que nuestra posición ha quedado claramente expresada a Lra- 
vés de las expresiones de nuestro compañero, el señor senador 
Arana, con quien integramos la Comisión de Educación y 
Cultura. 


Hoy nos vemos enfrentados a un proyecto de ley por el 
que se intenta llenar un vacío legal que se produce como 
consecuencia de que la Ley de Emergencia, consagrada en 
marzo de 1985, estableciera la forma de designación para las 
autoridades de la enseñanza, sólo válida para aquella oportu- 
nidad. Se dispuso, además, que en el futuro se elaboraría una 
ley de enseñanza definitiva. Sin embargo, esa norma no fue 
consagrada y aquel compromiso no fue cumplido -todos debe- 
mos recordar los acuerdos hechos en la Concertación Nacio- 
nal Programática, la intención y lo que la propia ley refleja- 
porque en dos años íbamos a crear csa ley definitiva, razón 
por la que a la aprobada en 1985, la denominamos como ley 
de emergencia. 


Esa ley, reitero, no se consagró y hoy nos encontramos 
ante el hecho de que las autoridades nacionales, electas cn los 
pasados comicios, deben clegir las nuevas autoridades y no 
encuentran el marco lega! para hacerlo. 


Nuestro país se debe una gran discusión nacional sobre el 
tema de la enseñanza, Tanto se la debe, que en las distintas 
exposiciones formuladas por los diversos señores senadores, 
en los días de ayer y hoy, se pudo constatar que todos tenemos 
la tentación de ingresar ya en esa polémica, Se aludió, perma- 
nentemente, a los temas a los que, seguramente, ahora sí -al 
menos es lo que esperamos- habremos de abocarnos en un 
ticmpo próximo. 


Lo malo es que, por obra de las circunstancias, en el día de 
hoy se aprobará e] prólogo de un libro que aún no ha sido 
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escrito y, lo que es más grave, no sólo haremos esto, sino que 
además, dentro de poco tiempo, consagraremos también su 
epilogo, y cuando hablo de epílogo me refiero al Presupuesto. 
Entonces, hoy consagrarcmos el prólogo, reitero, y más ade- 
lante haremos lo propio con el epílogo; recién después, segu- 
ramente, nos dedicaremos a escribir ese libro que se titula ley 
de educación o de enseñanza, que es lo que nos debemos. 


La verdad sea dicha: estamos afligidos por esto, es decir, 
nos preocupa que se escriba el prólogo y que también se 
publique el epílogo, siendo que aún no hemos podido consa- 
grar la ley de enseñanza que sea definitiva; la expresión “defi- 
nitiva” no es exacta porque siempre existirá la necesidad de 
hacer modificaciones. Pero lo importante es que se apruebe 
esa ley que todos necesitamos. Lo peor en toda esta situación 
es que tanto el prólogo como el epílogo condicionarán cl 
contenido de esa futura ley de enseñanza. 


Este prólogo no nos gusta por varias razones y una de ellas 
-que a nuestro juicio es fundamental- es porque este proyeclo 
de ley que hoy estamos analizando apunta a lo que consagró 
la Ley N? 14.101, de 1972, es decir, a politizar la enseñanza, a 
reingresar en la cuota partidaria, más allá de que ésta sea o no 
la intención de quienes hoy lc prestan su voto. Reitero que 
esto es, en los hechos, lo que se está consagrando. 


Tanto cn la Cámara de Representantes como aquí en el Se- 
nado se han traído al recuerdo expresiones de grandes juristas, 
de grandes docentes y del propio José Pedro Varela, que nos 
refrescan nuestras ideas y que nos sitúan en el camino de una 
nueva ley. 


También quicn habla desea recordar algunas expresiones 
-otras ya han sido leídas en Sala- vertidas por el señor diputa- 
do Moreira Parsons en ocasión de discutirse la Ley de Ense- 
fianza en el año 1972 que, a nuestro juicio son muy importan- 
tes y deben ser tenidas en cuenta en esta jornada. Decía el 
señor diputado Moreira Parsons: “Queremos una Ley de Ense- 
ñanza que no utilice a ésta para dominios políticos, que no 
encare la intervención del Estado con temperamento político 
partidario, que estructure los mecanismos necesarios para ha- 
cer efectiva su coordinación y planificación, que no entienda 
por coordinación cl sometimiento, que respete la tradición 
nacional en materia de participación de los docentes cn la 
administración de los servicios, que no tenga más fin que la 
educación, que supere sus carencias, que piense en su futuro y 
que contribuya al progreso material del pueblo. Una ley, en 
fin, que reúna a los uruguayos en el culto de sus más altos 
valores y no que contribuya a ahondar la divergencia nacio- 
nal”. 


Lamentablemente, el Senado está a punto de consagrar un 
proyecto de ley que no cuenta con el respaldo deseado, sobre 
todo, en momentos cn que estamos escribiendo el prólogo de 
un libro que juntos tendríamos que escribir; no sólo los legis- 
ladores, sino el pueblo entero tendría que participar de esa 
discusión general sobre una Ley de Enseñanza. Desgraciada- 
mente, parecería que la responsabilidad la han asumido mu- 
chos legisladores -sin duda la mayoría- pero no ha habido 
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voluntad política suficiente como para llegar a un acuerdo en 
el prólogo sobre el tema más importante de todos, tal como 
expresó el señor senador Pereyra, concepto que compartimos, 
Deberíamos establecer hoy, pues, un buen antecedente pero 
creo que, desgraciadamente, estamos haciendo exactamente lo 
contrario. 


Pensamos que el Frente Amplio ha demostrado con clari- 
dad cuál ha sido su postura en esta materia. Al igual que 
todos, tenemos principios a defender, pero también la flexibi- 
lidad que nos permita llegar a una posición de consenso, sobre 
todo en un tema tan importante como éste. Desgraciadamente, 
reitero, nuestra preocupación de alcanzar un consenso no fue 
compartida por la mayoría del Parlamento que, en definitiva 
-y sin que esto signifique una calificación- vio que contaba 
con los votos suficientes para su aprobación, y quizás no se 
dio cuenta de que en estas instancias tan singulares era im- 
prescindible buscar el mayor respaldo político, reitero, en una 
materia tan imporlante como esta. 


Al revisar los antecedentes parlamentarios de este proyce- 
to de ley -nos referimos a la discusión en la Cámara de Repre- 
sentantes- que refiere a la designación de las autoridades de la 
enseñanza, pudimos constatar que se presentaron cinco inicia- 
tivas; pero, en los hechos, se estudió sólo una o, en todo caso, 
dos. Se aprobó un proyecto de ley y se desconocieron tres, no 
fueron conjugados los cinco que, en definitiva, es lo que ha- 
bría que haber buscado desde que fue presentado el proyecto 
original del Poder Ejecutivo. Lamentamos muchísimo esta si- 
tuación porque, si bien es cierto que presentamos un proyecto 
de ley, no nos aferramos a él y, en este sentido voy a señalar 
lo que aconteció en la Cámara de Representantes y en la 
Comisión de Educación y Cultura del Senado. 


Concretamente, en la Cámara de Representantes propusi- 
mos la integración de una sub-comisión para la búsqueda de 
un consenso, pero ese criterio no fue aceptado. La mayoría no 
lo adoptó, y pensó que cra mejor alcanzar los votos necesarios 
fuera del ámbito parlamentario en el que todos debemos deba- 
tir. Se pensó, reitero, que era mejor ese acuerdo, el de la 
coincidencia, al que por supuesto hay derecho y no hacemos 
ningún reclamo en este sentido. Simplemente, decimos que lo 
de la coincidencia está muy bien, pero que se debe tener en 
cuenta el papel de todo el Parlamento. Y este se merece discu- 
tir -como todos esperamos- la Ley de Enseñanza. No quere- 
mos que cuando mañana debamos escribir el libro de esta ley, 
nos encontremos que como hoy, el prólogo lo haga una mayo- 
ría circunstancial o definitiva. Lo cierto es que no se cuenta 
con la opinión de todos, a tal punto que tres proyectos de ley 
presentados en la Cámara de Representantes ni siquicra fueron 
discutidos. No olvidemos que el día en que hubo un acuerdo 
en tomo al segundo proyecto, en ese momento se terminaron 
las deliberaciones, pues había una mayoría que lo respaldaba. 


En fin, el proyecto del Poder Ejecutivo fue sustituido por 
otro -por el de la coincidencia- fuera del Parlamento. Enton- 
ces, aprobada esta iniciativa en la Cámara de Representanics 
fue clevada al Senado de la República, y aquí buscamos una 
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vez más el consenso, abandonamos el proyecto original y 
dimos nuestra conformidad a la iniciativa presentada por el 
Movimiento Nacional de Rocha. Esta es una forma de demos- 
trar que nosotros estamos dispuestos a ceder en esta materia y 
que, si bien defendemos principios y programas -tal cual es 
nuestro compromiso- no dijimos a quienes nos eligieron sus 
representantes, que no estábamos dispuestos a negociar soJu- 
ciones de consenso que el país está necesitando. Hubiéramos 
deseado -y deseamos- que en el futuro esta posición que esta- 
mos dispuestos a llevar adelante fuera compartida por otros 
sectores. No es poca cosa para un sector político apearse de 
sus propios proyectos e inclusive estar deseoso de suscribir 
una iniciativa ajena. Esto muestra con claridad, repito, que no 
estamos en una política cerrada, dogmática ni electoralista; 
muy por el contrario, estamos a la búsqueda de las mejores 
soluciones para el país. Si bien es cierto que aquel proyecto 
no lo habíamos presentado nosotros, con gusto lo haríamos 
nuestro, si con ello hubiéramos alcanzado la posibilidad de 
lograr una solución en la que todos estuviéramos de acuerdo, 
es decir, arribar a un buen prólogo para ese libro que juntos 
lenemos que escribir, 


La mayoría en la Comisión agradeció los esfuerzos reali- 
zados -esto no lo olvidamos- pero manifestó no estar dispuesta 
a la búsqueda de un consenso. En definitiva, otra vez se con- 
taron los votos, se vio que estaban los necesarios y, entonces, 
se ignoró a las demás fuerzas políticas. Reitero el concepto, 
porque quiero que quede bien claro: no se trata de una queja 
de aquellos que quedan en minoría. No; se trata de una necesi- 
dad: la necesidad de la mayor participación posible en un 
tema que es de vital importancia para el futuro del país, para 
nuestro pucblo, para nuestros hijos y para nuestros nietos, 
Esto es de fundamental importancia. 


En la tarde de ayer se sostuvo, por parte del miembro in- 
formante, señor senador Cadenas Boix, que las designaciones 
que surgen de esta ley son provisorias y eso nos alegra muchí- 
simo. Inclusive, en diálogo mantenido con legisladores de 
otros sectores políticos les decíamos que nosotros veríamos 
muy bien que todos los sectores se expresaran en esta materia 
comprometiéndose, de alguna manera, a que en poco tiempo 
más se comience a discutir la ley de enseñanza definitiva, que 
derogue -entre otras cosas- la llamada ley de emergencia que 
hoy se corrige. 


Nuestro afán de consenso nos llevó, de un proyecto en el 
que se establecía que los cinco miembros del Consejo Directi- 
vo Central fuesen elegidos por los propios docentes, a Otro 
proyecto de ley en cl que sólo tres de ellos eran elegidos por 
el resto de los docentes y los otros dos -que también debían 
ser docentes- por parte del Poder Ejecutivo. Nosotros creemos 
que haber cedido en eso no es poca cosa y que quizás nosotros 
tuvimos que movernos más de lo que otros sectores deberían 
haberse movido para alcanzar esa solución. Lo lamentable de 
todo esto cs que estemos perdiendo una oportunidad, que ha 
sido calificada de histórica -oportunidad histórica- para alcan- 
zar ese acuerdo, 
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También estuvimos dispuestos a ceder en materia de anti- 
giiedad. Nosotros estahlecíamos como requisito diez años de 
ejercicio en la función, a los efectos de que estos docentes 
pudieran hacerse cargo de sus nuevas responsabilidades. In- 
clusive, en la Comisión manifestamos estar dispuestos a reba- 
jar esa exigencia hasta ocho años, mostrando en todo instante 
nuestra capacidad negociadora, nuestro deseo de llegar a un 
acuerdo. Pero finalmente, nada de esto fue tenido en cuenta y, 
de hecho, nos encontramos hoy ante un proyecto de ley que, 
guste o no, politiza y partidiza la enseñanza. De hecho, nos 
guste o no, estamos volviendo a 1972, y eso lo habíamos 
superado en 1984 y 1985. Lo habíamos superado tras la irági- 
ca experiencia vivida durante los años de la dictadura, aquella 
dictadura que no tuvo que corregir la Ley de 1972, porque le 
servía. Todos estuvimos de acuerdo -las fuerzas políticas y las 
sociales- en que era necesario modificar la Ley de 1972, y así 
lo hicimos en 1985, pcro ahora relrocedemos y volvemos al 
sistema que por primera vez se adoptó en el año 1972. Se 
puede argumentar que en 1984 nou se hizo lo que ahora se 
proyecta y, sin embargo, los resultados -inclusive al decir 
nuestro- no son para nada satisfactorios, No lo son, es verdad. 
Admitimos que nos hemos equivocado en lo que a determina- 
dos nombres se refiere; no era lo que esperábamos; no eran 
esas nuestras expectativas. Hubiéramos deseado otra conduc- 
ción para la enseñanza; pero no renegamos de aquel acuerdo. 
En definitiva, admitimos que sea cual fuere la vía para desig- 
nar o elegir autoridades para la enseñanza, nada garantiza el 
resultado. Esto es un hecho cierto. Pero a la democracia Je 
importa mucho la forma en que esto se hace. También puede 
decirse que nos equivocamos con la integración del actual 
CODICEN. Sí; aunque no es esta la oportunidad para enjui- 
ciar al CODICEN ya que estamos hoy ante un proyecto de ley 
concreto que es el que debemos estudiar. Pero sí, admitimos 
que efectivamente no fue el camino escogido por las actuales 
autoridades de la enseñanza el que hubiéramos descado y el 
que, de alguna manera, todos compartíamos. Se puede señalar 
que de todos modos, ese cs un ejemplo claro de autonomía. 
Nosotros hemos escuchado decir que no puede haber algo más 
autónomo que el actual CODICEN, puesto que no escucha a 
nadie. Pero eso no es sinónimo de autonomía; en todo caso 
podríamos llamarle autonomía tecnocrática o techocracia au- 
toritaria, o como se le quiera llamar. Si bien es autónoma, no 
es lo que nosotros pretendemos ni lo que nosotros crecmos 
que debe ser el CODICEN en este país, o la Administración 
Nacional de la Enseñanza Pública. Nosotros creemos en la 
autonomía participativa y no en esta especie de autonomía 
tecnocrática, donde todo se desconoce y donde, como a juicio 
de los integrantes de ANEP no se entendió necesaria la Comi- 
sión Coordinadora de la Educación, aunque la ley la estable- 
ciera, se decidió que no funcionara. No nos gusta en absoluto 
y no compartimos lo que se ha actuado en la oportunidad a 
que se refería recientemente el señor senador Cassina, lema 
sobre el que no es necesario extenderse, Esa es una prucha 
clara de que el CODICEN actuó pésimamente mal en oportu- 
nidad del ciclo básico cuando los integrantes de los Consejos 
Desconcentrados se enteran por la prensa de cuáles cran esos 
proyectos en los que supuestamente debería participar todo cl 
mundo, inclusive ellos. Pero preferimos mil veces el erro 
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aquél, cometido por el acuerdo logrado entre las fuerzas polí- 
ticas y sociales, a esto que, en definitiva, consagra que un 
simple acuerdo entre partes de dos partidos políticos termine 
por establecer la dirección de la enseñanza. Nos parece que 
esto no es para nada conveniente y reitera, en este caso con- 
ereto, que no podemos olvidar las trágicas consecuencias de 
una ley con similar contenido aprobada en el año 1972. 


No sé si mis compañeros de bancada, pero al menos quien 
habla, cada vez que va a hacer una afirmación piensa en la 
posibilidad de que quizás en algo más de cuatro años seamos 
gobierno nacional. Digo esto, porque no se puede hacer un 
discurso cuando se es oposición y otro, totalmente antagónico, 
cuando se es Gobierno. Recuerdo cuando en este país se ha- 
bían producido muchos cambios políticos, en la década del 
60, que era casi un divertimento para el periodista joven el 
buscar las contradicciones en que incurrían quienes habían 
sido Gobierno y ahora opinaban como opositores y quienes 
habían sido opositores y ahora opinaban como Gobierno, Re- 
cuerdo que venía hasta la Biblioteca del Palacio Legislativo y 
en los archivos encontraba discursos muy jugosos, Por eso, 
ante la posibilidad -cierta, desde nuestro punto de vista- de 
que el Frente Amplio sea Gobierno, prestamos mucha aten- 
ción a lo que vamos a decir porque tememos que dentro de 
cinco años, cuando estemos discutiendo sobre la enseñanza cn 
este país y seamos Gobierno, se nos pueda leer alguna versión 
taquigráfica anterior. Hago esta introducción, porque voy a 
leer expresiones que encontré cuando fui a revisar la discusión 
de la ley consagrada en el 1972, 


En aquella época se pronunciaron muy buenos y sustancio- 
sos discursos en uno y otro sentido, a flavor y en contra del 
proyecto de ley. Hubo varios legisladores que defendieron las 
posiciones que nosotros sosteníamos en aquel entonces, que 
mantenemos hoy y que vamos a continuar sustentando maña- 
na, y de las que sin duda no nos vamos a apear. Entonces, lo 
que aquí estamos reclamando, es decir, la participación de los 
docentes, lo vamos a seguir discutiendo y defendiendo tam- 
bién cl día en que podamos ser mayoría. 


Sin embargo, no podemos entender cómo el actual Minis- 
tro de Educación y Cultura, doctor Guillermo García Costa, 
pueda haber realizado afirmaciones como éstas; en realidad, sí 
aceptamos que las pueda haber efectuado, pero querríamos 
conocer los fundamentos, que no brindó a la Comisión ni al 
Plenario, que lo llevaron a cambiar y tanto. Es decir, querría- 
mos saber cuáles son esos motivos, esas causas, porque posi- 
blemente si volcara esos conceptos, podría hacer variar nucs- 
tra posición. En esta materia, el cambio ha sido de 180 gra- 
dos, esto dicho sin referencia a aquello de los 360 grados. 


Tengo en mi poder ocho citas de la versión taquigráfica de 
ta sesión de la Cámara de Representantes del 16 de noviembre 
de 1972. Los señores senadores Cassina y Arana -además de 
algún otro integrante del Cuerpo- han Icído partes de este 
mismo discurso, así como de otros de la misma fecha. Aclaro 
que me estoy refiriendo a lo manifestado en esa oportunidad 
por el actual Ministro de Educación y Cultura porque de esta 
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forma estoy fundamentando la posición que sostengo en el día 
de hóy, que sustenté ayer y que habré de mantener mañana, 


En la mencionada sesión de la Cámara de Representantes 
del 16 de noviembre de 1972 señalaba el entonces represen- 
tante García Costa: “Cuando en este proyecto de ley de ense- 
ñanza -en su larga fundamentación- se nos dice que en todos 
los países es ei Estado quien interviene, yo digo lo siguiente al 
o a los autores de la ley. En los países democráticos, de 
régimen parecido al nuestro, actúa el Estado sí; pero téngase 
la seguridad de que en esos países no se practica el reparto 
político lievado a límites como los que se establecen en esta 
Ley. Es el Estado en Francia, en Inglaterra, en Suecia y en 
Holanda, el que rige la educación, pero allá entienden por 
Estado no la presencia del partido que está circunstancialmen- 
te en el poder, sino algo más”. 


Más adelante expresaba también el actual Ministro de 
Educación y Cultura: “Pero aquí y ahora las que actúan son 
las mayorías circunstanciales del Gobierno. Y yo descuento 
con profundo sentimiento y con profundo dolor que se va a 
Sacar esta Ley de Enseñanza. La van a sacar con el signo 
ideológico que se les ocurra a ustedes. Pero óigame bien esto, 
señor Presidente. ¡Y Dios quiera que no suceda! Pero si aquí 
gana la gente que sostiene otro signo ideológico distinto al de 
ustedes, tiene un instrumento que ustedes mismos le dieron. 
El día que se politice con otro signo a la enseñanza, ¡no se 
vayan a quejar ustedes! ¡Van a tener que aguantarlo, señor 
Presidente! Porque ese día va a ser tremendamente doloroso 
para el país”. 


En esc mismo discurso, refiriéndose a un legislador el 
entonces representante García Costa manifestó: “¡Usted no va 
a poder quejarse, como me voy a quejar yo! Porque hoy grito 
aquí que no modifiquen la enseñanza con el signo que ustedes 


quieren y podré hacerlo”. 


Más adelante, el actual Ministro de Educación y Cultura 
afirmaba: “¡Ustedes se van a callar la boca, porque van a 
tener que reconocer: cuando fuimos gobierno, politizamos 
como nos gustó, así que ahora politicen como les guste! A mí 
no me sirve la politización, siendo yo gobierno o no siéndolo. 
Eso es lo que tenemos que defender y que salvar para ci país”. 

Luego, señalaba el mismo orador: “... he aquí el pensa- 
miento de la generación de 1972; es inconmovible porque 
cincuenta y tantos legisladores integrantes de un acuerdo polí- 
tico así lo han decidido. Hay que habilitar la realización de 
otra nueva escala de valores. No sé cuál scrá, pero no se la 
podemos negar a los niños. Yo no estoy dispuesto a votar una 
Icy de educación de cuyo espíritu y de algunas de sus normas 
se deriva el concepto político circunstancial que actúa en el 
Gobierno, no en el Estado, porque esta es una ley hecha por el 
Gobierno y no por el Estado”. 


SEÑOR GARGANO., - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
votar la moción formulada por el señor senador Gargano. 


(Sc vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. - Muchas gracias señores senadores, 
pero es por pocos minutos más que voy a distraer la atención 
del Cuerpo. 


En el discurso pronunciado el día 16 de noviembre de 
1972, el actual Ministro de Educación y Cultura nos enseñaba 
lo siguiente: “Es verdad que los docentes no son los dueños de 
la educación. El señor diputado Sanguinetti hizo referencia a 
que esa es la opinión del senador Ferreira Aldunate, y ha 
dicho la verdad. Nosotros compartimos ese criterio: los do- 
centes no son Jos propietarios de la educación, Pero, señor 
Presidente, de decir que no son los propietarios de la educa- 
ción a creer que no tienen por vocación, por preparación y por 
práctica cl conocimiento de la educación, hay un abismo”. A 
esta altura, conviene señalar que compartimos íntegramente 
estos conceptos, y por eso no hemos interrumpido la lectura 
de estas citas. 


En esa misma ocasión, señalaba el entonces representante 
García Costa: “Creer que los docentes no pueden tener partici- 
pación en ningún aspccio del desarrollo de la tarea educativa 
en cuanto ésta dirección, es administración, es planificación, 
ya es una insolencia, una explosión de vanidad de los redacto- 
res de la ley. Yo no otorgo a los docentes el derecho a que 
sean ellos los dueños de la enseñanza, pero los hago partici- 
par. ¿Cómo no van a participar los docentes? ¿Pero cs que 
acaso hay alguien que tiene más vocación que ellos? ¿Acaso 
el señor diputado Sanguinetti o los miembros de la Comisión 
Interpartidaria tienen más vocación docente?”. Creo que estas 
afirmaciones no merccen comentario alguno. 


Más adelante, en la misma sesión, expresaba: “¿Acaso los 
que van a ir en representación del acuerdo político que existe 
en el país la tienen? ¿Cuentan con una mayor preparación? 
¿Será poca o será mucha esa preparación, experiencia y voca- 
ción con que cuentan los docenies, pero alguna tienen, la 
práctica, con la que no cuenta el señor diputado Sanguinctti ni 
los miembros de la Comisión Interpartidaria? Ellos no tienen 
práctica docente. Que yo recuerde, sus nombres no han estado 
vinculados por la práctica a docencia”. 


Habría más expresiones para citar en el día de hoy, pero 
ahora simplemente quiero reiterar que si traemos estas rele- 
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rencias a colación, si leemos estos fragmentos de aquél dis- 
curso, es porque en definitiva también estamos comprome- 
tiendo con ello nuestra propia opinión para el día en que 
quizás podamos acceder al Gobierno. Además, afirmamos que 
no estamos dispuestos a cambiar, salvo que alguien nos con- 
venza de que nuestra posición es equivocada o a menos que 
un acuerdo nacional así lo exigiera, Entonces, nos veríamos 
obligados a acceder, aunque más no sea en parte, a algunos de 
aquellos proyectos que pusimos a consideración de la pobla- 
ción cuando abrigábamos la intención de retornar a este Parla- 
mento. De todas maneras, lo que tiene que quedar bien claro 
es que si vamos a modificar nuestra posición, lo menos que 
vamos a hacer es brindar simultáneamente los fundamentos 
que nos Hevaron a eso, lo que no ha sucedido en esta oportu- 
nidad. ¿Cómo se puede variar tanto una posición? ¿Cómo se 
puede afirmar esto en 1972 y luego, cuando se es gobernante, 
actuar de forma totalmente antagónica? Eso no lo podemos 
interpretar. Pero, más allá de lo que esto pueda significar 
como enjuiciamiento, lo que nos importa es establecer para cl 
futuro nuestro propio compromiso en esta materia. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR ARAUJO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Voy a plantear una pregunta 
al señor senador que está en uso de la palabra. Quisiera saber 
si Él recuerda cómo se elegían los integrantes del CONAE de 
acuerdo con la Ley de 1972. 


Nada más, señor Presidente, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tínuar el señor senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. - Según recuerdo, se establecía con 
claridad que, en definitiva, aquello respondía a la mayoría cir- 
cunstancial de cincuenta y tantos diputados -a la cual se refe- 
ría el señor Ministro de Educación y Cultura- que determinaba 
la designación de quiénes habrán de hacerse cargo de la Ensce- 
fianza. En este momento, no tengo en mi poder el texto de la 
ley, al que daría lectura con mucho gusto; pero podría solici- 
tar en todo caso que se agregara a la versión laquigráfica de 
mis palabras el contenido del mismo. 


En definitiva, lo que calificaba con propiedad y con firme- 
za cra el acuerdo político y así lo expresó el señor Ministro de 
Educación y Cultura, tal como consta en la lectura que antes 
realizaba. 


SEÑOR PEREZ. - ¿Me permite una interrupción, señor sc- 
nador? 


SEÑOR ARAUJO, - Con mucho gusto, 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador, 


SEÑOR PEREZ. - Es para realizar una precisión histórica. 


Lo que ocurría en el año 1972 era que la mayoría de la 
bancada del Partido Nacional estaba conformada por los sec- 
tores de Por la Patria y del Movimiento Nacional de Rocha; y 
el Gobierno -la coincidencia de aquella época- era una parte 
del sector herrerista, que era minoría frente a Por la Patria y, 
practicamente, todo el Partido Colorado. Á esta mayoría cir- 
cunstancial era a la que se refería el señor diputado que en 
este momento cstá citando cl señor senador Araújo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor senador Araújo. 


SEÑOR ARAUJO. - Reitero que no es mi interés entrar a 
culpar a los sectores que pudieran ser responsables de aquella 
Ley de Educación de 1972. Esa no fue ni es mi intención, 
porque no olvido un episodio posterior, que se vivió en este 
mismo Parlamento en el año 1985, que corrige lo del año 
1972. Creo que quienes de alguna manera son responsables de 
aquella ley, también lo son en buena parte de lo que consagra- 
mos en 1984 y hoy estamos olvidando. Por lo tanto, más que 
buscar culpas en el pasado, estas referencias tienen fundamen- 
talmente el valor del compromiso que establecemos. Con ello 
quiero decir que a la hora de fijar posición, el Frente Amplio 
lo ha tenido muy en cuenta y que también ha sido así a la hora 
de buscar acuerdos políticos con otras fuerzas. Es muy posible 
que si mañana nos viéramos enfrentados a la obligación de 
gobernar, quizás el proyecto que terminemos consagrando no 
sea exactamente el que propusimos en origen, porque estare- 
mos dispuestos al diálogo que hoy se nos niega. Esto también 
debe quedar claramente establecido. Creemos que todos debe- 
mos participar de ese diálogo. Y cuando hacemos esta afirma- 
ción también tenemos en cuenta el hecho de que cs muy 
factible que dentro de cuatro años y medio se nos reclame 
dicho diálogo con la participación de todos los sectores políti- 
cos. 


Desgraciadamente, por las razones que hemos señalado, 
este proyecto de ley está politizando y partidizando a la ense- 
fianza. El poder político tiene otros deberes para con ella. Uno 
de los más importantes es el del presupuesto -al que yo he 
llamado epílogo- es decir, la asignación de los recursos. No 
me voy a extender aquí en detalles que todos conocemos -y 
sobre los que se ha abundado- en cuanto a lo que es hoy la 
Escuela Pública, lo que es el Instituto Técnico-Profesional, lo 
que es Secundaria, así como las carencias de nuestra enseñan- 
7a, y lo que significa el mantenimiento de esa Escuela Pública 
que, de no ser por los propios padres o por las Comisiones de 
Fomento, tendría que cerrar sus puertas. Sin embargo, simple- 
mente digo que esa sí es una tarea política fundamental y 
cuando, en unos pocos meses más, estemos analizando e! Pre- 
supuesto, no olvidemos que allí estaremos determinando tam- 
bién cl contenido de la Ley de Enseñanza que más adelante 
discutiremos y, seguramente, aprobaremos. 
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El prólogo que hoy se aprueba y el epílogo que se aproba- 
rá con el Presupuesto, estarán determinando el contenido de 
ese libro que aún no hemos escrito y esa es nuestra máxima 
preocupación. Ojalá sea cierto que estas autoridades sean pro- 
visorias, porque también tememos que los provisoriatos en 
este país duren, a veces, un tiempo excesivo, tal como ha 
sucedido. También en 1985 creíamos que aquellas autoridades 
que elegíamos tendrían como máximo un mandato de dos 
años, pero ya llevan más de cinco, Esperamos que no acontez- 
ca lo mismo con las nuevas autoridades porque al designarlas, 
desgraciadamente, no se estará respondiendo a los grandes 
intereses del país -más allá de que esta no sea la intención- 
sino que se estará pensando en la necesidad de cumplir con 
acuerdos partidarios o políticos. A tal extremo esto es así que 
incluso hay cláusulas que se han discutido por el solo hecho 
de que en ellas figuren nombres y apellidos detrás de cada 
nombramiento. Concretamente, se sabe quiénes van a ser 
aquellas personas escogidas para esas tareas, lo que nos pare- 
ce lamentable, Cuando se habla de antigiiedad es, precisamen- 
te, por esto; y se dice que fulano no tiene diez años en la 
Enseñanza, pero que tiene cinco, Entiendo que no se debe 
legislar con nombre y apellido para satisfacer demandas polí- 
ticas o partidarias. Estamos jugando con algo con lo que no 
debemos jugar: la enseñanza de nuestros hijos, que es, en 
definitiva, el futuro de nuestro país. Y todos lo sabemos. 


Por estas razones, señor Presidente, dejamos constancia de 
nuestro voto desfavorable, lamentando el hecho -después de 
haber intentado obtenerlo por todas las vías- de no haber podi- 
do alcanzar el consenso. Este nos parecía imprescindible para 
una circunstancia tan especial como esta. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Para ocu- 
parse del tema, tiene la palabra el señor senador Blanco. 


SEÑOR BLANCO. - Señor Presidente: la Ley N? 15.739, 
de emergencia en la materia de educación, sólo indicó la 
lorma de nombramiento de los miembros del CODICEN para 
la primera integración. 


Por lo tanto, el proyecto a consideración del Senado es 
indispensable a fin de poder proveer los cargos en el actual 
período de Gobierno. La iniciativa del Poder Ejecutivo y el 
proyecto sancionado por la Cámara de Representantes tiencn 
ese propósito, 


A lo largo de la discusión parlamentaria, se han expresado 
criterios diversos acerca de los requisitos o calificaciones que 
cabría exigir a los miembros del CODICEN y de los Consejos 
Desconcentrados. 


También se han planteado idcas diversas sobre las formas 
de participación de los docentes en la Dirección de la Ense- 
ñanza. 


A propósito de esos aspectos, ligados directamente al obje- 
to de la iniciativa del Poder Ejecutivo, se han planteado lam- 
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bién cuestiones relacionadas con el estado actual de la Ense- 
ñanza y con las reformas que sería necesario introducirle. 


Deseo hacer algunos comentarios sobre los temas indica- 
dos. 


Estimo que la fórmula recogida en el proyecto a conside- 
ración del Senado es adecuada en las presentes circunstancias. 
Al requerir para la mayoría de los integrantes de los Consejos 
diez años de antigiiedad en la docencia, asegura que esos 
Cuerpos contarán con un caudal importante de experiencia y 
conocimiento, desde adentro, en matería de enseñanza. Esta 
cobertura de experiencia y conocimiento se complementa con 
la exigencia adicional, para el CODICEN, de que sus miem- 
bros tengan vinculación con las diferentes ramas de la Ense- 
fianza. A la vez, al habilitarse el ingreso de personas que -sin 
tener diez años de antigiiedad como docentes- poscan méritos 
y solvencia en asuntos de educación gencral, se crean las 
condiciones para incorporar elementos destacados que contri- 
buyan a la buena administración de los servicios y a la nece- 
saria reforma de la enseñanza. 


Como se ha señalado en Sala, la condición de docente no 
implica, de suyo, poseer las cualidades necesarias para la ges- 
tión de un Ente o la capacidad innovadora que reclama con 
urgencia el mundo actual. Por cierto que tampoco el hecho de 
ser docente quiere decir que no se posean estas cualidades. De 
ahí que la fórmula del proyecto a consideración del Senado, 
con acierto, equilibra ambos aspectos. 


La reforma de la Enseñanza, tema de fondo evocado varias 
veces en el curso de nuestro debate, anhelada en forma gene- 
ral por la población, debería combinar la experiencia y el 
conocimiento de la realidad actual con la visión innovadora 
imprescindible para llegar al sistema educativo que se desea 
alcanzar. En este sentido, el proyecto refleja, en la organiza- 
ción institucional, ese propósito, al tiempo que ofrece una 
solución de equilibrio entre varias de las posiciones expuestas. 


Señor Presidente: la integración del CODICEN y de los 
Consejos Desconcentrados no constituye, de por sí, la reforma 
educativa: es apenas una etapa en el camino para desarrollar- 
la. La discusión parlamentaria así lo mucstra, ya que, a propó- 
sito de este aspecto institucional muchas opiniones se han 
emitido sobre el fondo del tema, 


Me permito añadir algunas más, aunque pueda incurrir cn 
lo que el señor senador Cassina señalaba en el sentido de que 
se volvería a recorrer lugares comunes. Sin embargo, lo consi- 
dero necesario a los efectos de enmarcar este tema concreto, 
institucional, que estamos considerando en una perspectiva 
más amplia y profunda de la temática de la enseñanza. 


El significado de la educación en el conjunto de la socie- 
dad, como lo testimonia entre nosotros la reforma de Varela, 
excede los aspectos técnicos particulares -la función docente 
propiamente dicha- y constituye, por eso, una cuestión que 
convoca la responsabilidad de los poderes públicos y requiere 
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su participación. El acierto o el error en esta materia estará 
marcando lo que será el Uruguay de mañana; determinará si 
seremos capaces o no de insertarnos en los circuitos dinámi- 
cos de la economía internacional; determinará si nuestra gente 
estará equipada para una vida plena en las nuevas realidades 
del mundo. No cabe duda de que en todo ello los docentes 
tienen mucho para aportar. Tampoco cabe duda de que esa 
amplia tarea, política en su más amplio sentido, va más allá 
de la docencia. 


Un primer paso es asegurar que la enseñanza no esté domi- 
nada por ideologías o por distorsiones derivadas del proselitis- 
mo. Asegurar la laicidad, la independencia de la conciencia 
moral y cívica de los alumnos, está en la base de toda solu- 
ción de futuro. A la vez, esa enseñanza debe estar integrada 
armónicamente a la realidad nacional, a su organización polí- 
tica, económica y social, libremente establecida por el pueblo 
a través de los mecanismos constitucionales. 


No es concebible una educación teleológicamente estruc- 
turada -o utilizada- para destruir esa organización. Los cam- 
bios políticos se sustancian en nuestro régimen constitucional 
a través de la acción de los partidos actuando en las diversas 
instituciones representativas y por las determinaciones que 
éstas adoptan dentro de sus competencias. 


Un segundo paso, señor Presidente, es que exista una ade- 
cuada coordinación entre las diferentes ramas de la enscñan- 
za. El alumno no puede ser la víctima de un sistema comparti- 
mentado. El planeamiento educativo, por ejemplo, no puede 
detenerse cn las fronteras administrativas de Entes Autóno- 
nos, sino que debe constituir un área integrada de desarrollo 
humano y técnico. 


La enseñanza, en general, debe modernizarse y debe estar 
sintonizada con tas necesidades reales del mundo del trabajo y 
con las necesidades de cada ámbito, rural o urbano. 


Hay que multiplicar los vínculos con las empresas y con 
los trabajadores. Hay que asociar la preparación inicial de los 
jóvenes con el reciclaje y la educación permanente, esenciales 
en un tiempo de vertiginosos cambios tecnológicos en que 
unos oficios y profesiones desaparecen y otros emergen conti- 
nuamente. Más que el acopio tradicional de conocimiento 
-que antes bastaba para una vida- hoy hay que crear las aptitu- 
des para aprender cosas nuevas, a cada momento. En un mun- 
do cada vez más interdependiente, para un país de tres millo- 
nes de habitantes la dimensión internacional es decisiva y clla 
debería ser parte importante en la estructuración de nuestros 
esquemas educativos. 


Por último, cabe esperar módulos educativos más flexi- 
bles, currículos más adaptados a la personalidad y a las nece- 
sidades de cada uno. Siendo conscientes de las limitaciones 
materiales de nuestro país, es forzoso reconocer que esta ave- 
nida sólo puede recorrerse en forma limitada. Pero vale la 
pena explorarla y desarrollarla, en aras de una educación per- 
sonalizada y no masificada. 
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Es claro que el diseño y la instrumentación de reformas 
supone la activa participación de los docentes. ¿Cómo podría 
ser de otro modo? Pero también es claro que esa participación 
-no sólo insoslayable, sino absolutamente deseable- no impli- 
ca que los poderes representativos abdiquen de su responsabi- 
lidad, que es política en el verdadero y elevado sentido de la 
palabra y, menos aún, que la conducción recaiga, directa o 
indirectamente, en fuerzas gremiales, por muy respetables que 
éstas scan. 


La promoción de la enseñanza pública requiere sin duda 
condiciones materiales adecuadas y reformas y es hora de 
aplicarse a ello. Pero el progreso deseado no será alcanzable 
en tanto no se logre una situación real y efectiva de vigencia 
de la laicidad que devuelva la confianza a todos los interesa- 
dos y, en particular, a los padres. 


Al mismo tiempo, la libertad de enseñanza, consagrada en 
la Constitución y practicada sin excepciones en todos los paí- 
ses democráticos, ofrece un complemento a la enseñanza pú- 
blica y una alternativa para quienes libremente optan por otros 
centros educativos. No se percibe así una oposición entre en- 
señanza pública y privada, sino una complementación que 
enriquece a la sociedad y brinda una oportunidad rcal a las 
personas de elegir libremente. 


He querido formular estos comentarios a propósito del 
proyecto a consideración del Senado, para ubicarlo en un or- 
den de pensamiento amplio, a tono también con lo que ha sido 
la discusión parlamentaria. 


Estimo, por lo dicho, que el proyecto es adecuado y con- 
templa con equilibrio las diversas soluciones planteadas. 


No es, por cierto -ni pretende ser- la culminación de las 
reformas esperadas. Es un paso para ello, 


En el marco de las reflexiones expucstas, quiero adelantar 
también un firme respaldo para avanzar en la reforma de la 
educación. Como en otros temas, consideramos que corres- 
ponde al Gobierno tomar la iniciativa en csta materia. Pero a 
la vez, queremos anticipar nuestra posición de franco apoyo 
dentro de los lineamientos expuestos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Para ocu- 
parse del asunto en debate, tiene la palabra el señor senador 


Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Señor Presidente: creo que si bien es 
cierto que no se trata de todo el contenido que tiene relación 
con la enseñanza, de todas maneras la propuesta que está 
planteada ante el Cuerpo indica un criterio que, por cierto, no 
es de ninguna manera, el que nosotros compartimos. 


Debemos expresar, como muy bien se ha dicho por parte 
de algunos señores senadores, que hubiera sido mejor estudiar 
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entre todos, con tranquilidad, una propuesta que estuviera más 
en consonancia con las necesidades de la enseñanza. Mc pre- 
gunto, en fín, ¿por qué no se ha hecho cesto? Naturalmente, 
esto es producto de un criterio político que tiene relación con 
quienes hacen esta propuesta. Pero crco que no alcanza, ni 
siquiera, con fundamentar que es un criterio político, Además, 
está basado muy profundamente en la desconfianza; casi 
diría ..., bueno, en la desconfianza. Creo que con esto alcanza. 
¿Desconfianza de qué? Desconfianza de que otras fuerzas po- 
líticas que integran el Senado, que han tenido también, el voto 
de la ciudadanía, participen y aporten síss ideas con vistas a 
sacar un proyecto de consenso que -tengo la impresión- sea 
realmente el que, en este momento, la enseñanza está recla- 
mando. 


Con ello no estamos haciendo referencia únicamente al 
Frente Amplio, que a través de los dos compañeros que hemos 
tenido en la Comisión han luchado por esto, sino que debemos 
agregar el caso de un compañero del Nuevo Espacio y otros 
legisladores del Movimiento Nacional de Rocha, quienes tra- 
taron de llegar a una solución que no significara la victoria de 
un sector político en particular, sino un triunfo para maestros, 
profesores y, en particular, para niños, adolescentes, jóvenes, 
clcétera. 


Por otro lado, considero que existe una desconfianza muy 
particularizada -después hablaremos un poco más en detalle 
de esto- contra maestros y profesores. Inclusive, se hace mu- 
cha cuestión en el hecho de que se haya propuesto que maes- 
tros O profesores electos por los respectivos gremios pudiesen, 
en esta etapa, dirigir los Entes de la enseñanza. Un ejemplo 
demostrativo de la incomprensión que existe en esta materia 
puede ser el caso de la Federación Uruguaya del Magisterio, 
cuyo Presidente, electo recientemente, es un importante diri- 
gente gremial y profundamente nacionalista. Quiere decir, que 
si esto se hubiera correspondido con una elección por parte 
del gremio a efectos de integrar con uno, dos o tres maestros 
el Consejo respectivo, sin duda, éste hubiera estado presente. 


Repito, que existe un elemento de desconfianza que a mi 
entender va dirigido principalmente contra los gremios y, en 
un sentido más general, contra la izquierda o contra aquellos 
sectores que mantienen una orientación muy firme en la mate- 
ria desde 1972, tal como quedó patentizado en la intervención 
del señor senador Pereyra. Es decir, que se parte de la base de 
que alcanza con una coincidencia lograda a duras penas para 
sacar un proyecto que, en definitiva, designa directores de 
algo tan vital para la suerte de la República como es la ense- 
fanza. 


Nosotros aspiramos a un Consejo que realmente se preocu- 
pe del desfinanciamiento crónico, de los bajísimos salarios 
docentes y del empobrecimiento de una enseñanza que ha sido 
llevada a la situación actual. Por cierto, el debate de hoy no 
va a solucionar este aspecto pero, sin embargo, está orientado 
en un sentido que, en definitiva, será totalmente recurrente 
con la obra que durante cinco años realizó el Consejo anterior. 


Al respecto, podemos hacer referencia al caso de las matrí- 
culas de UTU, es decir, de la Universidad del Trabajo, que 


CAMARA DE SENADORES 


27 de Junio de 1990 


han ido disminuyendo progresivamente el número de inscrip- 
tos, los que han aumentado a nivel de instituciones privadas. 
No dudo que muchas de estas instituciones privadas brinden 
una capacidad técnica importante, pero no puedo asegurar que 
en todos los casos éstas tengan una enseñanza como la que 
brinda la Universidad del Trabajo. 


Todos deseamos volver a nuestra enseñanza pública como 
elemento de fortalecimiento del espíritu democrático de nues- 
tro pucblo, comenzando por los niños y de esa forma lograr 
que todos los ciudadanos puedan tener las mismas posibilida- 
des para lograr una buena formación. Es necesario tener en 
cuenta que en el correr de este año en los centros de forma- 
ción docente -que son tan importantes, especialmente, para el 
interior del país- como por ejemplo, el Instituto Magisterial de 
Montevideo, se matricularon únicamente 93 alumnos. Si se 
tiene en cuenta la tasa de deserción actual en estos institutos, 
los técnicos estiman que en los próximos tres años egresarán 
solamente 50 nuevos maestros y que, frente a una jubilación 
de varios miles por límite de edad, establecido por ley, se 
puede llegar -si no hay una modificación sustancial- a que la 
noble profesión del magisterio tienda a desaparecer. 


Deseo agregar que nos inspiramos en el principio varclia- 
no de abrir las puertas a todos y en todos los aspectos que 
guardan relación con la educación, partiendo de la base de 
una cducación humanista. Ello no va en detrimento de los 
elementos de tecnificación que según algunos modernizadores 
son y serán necesarios. De todas formas, existe una educación 
universalista que es motivo de orgullo para todos los urugua- 
yos. La situación sufrida durante los años de dictadura hizo 
que muchos maestros, profesores y profesionales tuvieran que 
irse al exterior, donde fueron reconocidos por su versación en 
las distintas disciplinas y, principalmente, por tener una con- 
cepción sobre el conjunto de la humanidad basada en la de- 
fensa de los derechos humanos, de los deberes del ciudadano, 
del desarrollo de la política estatal. 


En consecuencia, no se trata sólo de pensar que los proble- 
mas de la enseñanza y, en un terreno general, los temas de la 
Juventud, se resuelven únicamente por vía de leyes, decretos o 
redacción de reglamentos. Es necesario mantener una comu- 
nión con la juventud, lograr objetivos que valoren e interpre- 
ten sus sentimientos, que haya contenidos y métodos de pro- 
yectos educativos que esién apoyados y eficazmente realiza- 
dos, bajo la dirección de personas que realmente sientan el 
problema de la pedagogía, el problema de la enseñanza y que 
tengan una visión real sobre las necesidades de los niños y los 
jóvenes para su formación como auténticos ciudadanos de 
acuerdo a las necesidades del país. 


Lo más importante, ha sido siempre la valoración de obje- 
tivos, contenidos y métodos de proyectos educativos, lo que 
permitió durante muchos años una línea de desarrollo a través 
del tiempo, consolidando los principios de laicidad, universa- 
lidad, gratuidad popular y democrática de nuestra educación, 
apoyada siempre con simpatía por parte de nuestro pueblo. 
Naturalmente, cualquiera puede entender que todo esto está 
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centrado como clemento eje en los alumnos en los docentes y 
en los padres y todo ello va de la mano con la autonomía de 
los Consejos, que es lo que nos ba enseñado la historia de la 
educación en nuestro país. 


Este proceso se enriqueció hasta que se aprobó la “dichosa 
Ley N* 14,101”, que no por casualidad como se ha expresado 
en este recinto -y lo decía el señor representante Sanseviero 
en la Cámara de Diputados- no fue modificada por la dictadu- 
ra, ya que en ese período con esa ley alcanzaba. A ella cl 
gobierno dictatorial agregó los Reglamentos que exigían que 
los alumnos fucran “rapados” y que las niñas no pudieran usar 
pantalones vaqueros, a los efectos de intentar constreñir todo 
con una mentalidad castrense que, por cierto, rechinaba en la 
inmensa mayoría del pueblo y en la casi totalidad de las fuer- 
zas políticas del país. Repito que los representantes de la 
dictadura consideraban que esta ley era suficiente para tratar 
de matrizar la cabeza de los niños aunque, por suerte, no lo 
lograron, tal como se demostró en al plebiscito de 1980 en el 
que se obtuvieron los votos para no modificar la Constitución 
por parte de los padres y de los jóvenes que tenían edad para 
Sufragar y también en el proceso de lucha por la recuperación 
democrática del país. 


Lamentablemente, luego de haberse aprobado el acuerdo 
por el que se integró cl Consejo actual, en cinco años no hubo 
inquietud para una modificación sustancial. Para nosotros el 
tema central es buscar ciementos que posibiliten que no vuel- 
va a reeditarse esa situación en los vínculos políticos que 
mediatizan la enseñanza. Con ello no existe ningún plantea- 
miento lesivo en relación a las personas que sean designadas, 
que no conocemos, pero independientemente, el vínculo polí- 
tico con los Entes de la enseñanza mediatizan a ésta y la 
asimilan al modclo y al estilo de la coincidencia total, relati- 
va, parcial o coyuntural que surja en determinado momento en 
el país. 


La enseñanza está vinculada a la vida, y por lo tanto. 
necesita un estudio permanente y un proceso de acercamiento 
a una realidad que cambia a medida que pasa el tiempo y no 
puede cstar constreñida a un espacio político determinado, 
que tiene disposiciones precisas pero que no se corresponden 
con la totalidad de las normas de las fuerzas políticas del país. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una Interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR PEREZ. - Sí, señor senador, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede inte- 
rrumpir el señor senador. 


SEÑOR GARGANO, - Me parece muy interesante la ex- 
posición que está realizando el señor senador Jaime Pérez, 
porque creo que aquí está uno de los clementos vertebrales de 
las ideas que informan este proyecto de reforma de los Orga- 
nos de dirección de los Entes de la Enseñanza Pública, a nivel 
de Primaria, Secundaria y Universidad del Trabajo. Al contra 
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rio de los argumentos dados por parte de los sostenedores del 
proyecto, debo decir que éste tiene una meta central que es el 
imponer a la enseñanza un control político e ideológico, que 
va, más allá de querer llevar adelante este objetivo y de decla- 
rar que con él se va a proteger la laicidad. Esta palabra fre- 
cuentemente se emplea cn forma equívoca. El término “laico” 
ha nacido por oposición a la escuela o enseñanza en la que se 
imparte la instrucción religiosa; más tarde, fue entendido 
como el principio general de que la educación se imparta de 
forma tal que no se dirija a determinada orientación doctrina- 
ria, política o ideológica, lo que no quiere decir que no se dé 
la información que debe proporcionarse al educando sobre la 
realidad política e ideológica que vive una sociedad. 


Este proyecto de alguna forma va más allá de lo que pre- 
tendía el Poder Ejecutivo. ¿Por qué se dice que los Entes de la 
Enseñanza no sólo deben estar designados a propuesta del Po- 
der Ejecutivo con venia del Parlamento, sino que, además, al- 
gunos de los integrantes de la Dirección pueden ingresar sin 
contar con una competencia específica en torno a la Enseñan- 
7a? Estoy de acuerdo, por supuesto, con que toda la sociedad 
debe ocuparse del tema, pero es competencia de los integran- 
tes de este Parlamento el dar las pautas generales de la educa- 
ción. Sin embargo, si se quiere que la conducción específica 
esté lejos del control político-ideológico, debe desvincularse 
de la posibilidad de regirse a través de este mecanismo. Tal 
como lo dije anteriormente, considero que este es un objetivo 
que no va a conseguirse, que va a fracasar rotundamente y 
solamente podrá traer desequilibrio e inestabilidad en el área 
de la educación que, precisamente, necesita una conducción 
sensala para poder desarrollarse. 


Si se quiere imponer una conducción político-ideológica 
determinada a la enseñanza o incidir con la coyunturalmente 
predominante en el aspecto político-partidario se va a generar 
lo contrario a lo que se pretende, es decir, una toma de parti- 
do, a priori a favor o en contra, en los propios organismos de 
la educación, dentro de las prácticas cotidianas. 


Creo que el laicismo lo impone el consenso de los Organos 
de la enseñanza en el contexto de la sociedad y que no hay 
forma de imponer un control político-idcológico. Quizá esto 
dure dos, cinco o diez años, pero se puede engañar a todos 
durante un breve lapso, a unos pocos en un tiempo más largo, 
pero no a todo el mundo clernamente, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Puede con- 
tinuar el señor senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Señor Presidente: agradezco las pala- 
bras vertidas por el señor senador Gargano, porque van cn la 
misma dirección que llevaba mi discurso. 


Decía que se trala de cortar -por lo menos eso sería lo 
ideal- el vínculo político, el poder político que determina la 
dirección político-partidista expresada en este proyecto, Nos 
parece que sería mucho más justo abrir los caminos de la 
participación que permitan revertir esta situación acontecida 
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en la enseñanza y, por lo tanto, adecuar nuestro sistema edu- 
cativo a las necesidades del mundo moderno. A todo esto 
agregaría que sería importante cortar lo antes posible el dese- 
quilibrio, que cada vez se hace más profundo, entre la ense- 
fianza privada y la pública, en cuanto a las posibilidades mate- 
ríales y la calidad de los docentes. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Aguirre Ramírez) 


-Tal como lo ha expresado el señor senador Araújo, lo que 
ha primado es esencialmente lo político y, por lo tanto, por 
este camino es muy difícil conseguir la modernización del 
sistema educativo. 


Pero acá nos encontramos con el mismo problema: ¿qué es 
modemización? Naturalmente, modernización significa com- 
putadoras. No puede ser de otra manera. Pero también signifi- 
ca otra cosa. Por ejemplo, en el Liceo de Fray Bentos -a cuyo 
respecto ya hemos hecho algún planteamiento porque sus cla- 
ses están superpobladas, por lo que se está solicitando abrir un 
segundo liceo- la parte del laboratorio cuenta con un solo 
microscopio sobre el que trabajan cinco muchachos a la vez. 
Por consiguiente, modernización es buscar condiciones para 
que efectivamente se puedan desarrollar las aptitudes de los 
muchachos; ni que hablar de los niños, ya se trate de escolares 
o de preescolares. En este sentido -he leído algo en la prensa- 
ello sería muy positivo. En la campaña electoral el Frente 
Amplio hablaba de estas cosas, es decir, que era necesario 
generar las condiciones para que todo niño -de dos años c, 
inclusive, de menor edad- pudiese ser atendido -naturalmente 
que esta condición estaría sujeta a la situación de los padres- 
comenzando así un proceso que luego haría que a los cinco o 
seis años ya estuviese en condiciones muy adelantadas de 
absorber los conocimientos básicos de la enseñanza. 


Pero modemización no significa solamente eso -vuelvo al 
mismo punto- sino acentuar mucho más la capacidad del niño 
y del alumno para pensar; significa ir generando condiciones 
para poder ir interpretando los acontecimientos que suceden 
en el país y en cl mundo, pues ello forma parte de la forma- 
ción del ciudadano para estar en mejor situación de compren- 
der dónde se encuentra la verdad, la justicia, la injusticia, y 
por esa vía reafirmar mucho más la necesidad de defender la 
democracia y de avanzar en transformaciones posibles. 


Como se ha dicho, señor Presidente, este proyecto de ley 
tiene un profundo contenido ideológico. Cuando hablaba de 
temor a las gremiales, a la izquierda, la razón era ideológica, 
porque se considera que todo eso puede resultar dañino. Se 
trata de niños -mejor dicho, de jóvenes- que deben irse capa- 
citando para tener una opinión propia, no mediatizada por 
razones de intereses, sino con una visión lo más objetiva posi- 
ble que les posibilite comprender luego, cuando sean adultos, 
cómo deben trabajar, inclusive luego de recibirse como profe- 
sionales. 


Además, quiero decir que como producto de csa mentali- 
dad surgió una manera de actuar que durante estos cinco años 
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se ha caracterizado por la intolerancia, la arbitrariedad, inclu- 
sive por el mantenimiento de cargos de confianza dentro de lo 
que era el CONAE, anulación de llamados a concurso para 
inspectores de Enseñanza Primaria, mantenimiento de planes 
y programas docentes de la época de la dictadura, recorte de 
la mitad del Presupuesto que elevaron los Consejos Descon- 
centrados, falta de diálogo -que podría ser el epitafio para este 
Consejo que ahora cesa- actitud represiva, etcétera. 


Por otro lado, hay que decir que se trata de un organismo 
que sólo rinde cuentas a las autoridades políticas y es aquí 
donde creo que está el mal del asunto. No responde a nadie, 
excepto al Gobierno, a las autoridades políticas. Sólo así se 
explica que se haya mantenido a su frente a una persona -a la 
que mucho respeto por el pape! que jugó en la elección inter- 
na de 1982- de la que se dice que ha resultado nefasta, dado 
su carácter, en estos cinco años. Pero esto es sólo posible por 
una razón: porque se fue complaciente por parte de los Go- 
biernos. Lo cierto cs que esta persona representaba, en última 
instancia, el mayor grado de desconfianza para la juventud. 
De ahí que ni siquiera en los cinco años haya habido un 
diálogo, un cruce de palabras. Sencillamente, no hubo nada; 
fue cerrado a cal y canto. Por un lado, se ubicó la verdad 
bonapartista y, por otro, el movimiento estudiantil. 


Por otra parte, señor Presidente, de mantenerse la tenden- 
cia registrada en nuestro país desde 1986, uno de cada cinco 
niños y adolescentes repetirá sus cursos o abandonará el siste- 
ma educativo; y con una característica: que no en todos lados 
se dará igual. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Formulo moción para que se pro- 
rrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Sc vota:) 
-24 en 25. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Decía, señor Presidente, que no en to- 
das las escuelas se da esta situación de la misma manera. Por 
ejemplo, en el primer año de Enseñanza Primaria el índice 
general de repetición es de 11.9%; en cambio, en las zonas 
más pobres, en los barrios más alejados, llega al 54%, lo que 
hace que uno de cada dos niños repita el curso, En este senti- 
do, tos sicúlogos y sociólogos consideran que son muy graves 
las consecuencias de esta situación para las familias y también 
para cl niño, pues hay frustración, pérdida de autoestima o de 
confianza en sí mismo, etcétera. 
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Algo similar se da en la Enseñanza Secundaria, e inclusi- 
ve, en los niveles superiores. 


De modo que una parte importante de niños y adolescentes 
[racasan en su paso por el sistema escolar y liceal, repitiendo 
cursos e, inclusive, abandonándolos. En la última década se 
han hecho muchos estudios sobre este problema, tratando de 
profundizar en sus causas y mostrando las consecuencias ne- 
gativas que el fracaso escolar tiene para el niño y su familia. 
Según datos de 1986, en la Enseñanza Pública el índicc de 
fracaso escolar alcanza, como he dicho, al 20%. Pero la deser- 
ción ha ido aumentando; el Presupuesto destinado a la Educa- 
ción cayó abruptamente durante la dictadura militar y no ha 
mejorado sustancialmente desde 1985, 


Nuestro país continúa invirtiendo más en gastos militares 
que en educación, lo que significa -y esto no hace falta acla- 
rarlo- una modificación muy grande con respecto a lo que cra 
el Uruguay antes de la dictadura. Al respecto, voy a dar algu- 
nas cifras. 


En 1955, cl 14% de las erogaciones del Estado estaba 
destinado a la educación y el 8.3% a defensa. En 1968, a la 
educación le correspondía el 19.6% y a defensa el 7%. Sin 
embargo, en 1986 -y esto no se ha modificado- a la educación 
se le destina sólo el 7%, es decir, la mitad que cn 1955. Y 
teniendo en cuenta el crecimiento de la población -a pesar de 
que es muy lento- el porcentaje per cápita es inferior todavía. 
En lo que hace a defensa, podemos decir que actualmente le 
corresponde el 10.2%. 


Como estoy mencionando el porcentaje correspondiente a 
defensa, quiero que quede claro que no estamos planteando 
con ello la posibilidad que se le niegue a las Fuerzas Armadas 
o a la Policía los sueldos que necesiten para financiar su costo 
de vida, que estarán presentados cn el presupuesto; pero seña- 
lamos que cn las Fuerzas Armadas, los correspondientes a 
personal no son los únicos gastos. 


Considerando lo que ha sido tradicional en nuestro país, 
entendemos que no es posible que se gaste más en defensa 
que en educar a las generaciones uruguayas. Se trata, a nues- 
tro juicio, de algo incomprensible. Y, ¿por qué sucede algo 
así? Precisamente, porque priman determinados criterios polí- 
ticos. 


Quiero agregar también que el hecho de aplicar un criterio 
producto del no contacto con la realidad escolar o liceal, pue- 
de conducir a daños irreparables en los niños y cn los jóvenes. 
Por ejemplo, todos los técnicos en la materia sostienen -y por 
cierto lo hacen las gremiales de la enseñanza, que están cons- 
tituidas por macstros- que la edad justa para el aprendizaje de 
algo tan simple como las tablas es aquella comprendida entre 
los 8 y los 9 años; el no hacerlo adecuadamente en ese perío- 
do puede acarrear perjuicios irreparables en la educación pos- 
terior de Jos niños. Se trata, por lo tanto, de algo que extgc 
mucho amor y dedicación. 
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En nuestro país ha habido grandes maestros hombres, 
como Zelmar Balbi -ya fallecido- entre otros; pero sabemos, 
sin ninguna duda, que la mayoría del magisterio actual cstá 
constituida por mujeres. Y creo que eso no es casualidad: esta 
actividad supone una vocación muy acendrada en favor de la 
niñez. 


Me pregunto, señor Presidente, qué reciben por ello, por- 
que se considera que deben trabajar, estudiar, etcétera, pero 
que no tienen derecho a participar en ninguna instancia en que 
se decida la suerte de los objetivos de la educación, lo que 
constituye una gran injusticia. 


Tengo aquí una planilla de los sueldos que perciben los 
maestros. 


Al primero de junio de 1990 -es decir que se trata de 
datos actuales- un macstro con 20 años de docencia gana 
N$ 160.700 líquidos, por 20 horas semanales, y un maestro 
con 28 años de docencia percibc N$ 185.000 líquidos, por 
igual número de horas trabajadas por semana. Con el aumento 
que van a cobrar a fin de mes, van a llegar respectivamente a 
N$ 184,800 y a N$ 212.700, No hace falta explicar que eso es 
absolutamente insuficiente para lener la mente íntegramente 
dedicada a la función tan delicada que les toca realizar. Y si 
trabajan cn régimen de dedicación completa, cumpliendo 40 
horas semanales, como sucede en Jas Escuelas al Aire Libre y 
en Jardines de Infantes, ganan hoy, con 20 años de actividad, 
N$ 213.500, que con el aumento se convierten en N$ 245.000. 
Por su parte, un macstro que recién ingresa, después de haber 
dado el concurso respectivo, gana hoy N$ 122,600 y pasará a 
percibir, con el aumento, N$ 141.000, por 20 horas semana- 
les. 


Como observarán los señores senadores, se trata de suel- 
dos que no se corresponden, en absoluto, con las necesidades 
de una familia; si ambos cónyuges trabajaran como maestros, 
su retribución no les alcanzaría para atender el costo de la 
existencia y mucho menos si tuvieran hijos. 


Esto está referido a los macstros, pero no creo que se 
pueda hablar de profesiones porque todas son necesarias para 
el país; todas cllas merecen respeto y necesitan contar con 
recursos imprescindibles para una existencia digna. Pero pien- 
so que si queremos hacer una excepción con alguna, en cl 
sentido de levantarla en relación a las otras, creo que debemos 
empezar por los maestros. No hace falta que en el Senado 
digamos lo que todos conocemos. El proceso de formación del 
niño no comienza después de Jos 12 años o lucgo de los 16 6 
17 años. Dicho proceso empieza en su hogar, con sus padres, 
y luego en la escuela, Por lo tanto, no hay cosa más delicada, 
en lo que tiene que ver con la sociedad, que el trabajo con los 
niños. Si de ahí se saca la conclusión que ese problema o el de 
los adolescentes se arregla con la base de fijar una norma 
encima de otra, controlando que nadie se vaya a salir del 
camino adecuado y no contemple lo que deben ganar los do- 
centes, dejando que las escuclas tengan techos que se caigan, 
vidrios rotos, así como baños indecorosos -en lo que hay que 
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poner el mayor cuidado pues quienes los utilizan son niños- 
entonces, no se van a resolver los problemas y una mayoría 
circunstancial considerará que con clla alcanza para fijar sus 
criterios rígidos en relación con los temas de la enseñanza. 


Creo que eso no está en consonancia con lo que necesita la 
República ni con la vida. Es por ello que aspiramos a una 
solución distinta y no perdemos la esperanza que en el Presu- 
puesto, en el examen de lo problemas que tienen que ver con 
las normas presupuestales para la enseñanza, se tenga una 
correspondencia con lo que la bancada del Frente Amplio 
piensa que hay que dar cn favor del futuro de la República. 


Nada más, señor Presidente. 
(Ocupa la Presidencia el señor senador Santoro) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor Presidente del Cuerpo, 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - Señor Presidente: nos 
sentimos en la obligación moral y política de participar en 
este debate, por lo menos, por dos razones. 


En primer lugar, porque como lo ha expresado al inicio de 
su intervención, en el día de ayer, el señor senador Percyra 
-en una apreciación que compartimos plenamente- no ha de 
haber en nuestro país como en cualquier otro, por lo menos en 
el mediano y largo plazo, un tema de mayor trascendencia y 
resonancia nacional que cl de la educación, al que podemos 
calificar de político en el mejor sentido de la palabra. 


En segundo término, porque en virtud de las sucesivas 
manifestaciones críticas que por varios integrantes del Cuerpo 
se han formulado respecto del proyecto de ley que está a 
consideración y que, en líneas generales sigue la solución 
propuesta por el Poder Ejecutivo, nos sentimos obligados, en 
nuestra calidad de Vicepresidente de la República, es decir, de 
sustituto eventual del titular del Poder Ejecutivo y también en 
nuestra calidad de integrantes de la fórmula a la cual la ciuda- 
danía honró con su confianza en los comicios del pasado 26 
de noviembre, de hablar, no diremos en nombre personal del 
señor Presidente de la República, pero sí en nombre de las 
ídcas que con Él compartimos y expresamos a lo largo y a lo 
ancho del país durante toda la campaña electoral. 


Lo primero que queremos decir sobre la solución que este 
proyecto de ley le da al tema de la integración de las autorida- 
des del Consejo Directivo Central de la ANEP cs, aunque 
parezca obvio, cuál es el procedimiento de integración que 
este proyecto establece, Porque se ha hablado de tantas cosas 
conexas con el gran tema de la enseñanza, que parecería que 
nos fuimos del tema central, que es discutir si el procedimien- 
Lo de designación que se propone es acertado o equivocado. 


Lo otro que deseamos manifestar es si las condiciones 
requeridas por el proyecto de ley para integrar este organismo, 
e] CODICEN, son todas las necesarias o si faltan algunas y 
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sobran otras. Desde ambos puntos de vista, es claro que cl 
proyecto que aprobó la Cámara de Representantes establece 
que los miembros del CODICEN deben ser designados con- 
forme al artículo 187 de la Constitución, que ya sabemos qué 
procedimientos fija. A renglón seguido, agrega que de los 
cinco integrantes, por lo menos tres deben ser docentes con 
diez años de antigiiedad y, de esos tres, por lo menos uno 
debe haber tenido esa actuación en cada una de las ramas de 
la enseñanza que rige y administra el CODICEN, es decir, 
Primaria, Secundaria y la vieja UTU, ahora llamada Enseñan- 
za Técnico Profesional. Y para los Consejos Desconcentrados 
se establece la integración con tres miembros para cada uno 
de cilos, de los cuales dos deben ser docentes con diez años de 
antigiiedad en la respectiva rama. ¿Cuál es la diferencia que 
tiene la solución dada en el proyecto aprobado por la Cámara 
de Representantes con el remitido en primera instancia por el 
Poder Ejecutivo? Desde el punto de vista del procedimiento 
de designación, no la hay. En los dos casos, el texto se remite 
al artículo 187 de la Constitución, es decir, a la designación 
por el Poder Ejecutivo -igual que en los casos de los Entes 
Autónomos no docentes- con venia del Senado otorgada por 
tres quintos de los miembros elegidos conforme al artículo 94 
de la Constitución, esto es, por 18 votos en 31 integrantes que 
tiene el Cuerpo. El Poder Ejecutivo establecía que los'cinco 
miembros debían ser docentes -aquí sí hay una diferencia- con 
diez años de antigitedad en la docencia, pero admitiendo la 
posibilidad de que esa exigencia se supliera con cinco años de 
antigiiedad en la docencia, cuando el docente de que se tratare 
tuviere título universitario. 


Para los tres miembros de los Consejos Desconcentrados 
las condiciones requeridas eran las mismas que se señalaban 
para los del CODICEN. 


Quiere decir que en los dos casos, en el proyecto del Poder 
Ejecutivo y en el que nos ha remitido, con su aprobación, la 
Cámara de Representantes, la diferencia no es esencial. Lo 
básico, o sea, el procedimiento de designación -el cual ha 
constituido cl eje de la discusión tanto en la Cámara de Repre- 
sentantes como en el Senado- es que el mismo se Íleva a cabo 
no por los cuerpos docentes ni por el sistema electivo, sino 
por el poder político o, si se quiere, por los dos poderes políti- 
cos del Gobierno, es decir, el Poder Ejecutivo, que propone y 
en última instancia designa, y el Senado, que puede impedir la 
designación si no otorga su venia por los 3/5 de votos que 
exige cl artículo 187. 


Se va a la aplicación de este artículo porque es una opción 
permitida por la Constitución de 1952 -tantas veces recordada 
en este debate- en su artículo 203 que, como se ha reiterado 
en el día de ayer y en el de hoy, establece que los Consejos 
Directivos de los servicios docentes serán designados, es decir 
nombrados directamente, o electos “en la forma que establez- 
ca la ley sancionada por la mayoría absoluta de votos del total 
de componentes de cada Cámara”. No se hace, pues, olra cosa 
que recoger una de las opciones permitidas por la Constitu- 
ción de la República, desde la Carta de 1952, en su artículo 
203. 


27 de Junio de 1990 


Por consiguiente, lo primero que hay que señalar enfática- 
mente, desde este punto de vista, es que la solución es absolu- 
tamente constitucional, absolutamente congruente con nuestro 
ordenamiento jurídico y está permitida por nuestra Carta Má- 
xima. Precisamente, por estar de acuerdo con nuestra Carta 
Magna es que se ha aplicado en muchas oportunidades, tal 
como lo vamos a demostrar de inmediato. 


Desde el punto de vista político, más importante que decir 
algo que resulta de meridiana claridad -esto es, que la solu- 
ción es constitucional- es señalar que la solución no es nueva, 
no es innovadora en nuestro Derecho. No se trata de que el 
Poder Ejecutivo y ahora la Cámara de Representantes hayan 
decidido adoptar un procedimiento revolucionario y descono- 
cido en nuestro ordenamiento jurídico, sobre el que no existan 
antecedentes; por el contrario, es la solución que tiene más 
antecedentes, más tradición en el ordenamiento jurídico na- 
cional, cuando se trata de Entes Autónomos docentes y es la 
solución que una y otra vez se ha aplicado en el país cn virtud 
de normas legales, algunas de antigua data y otras más recien- 
tes. 


Para demostrar lo que estamos diciendo, vamos a señalar 
que es la solución que siempre rigió en la enseñanza primaria 
del país. En el ex Consejo Nacional de Enseñanza Primaria y 
Normal sus autoridades nunca fueron designadas por el méto- 
do electivo ni por decisión del cuerpo docente de Enseñanza 
Primaria. En esa Primaria a la que se refirió en el día de ayer 
el señor senador Pereyra manifestando que durante muchas 
décadas constituyó el orgullo o, por lo menos, uno de los 
orgullos de nuestro país y de nuestra enseñanza, la designa- 
ción nunca la hizo el cuerpo de docentes, sino el Poder Ejecu- 
tivo. La Ley de 26 de julio de 1918 creó un Consejo de Ense- 
ñanza Primaria integrado por siete miembros designados por 
el Poder Ejecutivo, con venia del Senado de la República; cl 
Decreto-Ley N* 10.310 -creo que de 1942- redujo a cinco el 
número de miembros, pero no modificó el sistema de designa- 
ción, ya que el Consejo Nacional de Enseñanza Primaria y 
Normal continuó siendo nombrado por el Poder Ejecutivo, 
con venia del Senado. 


Este procedimiento siguió vigente durante la Constitución 
de 1952 ya que era constitucionalmente legítimo, a tenor del 
ya citado artículo 203 de la nueva Carta. 


Al llegar la Constitución de 1967 pudo quizás pensarse 
que en el país soplaban vientos reformistas desde este punto 
de vista. ¿Cuál fue, sin embargo, la disposición que se adoptó 
en la llamada “Reforma Naranja”, que luego fue plebiscitada 
afirmativamente por la ciudadanía? La disposición transitoria 
N), que establece: “Mientras no se dicte la ley prevista para su 
integración, el Consejo Nacional de Enseñanza Primaria y 
Normal estará integrado por cinco miembros, tres de los cua- 
les por lo menos deberán ser maestros con más de diez años 
de antigiledad, designados por el Poder Ejecutivo de acuerdo 
a lo previsto en el artículo 187”. ¿Cuál es entonces el procedi- 
miento? El mismo que establece este discutido -más que dis- 
cutido, vituperado- proyecto de ley que hoy estamos conside- 
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rando. Este proyecto venido de la Cámara de Representantes 
establece, precisamente, que conforme al artículo 187 de la 
Constitución de la República, las autoridades de la Enseñanza 
deben ser designadas por el Poder Ejecutivo, con venia del 
Senado, y que de sus cinco miembros, por lo menos tres de- 
ben ser docentes con diez años de actividad. Esto cs exacta- 
mente lo mismo que establece la disposición transitoria N), 
vigente desde la Constitución de 1967, que en aquella instan- 
cia no se consideró del caso modificar, 


¿Es este el único antecedente existente en nuestro Derecho 
Positivo? No; la también discutida y criticada Ley del 
CONAE, la N* 14.101 -que creemos que fue promulgada en 
enero de 1973 estableció, en general, el mismo procedimien- 
to: la designación, conforme al artículo 187 de la Constitu- 
ción, de un órgano colegiado, de cinco miembros, de los cua- 
les -en este caso sí se variaba la cxigencia- solamente dos 
debían ser docentes con no menos de cinco años de actividad, 
norma que no compartimos. Pero no debemos creer que este 
procedimiento, que por disposición de aquella ley tuvo vigen- 
cia en nuestro país, fue el fruto de una ocurrencia arbitraria 
impuesta ilegítimamente por el gobierno de la época, porque 
nos haya gustado o no a quienes cn aquel momento no com- 
partimos la solución de la llamada “Ley Sanguinetti”, tuvo la 
mayoría de los votos del Parlamento, es decir, la mayoría de 
la representación legítima del pueblo uruguayo, conformada 
por los votos de todos los legisladores del Partido Colorado, a 
los que se sumaron los votos de una minoría de legisladores 
del Partido Nacional. 


Llegó el momento en que felizmente se salió del régimen 
de facto y, con el acuerdo de todos los partidos políticos del 
país, se sancionó la ley vigente, la N* 15.739. Se nos ha dicho 
-y en esta afirmación hay parte de verdad- que vivíamos una 
circunstancia de emergencia, que la enseñanza estaba desman- 
telada por la “obra” -entre comillas- del período de facto; se 
señaló que, en virtud de esas circunstancias excepcionales, se 
llegó a un acuerdo político anterior a la instalación del Parla- 
mento, pero lo cierto es que el procedimiento que se votó y 
que está vigente es el de la aplicación del artículo 187 de la 
Constitución de la República: la integración de un órgano 
pluripersonal de cinco miembros, formado por docentes con 
no menos de diez años de antigijedag, y la constitución de tres 
Consejos Desconcentrados para cada una de las tres ramas de 
la Enseñanza, integrados por tres miembros, también con diez 
años de antigiiedad en el ejercicio de la docencia, 


Quiere decir que no estamos ante un régimen revoluciona- 
rio ni ante una ocurrencia caprichosa del actual Poder Ejecuti- 
vo y de quienes hoy son legisladores, que va contra toda la 
tradición nacional. Por el contrario, en este proyecto de ley se 
reitera una solución que, con variantes de detalles, es la mis- 
ma que ha imperado siempre a nivel de la Enseñanza Prima- 
ria, que quizás por el hecho de ser la que se imparte a los 
educandos de menor edad, es la que tiene mayor influencia en 
su formación y, por lo tanto, mayor trascendencia. Es la mis- 
ma solución establecida por la ley del CONAE, y por la ley 
vigente, la N* 15,739, con diferencias de detalles -reitero- 
pero no Cn su esencia. 
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Lógicamente, se nos va a traer -y ya se nos ha traído- en cl 
curso del debate, el ejemplo del régimen que imperó en la 
Enseñanza Secundaria en virtud de la famosa “Ley Echego- 
yen”, de diciembre de 1935, Es exacto: durante mucho tiempo 
en nuestro país rigió esa ley, por la cual el Consejo de Ense- 
ñanza Secundaria se integraba con un Director General desig- 
nado por el Poder Ejecutivo, con venia del Senado y a pro- 
puesta del Consejo de Secundaria. También es exacto que los 
otros seis Consejeros se elegían, uno por cada uno de los 
Consejos de las distintas ramas de la Enseñanza -la Universi- 
dad de la República, UTU y Primaria- y los tres restantes por 
elección de los profesores de Enseñanza Secundaria. Pero este 
ejemplo, que tiene a su favor elementos positivos que se han 
traído al debate, como el de que en ese período la Enscñanza 
Secundaria se desarrolló y perfeccionó en el país, también 
tiene elementos negativos, porque durante esa época se vivic- 
ron hechos que evidentemente tuvieron connotaciones políti- 
cas negativas y connotaciones más que censurables. Por el 
contrario no puede traerse a colación cl régimen de integra- 
ción y designación del Consejo de la Universidad del Trabajo 
del Uruguay, porque el Decreto-Ley N* 10,225 estableció que 
este Consejo tenía una integración muy particular, que deter- 
minaba que a su frente había un Director General designado 
por el Poder Ejecutivo sin venia del Senado y otros diez 
miembros, de los que sólo dos eran elegidos por el profesora- 
do de este Ente Autónomo y otros dos por el Consejo de la 
Universidad de la República y por el Consejo de Enseñanza 
Primaria. De manera que había una mayoría de sicte miem- 
bros que no eran elegidos ni por los docentes ni por los otros 
Consejos de la Enseñanza, 


Fue en esc período -y traigo este ejemplo al debate porque 
creo que es elocuente y que sirve- que uno de esos Directores 
Generales designados por el Poder Ejecutivo que un ciudada- 
no que no tenía antecedentes como docente, ni había sido pro- 
fesor de la UTU y que, sin embargo, creo que en el concepto 
general fue el mejor Director que tuvo la UTU cn toda su 
historia. Me estoy refiriendo al ingeniero Luis Balparda Blen- 


glo. 


Con esta referencia a los distintos regímenes que han habi- 
do en el país para la elección o para la designación de los 
miembros de los Entes Autónomos de enseñanza, pienso que 
quede demostrado de manera concluyente que no hay un re- 
troceso en virtud del proyecto de ley que ha enviado el Poder 
Ejecutivo, ni tampoco en el que ha aprobado la Cámara de 
Representantes, sino que ambos se mantienen en una línca 
que tiene múltiples antecedentes de signo positivo en el país. 
Estos antecedentes no permiten afirmar que ese tipo de inte- 
gración de los Consejos Directivos de los Entes de enseñanza 
haya determinado, en la educación del país, un proceso de 
carácter negativo, y mucho menos, una politización de la en- 
señanza. 


Pero no hemos dejado de ejercer la Presidencia simple- 
mente para hacer referencias de tipo histórico y de carácter 
legal, sino que también queremos traer al debate elementos de 
orden conceptual. No sólo deseamos hacer la defensa del pro- 
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yecto de ley refutando -o pretendiendo refutar- los argumentos 
que se han dado en contra de la solución propuesta por el 
Poder Ejecutivo, sino que vamos a hacer esta defensa por la 
afirmativa, formulando consideraciones y puntualizaciones de 
orden conceptual que creemos avalan la posición del Gobier- 
no y la de los sectores políticos que constituyeron la mayoría 
en la Cámara de Representantes, para poder votarlo afirmati- 
vamente, 


Desde este punto de vista, nos preguntamos -y hacemos 
extensiva la consulta al Senado- ¿puede sostenerse con funda- 
mento y con rigor lógico que el gran tema de la educación con 
mayúscula y el de la política educativa son cuestiones ajenas 
al gobierno de una nación, y al Poder Ejecutivo de un país? 
¿Puede sostenerse que uno de los integrantes del Poder Ejecu- 
tivo, más precisamente el Ministerio de Educación y Cultura, 
no tiene nada que hacer en el área educativa y que no debe 
tener injerencia alguna en la política educacional de la Na- 
ción? Considero que formular las interrogantes es demostrar, 
por su solo planteo, que la respuesta no puede ser otra que 
afirmativa. 


Por otra parte, se ha sostenido que no hay tema más im- 
portante en un país -y, por supuesto, en el nuestro- que el de 
la educación. Entonces, ¿puede sostenerse, a renglón seguido, 
que en este gran tema el Poder Ejecutivo, el Gobierno de la 
Nación, no tiene arte ni parte? ¿Se puede pensar que la inter- 
vención de este Poder no va a tener un sentido nacional, de 
grandeza y de preocupación a mediano y largo plazo por el 
destino de las generaciones futuras -que es el propio destino 
de la nación- sino que debe identificarse dicha intervención 
con una preocupación menor y censurable, de tono proselitis- 
ta, con el propósito también censurable de llevar la politiza- 
ción a la enseñanza para inculcar a las nuevas generaciones 
los valores y los puntos de vista políticos menores que susten- 
ta el Gobierno de la República o el partido al que pertenecen 
los integrantes del Poder Ejecutivo? Creemos, señor Presiden- 
te, que formular estas interrogantes es desde ya, estar dando la 
solución. 


Por supuesto que los grandes temas de la educación y de la 
política educativa no son ajenos al Poder Ejecutivo. No lo son 
en el orden conceptual, ni tampoco en la legislación vigente, 
¿O acaso la Ley N* 15,739 cuando habla de la Comisión 
Coordinadora de la Educación, o la propia Constitución de la 
República reformada en 1967 cuando dispuso la coordinación 
de la enseñanza, partieron del supuesto de que dicha coordina- 
ción se haría por sí sola, por impulso natural de los entes, sin 
tener en cuenta que cada uno de ellos quiere actuar en su 
reducto, cuando además, de acuerdo con la larga experiencia 
nacionak se sabía de antemano que ellos no impulsarían por sí 
la coordinación a que hacemos referencia? 


¿Qué dice la Ley N* 15,739, reiterando en cierta medida 
soluciones establecidas en la Ley N* 14,101, por la que se 
creó cl CONAE? En el artículo 23 de la Ley N* 15.739 se 
expresa lo siguiente: “La Comisión Coordinadora de la Edu- 
cación, establecida en cumplimiento de lo dispuesto en el 
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artículo 202 de la Constitución, se integrará con cl Ministro 
de Educación y Cultura...”, diciéndose más adelante que él 
será quien la presidirá. Entonces, si el Poder Ejecutivo no 
tiene arte ni parte ni puede intervenir en nada que tenga que 
ver con la educación pública, y si su intervención es casi 
pecaminosa, porque se supone que contagia de proselitismo 
político a todas la árcas de la educación la presencia de sus 
representantes, ¿cómo es posible que la ley vigente, votada 
por todos los sectores políticos del espectro nacional, haya 
podido consagrar una Comisión Coordinadora de la Educa- 
ción que cuenta con la presencia de representantes de lodos 
los entes públicos y autónomos de la enseñanza, establecién- 
dose a la vez que dicha Comisión será presidida por el propio 
Ministro de Educación y Cultura? Además, ¿cómo es que cl 
artículo 24 de la misma Ley expresa que compete a la Corni- 
sión proycctar las directivas generales de la política educacio- 
nal del país? Y dice bien que esta es su competencia. Los 
parámetros generales y las grandes orientaciones de esta polí- 
tica educacional, naturalmente, serán proyectados por cl Po- 
der Ejecutivo y no sólo por el Ministro de Educación y Cultu- 
ra. Por tanto, si este último preside esa Comisión Coordinado- 
ra de la Educación es para llevarla adelante y para acordar 
con los Presidentes o Rectores de la Universidad y del 
CODICEN, cuál debe ser la política educacional del país y 
cuál será la que, coordinada con todos los sectores de la ensc- 
ñanza, se debe aplicar en la Universidad de la República y en 
la Administración Naciona! de Educación Pública. 


En consecuencia, preguntamos: ¿por qué existe un Minis- 
terio de Educación y Cultura si el Poder Ejecutivo no tiene 
nada que hacer en el área de la educación? Si este Poder llega 
a tener injerencia en este ámbito -scgún parece piensan algu- 
nos señores senadores- ello es sinónimo de proselitismo en la 
enseñanza, de intervención indebida. En tal sentido, reitero la 
interrogante: ¿cómo es que existe un Ministerio de Educación 
y Cultura que, de acuerdo con el Decreto 160 del 1? de marzo 
de 1967, tiene competencias claras y precisas en el área de la 
educación, como no puede ser de Otra manera, porque por 
algo esta Cartera se denomina de Educación? Entonces, si hay 
un Ministerio de este tipo, ¿se puede suponer que él estará en 
absoluto divorcio con los entes que imparten la educación en 
todas las áreas de la enseñanza, es decir, en Primaria, en 
Secundaria, en la Educación Técnico Profesional y en la Uni- 
versidad de la República? Por supuesto que no. Cabe pensar 
que la Cartera mencionada mantendrá contactos y tendrá cle- 
mentos suficientes como para poder llevar a cabo una coordi- 
nación y sacar adelante la política educativa que, con carácter 
general, compete al Gobierno de la República. 


En el numeral 1) del artículo 10 del Decreto N* 160 de 
1967, se expresa que “Al Ministerio de Cultura corresponde lo 
concerniente a: 1) La conducción superior de la política na- 
cional de la cultura, de la educación y de la ciencia”. ¿Cómo 
puede el Poder Ejecutivo ejercer esta competencia y cómo 
llevará adelante y hará efectiva la conducción superior de la 
política nacional en materia de educación si debe estar separa- 
do en forma absoluta de los entes de enseñanza, si no puede 
tener ninguna injerencia respecto de estos entes, así como 
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tampoco la mínima participación que significa, por lo menos, 
el hecho de poder designar a los jerarcas de esos organismos 
de enseñanza? Claro que cello no es para subordinarlos a sus 
directivas, ni para darles órdenes, porque se trata de Entes 
Aulónomos y la autonomía -como tendremos oportunidad de 
decirlo en este debate- supone, ante todo, la quiebra del 
vínculo jerárquico y el ejercicio de las competencias asigna- 
das, con total independencia en el orden administrativo, 


Sin embargo, la autonomía no supone una independencia 
en cuanto a la determinación de la política nacional en mate- 
ria de cultura y de educación, que corresponde, de acuerdo 
con las normas vigentes, al Ministerio de Educación y Cultura 
y no a los Entes Autónomos de Enseñanza. 


Además, señor Presidente, deseo señalar que cuando cl 
Poder Ejecutivo envía este Mensaje al Parlamento y lleva 
adelante este proyecto de ley, en lo que concierne a la persona 
de su Presidente de la República y de quien está hablando, en 
definitiva no hace otra cosa que ser coherente con lo que 
expresó a lo largo y ancho de! país en la campaña electoral, y 
ser coherente con lo que estableció en un programa de Go- 
bierno que fue difundido y dado a conocer al electorado bajo 
el nombre de “La Respuesta Nacional”. En dicho documento 
en lo que se tituló “En el campo de la educación, la cultura y 
el deporte”, se enunciaron propósitos y conceptos muy claros, 
terminantes y categóricos, en cuanto a que si esa fórmula 
presidencial llegaba al Gobierno, iba a propiciar una profunda 
reforma del sistema educativo nacional y que se propondrían 
medidas concretas en los distintos niveles de la Enseñanza, a 
fin de levar adelante esa reforma. Sin embargo, eso es mate- 
rialmente imposible si no se tiene arte ni parte en la enscñan- 
za pública y si no se puede tener siquiera la mínima participa- 
ción en la designación de aquellos hombres que puedan llevar 
adelante esa política general y esos propósitos reformistas que 
alienta este Poder Ejecutivo y que, como dije, se manifestaron 
claramente al país durante la campaña electoral. 


En esta propuesta de Gobierno se expresó, cn forma muy 
concreta y categórica, lo siguiente: “Se establecerán medidas 
para que el Ministerio de Educación y Cultura y la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, respondan a la orien- 
tación y responsabilidad del Gobierno Nacional en la defini- 
ción y ejecución del Plan Nacional de Educación y Planes 
Sectoriales”. ¿Cómo va a responder la ANEP a la orientación 
y responsabilidad del Gobierno nacional en la definición y 
ejecución de ese Plan, si sus autoridades son designadas sin 
intervención alguna del Poder Ejecutivo y, por el contrario, lo 
son por el modo clectivo y de acuerdo con la exclusiva volun- 
tad de los docentes? 


SEÑOR RAFFO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR RAFFO. - Mociono para que se prorrogue cl lér- 
mino de que dispone el orador. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Presidente del Cuerpo. 


SEÑOR AGUIRRE RAMIREZ. - En esta propuesta tam- 
bién expresamos: “Se realizará una profunda revisión de la 
Educación Primaria, Secundaria y Técnica, considerando las 
funciones que han cumplido, su participación en el Plan Na- 
cional de Educación y los requerimientos actuales de una so- 
ciedad en vías de tecnificación e informatización”. ¿Y cómo 
se va a realizar esta profunda revisión de las tres ramas de la 
Enseñanza si el Poder Ejecutivo, por el sólo hecho de aproxi- 
marse, en algún sentido, a las autoridades dirigentes de la 
enseñanza, realiza una tarca digna de censura y violatoria de 
la autonomía, como algunos han sostenido en este debate? 
¿Cómo vamos a establecer la educación básica de nueve años, 
que es uno de los propósitos enunciados en este programa? 
¿Cómo vamos a reformar el segundo ciclo de educación “en 
tres años con títulos habilitantes, que se encararán -se decía- 
con sentido terminal y diversificado”, además de capacitar 
para continuar estudios en cl tercer nivel, universitario y supe- 
rior especializado? ¿Cómo vamos a crear a nivel de la educa- 
ción técnica un Instituto Tecnológico Superior, “sobre la base 
de la transformación del actual Consejo de Educación Técni- 
ca, para responder a los requerimientos de los planes de desa- 
rrollo del país?”, como lo dijimos también en nuestro plan de 
gobierno, 


No voy a continuar dando lectura a este documento, por- 
que pienso que lo transcripto es suficientemente ilustrativo. 


Y pregunto, además, ¿cómo vamos a levar adelante todas 
estas reformas, que responden a una concepción radicalmente 
distinta a la que ha imperado hasta ahora en todos los niveles 
de la enseñanza? Con esto no queremos hacer una crítica a 
nadie, sino expresar nuestra visión acerca del estancamiento 
del sistema educativo del país, que desde hace muchas déca- 
das no ha recogido y no se ha adecuado a los requerimientos 
de la revolución tecnológica que se ha operado en el mundo 
del presente, prácticamente, no sólo en los que han dado en 
llamarse los países centrales, sino en todas las naciones que 
marchan aceleradamente con ritmo y sentido del progreso? 
¿Cómo vamos a llevar adelante estas reformas, reitero, si el 
Poder Ejecutivo no sólo no puede opinar, no puede tener inje- 
rencia en ningún sentido en la Enseñanza Pública, sino que ni 
siquiera puede participar a la hora de designar a los jerarcas 
que sí han de ser docentes, personas con formación, conoci- 
miento y capacidad en el terreno pedagógico, pero que han de 
tener una solidaridad con las orientaciones generales del Po- 
der Ejecutivo en materia educativa, y compartir cl concepto 
del Poder Ejecutivo en cuanto a la reforma que el sistema 
educativo debe experimentar en este país? 
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A pesar de que el tiempo transcurre, no resisto, señor Pre- 
sidente, a la tentación de leer conceptos que, aunque parezca 
increíble, mantienen plena vigencia aun cuando fueron ex- 
puestos en el año 1852 por un americano visionario que, al 
delinear las “Bases” -nombre con que identificó su obra- de la 
que debía ser la futura Constitución de la República Argentina 
-me estoy refiriendo al tucumano Juan Bautista Alberdi- escri- 
bió los siguientes conceptos. “La instrucción superior en nues- 
tras repúblicas no fue menos estéril e inadecuada a nuestras 
necesidades. ¿Qué han sido nuestros institutos y universidades 
de Sudamérica, sino fábricas de charlatanismo, de ociosidad, 
de demagogia y de presunción titulada? 


Los ensayos de Rivadavia, en la instrucción secundaria, 
tenían el defecto de que las ciencias morales y filosóficas eran 
preferidas a las ciencias prácticas y de aplicación”. 


Y, más adelante, agregaba: “El principal establecimiento 
se llamó colegio de ciencias morales. Habría sido mejor que 
se titulara y fuese colegio de ciencias exactas y de artes apli- 
cadas a la industria”. 


Estos países -y es una gran verdad hoy, en 1990- “neccsi- 
tan más de ingenieros, de geólogos y naturalistas, que de 
abogados y teólogos. Su mejora se hará con caminos, con 
pozos artesianos, con inmigraciones, y no con periódicos agi- 
tadores o serviles, ni con sermones o leyendas. 


La instrucción, para ser fecunda, ha de contraerse a cien- 
cias y artes de aplicación, a cosas prácticas, a lenguas vivas, a 
conocimientos de utilidad material e inmediata. 


El idioma inglés, como idioma de la libertad, de la indus- 
tria y el orden, debe ser aún más obligatorio que el latín; no 
debiera darse diploma ni título universitario al joven que no lo 
hable y escriba”. ¡Cuántos hoy, en 1990, lamentamos no ha- 
ber recogido el consejo sabio de Alberdi y dominar realmente 
el idioma inglés, que es imprescindible en el mundo del pre- 
sente, de los grandes negocios internacionales, de la diploma- 
cia y de las relaciones entre los gobernantes! 


Y continuaba expresando Alberdi: “Esa sola innovación 
obraría un cambio fundamental en la educación de la juven- 
tud. ¿Cómo recibir el ejemplo y la acción civilizadora de la 
raza anglosajona sin la posesión general de su lengua? 


El plan de instrucción debe multiplicar las escuelas de 
comercio y de la industria, fundándolas en pueblos mercanti- 
los. 


Nuestra juventud debe ser educada en la vida industrial, y 
para ello ser instruida en las artes y ciencias auxiliares de la 
industria. El tipo de nuestro hombre sudamericano debe ser el 
hombre formado para vencer al grande y agobiante enemigo 
de nuestro progreso: el desicrto, el atraso material, la naturalc- 
7a bruta y primitiva de nuestro continente”. 


Cuántas veces hemos dicho en el transcurso de la campaña 
electoral que cl país no necesita de más abogados -de los 
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hombres de nuestra profesión- y tampoco precisa seguir pro- 
duciendo contadores, escribanos y médicos. Por el contrario, 
creemos que necesita ingenieros químicos, técnicos en com- 
putación, ingenicros en electrónica, expertos en ciencias de la 
alimentación y, por supuesto, ingenieros agrónomos y veteri- 
narios, para desarrollar las potencialidades productivas de la 
República y para no frustrar a los jóvenes que egresan de la 
Enseñanza Técnico Profesional y de la Universitaria con un 
título supuestamente habilitante, pero que luego no encuen- 
tran colocación en el mercado de trabajo. 


¿Cómo, entonces, señor Presidente, sostener que no hay 
necesidad de que el Poder Ejecutivo tenga voz y voto a la 
hora de delincar la imprescindible, la por tantas veces poster- 
gada gran reforma del sistema educativo nacional, que debe- 
rán llevar adclante aquellas personas designadas por quienes 
el pueblo les ha confiado la conducción de los destinos nacio- 
nales y, por lo tanto, no pueden ocuparse de todos los temas y 
ser omisos a la hora de decir presente en el tema más impor- 
tante -y en esto sí todos estamos de acuerdo- que tiene el país 
por delante, que es el de la educación? 


Pero así como hacemos la defensa del proyecto por la 
afirmativa, la hacemos también por la negativa; es decir, ne- 
gando que tengan fundamento las críticas básicas que se le 
han hecho al proyecto, La crítica central que se le ha hecho es 
decir que él, al sustituir o al no acoger el sistema de elección 
y optar, en cambio, por el sistema de designación por el Poder 
Ejecutivo con venia del Senado -con participación directa del 
poder político dándole, desde este punto de vista, injerencia al 
mismo- es violatorio de la autonomía. Nosotros negamos ab- 
solutamente que esta afirmación sea exacta. De la autonomía - 
concepto del que se ha hecho más uso y abuso en la literatura 
jurídica y en la literatura política nacional- existen dos puntos 
de vista claramente diferenciables y contrapuestos: el concep- 
to jurídico, que está suficientemente definido y no admite 
dos interpretaciones y el concepto político -diría yo popular o 
vulgar, no con sentido menoscabante sino realista- sentido 
popular y vulgar de acuerdo con el cual la autonomía es, 
desde hace muchas décadas en nuestro país, una bandera polí- 
tica, una bandera de defensa de determinadas concepciones y 
posiciones en el ámbito de la enseñanza universitaria, y no 
sólo cn él. 


El concepto jurídico es claro a nivel doctrinario y más aún 
en el Derecho Positivo, es decir, en la Constitución de la 
República. Para la Constitución de la República, tan Ente 
Autónomo es aquel cuyo Directorio se elige por los interesa- 
dos en su gestión como el que se dirige por personas elegidas 
por el Poder Ejecutivo, con venia del Senado de la República. 
El artículo 203 de la Constitución de la República dice que los 
Entes de Enseñanza, salvo la Universidad de la República, 
serán designados o electos en la forma que establezca la ley. 
Es decir que da absoluta latitud al legislador. También dice en 
el artículo 187 -contra lo que se expresó ayer en el debate- 
que los demás Entes Autónomos se designan por el Poder 
Ejecutivo con venia del Senado, salvo que la ley, por dos 
tercios de votos -scgún el artículo 189- los declare también 
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electivos. Quiere decir que en ambos casos se permite la op- 
ción, y tan autónomo cs el Ente cuyo Consejo Directivo es 
elegido a través de una votación por el cuerpo docente de un 
Ente de Enseñanza, como la empresa del Estado cuyos inte- 
grantes de su Consejo Directivo Autónomo son designados 
por el Poder Ejecutivo, con venia del Senado. 


Si esto lo establece claramente la Constitución de la Repú- 
blica ¿cómo se puede sostener que no hay autonomía, cuando 
el procedimiento de designación es el del artículo 187 de la 
Constitución? ¿Cómo puede la Constitución decir, en el Títu- 
lo de su Sección XI, “De los Entes Autónomos y de los Servi- 
cios Descentralizados” si allí admite, como regla general para 
designar a los miembros de los Directorios y a los Directores 
Generales, el procedimiento de designación por el Poder Eje- 
cutivo? Va de suyo, entonces -es una verdad axiomática- que 
la designación por el poder político no es una nota que se 
pueda contraponer al concepto de autonomía y que permita 
sostener que cuando se da ese procedimiento de designación, 
ésta desaparece. Por el contrario, para la Constitución de la 
República hay autonomía cuando el Consejo Directivo es ele- 
gido y también la hay cuando es designado por el poder políti- 
co. 


Nosotros ya dijimos en la Comisión de Educación y Cultu- 
ra del Senado, que la autonomía no es otra cosa que la quiebra 
del vínculo jerárquico; que la autonomía no es otra cosa que 
la aptitud de que se dota a las autoridades de un organismo o 
servicio público, de un servicio industrial, comercial, finan- 
ciero o educativo del Estado, para ejercer por sí y ante sí sus 
competencias, sin que exista posibilidad de que sus decisiones 
puedan ser revocadas por un órgano que, en la pirámide admi- 
nistrativa, esté por encima de ese Consejo Directivo. Para 
decirlo de una manera más fácil de entender, lo que esto 
significa es que cuando un Consejo Directivo que tiene esta 
nota de autónomo adopta una resolución, no hay una autori- 
dad que la pueda revocar y esa resolución no es susceptible de 
otro recurso o de otra acción que la que se pueda entablar ante 
órganos jurisdiccionales, ya se trate de órganos del Poder Ju- 
dicial o del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, como 
lo establece claramente el artículo 194 de la Constitución de 
la República. 


Que un organismo es autónomo quiere decir, por ejemplo, 
que el Directorio del Banco de la República, cuando otorga o 
niega un crédito a un particular, su decisión no es susceptible 
de recurso alguno y que cuando el Consejo Directivo Central 
de la Universidad de la República o de la ANEP designa a un 
profesor, o destituye a un funcionario, esa decisión tampoco 
es susceptible de apelación, de recurso alguno o de revocación 
por una autoridad jerárquicamente superior, que en el caso no 
existe. 


Además, señor Presidente, ésta es, prácticamente, la posi- 
ción de la unanimidad de la doctrina nacional. Desde siempre, 
los principales profesores de Derecho Público del país han 
sostenido que para que haya autonomía lo que debe existir es 
la no subordinación del órgano descentralizado al Poder Ejc- 
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cutivo y no que el procedimiento de designación de sus auto- 
ridades deba ser forzosamente electivo. El doctor Juan José 
Carbajal Victorica, que fue un distinguido hombre público y 
además un destacado hombre de Derecho Público, Catedrático 
de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales y de la Facul- 
tad de Ciencias Económicas, sostuvo en un célebre debate en 
la Cámara de Representantes -en oportunidad de discutirse la 
ley de creación de PLUNA, siendo Ministro del Interior- que 
la descentralización -y consiguientemente la autonomía- se 
definía por seis caracteres comunes a los Entes Autónomos y 
a los Servicios Descentralizados, que también son autónomos, 
aunque en menor grado. En primer lugar, el doctor Carbajal 
Victorica decía -y ésta es la tesis que aceptó Justino Jiménez 
de Aréchaga y que hizo suya el eminente profesor de Derecho 
Constitucional en sus comentarios sobre la Constitución Na- 
cional- que los organismos autónomos son organismos admi- 
nistrativos creados por la Constitución o la ley; es decir, por 
un acto unilateral] de poder público. En segundo lugar, que son 
empresas administrativas, es decir, entidades de derecho pú- 
blico que realizan administración. En tercer término, que am- 
hos tipos de organismos tienen personalidad jurídica propia, 
son personas de Derecho. En cuarto lugar, Carbajal Victorica 
y Jiménez de Aréchaga sostenían que tanto los Servicios Des- 
centralizados como los Entes Autónomos tienen la nota de 
autonomía que se define por la no dependencia, por la quiebra 
de la línea jerárquica y afirmaban, además, que el segundo 
carácter distintivo de la autonomía se definía por modo nega- 
tivo: autonomía no es libertad; autonomía no importa negar la 
posibilidad ni la necesidad de la existencia de una cierta coor- 
dinación de los Entes Autónomos, mediante la cual se asegure 
la unidad esencial del sistema administrativo. En quinto tér- 
mino -sostenían ambos profesores- dichos organismos tienen 
en común el ser organizaciones administrativas creadas para 
cumplir fines específicos. Y, en sexto y último lugar, cs co- 
mún a ambos tipos de empresas administrativas el estar some- 
tidas a contralor. Ni el doctor Carbajal Victorica, ni Justino 
Jiméncz de Aréchaga señalaban como una nota distintiva de 
la autonomía, el hecho de que sus autoridades debieran scr 
designadas por el método de la elección. Aceptaban que tan 
autónomos eran los Entes cuyas autoridades se designaban por 
cl Poder Ejecutivo, como aquéllos en los que eran clegidas 
por los interesados en la gestión del servicio. 


Pero también, señor Presidente, tenemos en favor de esta 
tesis la opinión concluyente del más emivente administrativis- 
ta que ha tenido el país. Me refiero al doctor Enrique Saya- 
gués Laso, quien en su Tratado de Derecho Administrativo 
decía en forma categórica: “La forma de designación de las 
personas que dirigen los servicios descentralizados es conside- 
rada por algunos autores como un elemento esencial de la 
descentralización. Esta no existiría si las autoridades del ser- 
vicio, son designadas por el Poder Central. Se requerirían 
indispensablemente procedimientos electivos. No comparti- 
mos este criterio, posición afirmada también por la doctrina 
predominante. En efecto; cualquiera sca la forma de nombra- 
miento, una vez que han entrado en funciones las autoridades 
del servicio, tienen la autonomía que fijan los textos vigentes. 
El grado de descentralización, su capacidad de autodetermina- 
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ción, es independiente del origen de la designación. Sea que 
hayan sido electos popularmente, nombrados por la autoridad 
central o designados por cualquier otro procedimiento, su li- 
bertad de acción, considerada estrictamente en el plano jurídi- 
co, depende sólo de las normas que rigen su actividad funcio- 
nal”. 


Y en una llamada al pie de página, agrega con razón: 
“Nuestra experiencia nacional con los Entes Autónomos es 
concluyente en este sentido”. ¡Y claro que es concluyente! Lo 
Entes Autónomos han sido designados desde 1934 por el po- 
der político, por el Poder Ejecutivo, y nadie ha dicho nunca 
que por ello hayan dejado de ser autónomos. 


En iguales términos se expresó el profesor Alberto Ramón 
Real, de cuya transcripción de su Opinión vamos a hacer gra- 
cia al Senado, en su trabajo “La Autonomía Universitaria en 
la Constitución y la Ley”, publicado en el Tomo II de sus 
“Estudios de Derecho Administrativo”. Cicrto cs que Real 
hace un distingo en cuanto al carácter electivo y sostiene que 
cuando hay elección de las autoridades la autonomía se forta- 
lecc, no en el plano jurídico sino como valor de la conviven- 
cia político-social. Pero, esta apreciación del inolvidable pro- 
fesor y Decano de la Facultad de Derecho, es simplemente 
una apreciación política de conveniencia. Real sostiene que el 
organismo, por supuesto, sigue siendo autónomo, en los dos 
casos, pero cree que el procedimiento de elección en el ámbi- 
to de la enseñanza, es más conveniente frente al nombramien- 
to por el poder político. 


Pero, adcmás señor Presidente, nosotros pensamos que 
frente a todas las elucubraciones que se puedan hacer, frente a 
todas las posiciones doctrinarias, frente a todos los ejemplos 
extraídos de la experiencia política del país, no hay ejemplo 
más reciente, elocuente y categórico, que en esta oportunidad 
viene al caso como anillo al dedo, que ct del propio 
CODICEN, cuyas autoridades designamos cinco años atrás. 
Se dice que si las autoridades del Ente Autónomo docente son 
designadas por el Poder Ejecutivo, no hay autonomía; que el 
poder político se mete dentro de la enseñanza a través de las 
personas que designa, las que van a resultar dóciles a sus 
designios y a sus mandatos. Y se aduce que, de esa forma, se 
lesiona la autonomía. Nosotros sostenemos categóricamente 
que el ejemplo de este CODICEN, tan censurado por algunos 
y, justo cs decirlo también, tan elogiado por otros -entre los 
cuales nos contamos y no lo vamos a ocultar- cuya gestión ha 
sido tan controvertida, constituye, precisamente, el ejemplo 
de un organismo que, designado por el poder político, ha 
actuado con una autonomía total, en todos los planos, tanto 


jurídica como conceptualmente. Y todo esto es algo que no se 


puede discutir, Se podrá discutir su política, su trayectoria, 
que en cierto sentido se vio impulsada por la vigorosa perso- 
nalidad de su Presidente, el profesor Pivel Devoto. También 
se podrá discutir la personatidad del propio Pivel Devoto, pero 
lo que no se puede discutir es que el CODICEN, bajo su 
orientación, fue un organismo absolutamente autónomo e im- 
permeable a lodas las directivas del poder político. Y asto 
pudo hacerlo porque su estatuto jurídico de Ente Autónomo le 
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permite obrar por sí y ante sí, y no someter sus decisiones a 
los mandatos supuestos, que no existen, de un Poder Ejecutivo 
que, frente al CODICEN al igual que con respecto al Consejo 
Directivo Central de la Universidad de la República, no tiene 
poderes jurídicos como para imponerles sus orientaciones. 


¿Digo todo esto contrariando la opinión generalizada del 
espectro político nacional? No, señor; es lo que afirman todos 
aquellos que, con objetividad y sinceridad, han analizado con 
desapasionamiento la gestión del CODICEN. Inclusive, lo ha 
sostenido en la Cámara de Representantes, en un discurso que 
no vacilo en calificar de brillante -con la elocuencia que lodos 
le conocemos al ex compañero de este Cuerpo- el ex senador 
y hoy diputado Rodríguez Camusso. En dicho recinto, este 
legislador afirmó: “Aquí se ha hablado del grado de autono- 
mía de un CODICEN integrado por ciudadanos designados 
con venia del Senado. Aquél to fuc. ¿Alguien que esté en el 
Uruguay puede creer que cl CODICEN no fuere autónomo? 
Discutió siempre, enfrentó siempre, discrepó en todo con el 
Poder Ejecutivo. Todo lo que el CODICEN trajo al Parlamen- 
to, cada Presupuesto, cada Rendición de Cuentas, era en dis- 
crepancia con el Poder Ejecutivo. ¡Todo! Nunca hubo un 
Mensaje complementario del CODICEN que siquiera fuera 
parecido al del Poder Ejecutivo. Entonces, por creer que Pivel 
Devoto no ha actuado bien o porque discrepo con él en una 
cantidad de cosas, porque procede en términos que rechazo 
contra un grupo de estudiantes que intervienen un liceo, yo no 
puedo decir al CODICEN que fue un simple instrumento obe- 
diente e incondicional de ta política del anterior Poder Ejecu- 
tivo. La discrepancia es con esas cosas en particular”. Tras 
algunos “apoyados” y alguna interrupción, el señor represen- 
tante Rodríguez Camusso prosiguió: “En consecuencia, me 
remito a que todo no ha sido negativo. El CODICEN pelcó 
empecinadamente en los cinco años por mejorar los sucidos 
de los maestros y profesores. Luchó por obtener más locales y 
recursos para gastos y mejores cifras para inversiones. Desde 
1985 a 1989, inclusive, las iniciativas vetadas por el Poder 
Ejecutivo -no hago juicios de valor sobre el tema, no es la 
oportunidad- fueron las presentadas por el CODICEN. Es de- 
cir que pienso que tenemos que mirar los dos lados de la 
medalla y hacer un juicio objelivo, porque podría agregar 
también que hay gente con bastantes menos años y más condi- 
ciones de salud que en vez de estar trabajando las horas que 
han trabajado ellos cada día y durante los cinco años, se han 
dedicado a una serie interminable de viajes y de gastos y han 
dejado que servicios fundamentales se deterioraran, y también 
en campos vinculados con la educación y la cultura. Pero esto 
no hace al tema de que actuaron con autonomía”. 


A mi juicio, este testimonio de una persona que no tienc 
solidaridad para con las actuales autoridades del CODICEN, 
ni para con el actual ni el anterior Poder Ejecutivo, es conclu- 
yente. Esta persona, con objetividad y sinceridad, ha recono- 
cido lo que todos sabemos: que el CODICEN es autónomo, 
más allá de que lo haya designado el anterior Poder Ejecutivo. 
Así también, el próximo CODICEN será igualmente autóno- 
mo, más allá de que lo designe este Poder Ejecutivo con venta 
del Senado. Por supuesto que se designará a docentes con 
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larga actuación cn la enseñanza. Que nadie crea que se defien- 
de este procedimiento de designación para después nombrar a 
políticos desocupados, a ex candidatos que no obtuvieron un 
cargo porque no lograron el respaldo popular. Que nadie dude 
que dentro de pocos días estaremos en este recinto discutiendo 
y aprobando las venias de designación de ciudadanos que 
tienen actuación en la docencia, que tienen formación en te- 
mas educativos, que tienen formación pedagógica y que, ade- 
más, tienen experiencia en estas materias. No es para hacer 
proselitismo político que el Poder Ejecutivo propone este pro- 
yecto de ley; no es para darle un “premio consuelo” a alguien 
que no salió electo diputado o intendente; es para contar en la 
enseñanza con gente que participa de los criterios generales 
que sustenta el Poder Ejecutivo a fin de poder llevar adelante 
una gran reforma educativa, tantas veces postergada en el 
país. 


Pero existe también, como lo he dicho, ese concepto vul- 
gar o político de la autonomía -que creo es el que se quiere 
defender- de acuerdo con el cual ésta no implica capacidad de 
aulodcterminación en el plano jurídico para decidir un orga- 
nismo por sí y ante sí, sin estar sometido a la tutela ni a la 
jerarquía del Poder Ejecutivo. Partiendo de este concepto, que 
tantas veces ha sido agitado desde columnas periodísticas, 
tribunas políticas y organizaciones gremiales vinculadas a la 
enseñanza, la autonomía es poco menos que una independen- 
cia total dentro del sistema institucional de la República; cs la 
inexistencia de contralores, negando que ellos están estableci- 
dos en nuestra Constitución. Pero cs aun más que eso: es el 
rechazo a las críticas, que toda persona y toda institución 
pueden recibir en el libre juego de la democracia. 


¿Cuántas veces, en el pasado, antes del golpe de Estado, 
vimos que cuando se criticaba al Consejo Directivo Central de 
la Universidad de la República -que, como toda autoridad 
pública, puede estar sometida a la crítica- se decía que se 
estaba violentando la autonomía? Se convocaba a defenderla, 
como si la Universidad no funcionara en forma autónoma 
porque desde ciertas orientaciones políticas se criticara a sus 
autoridades, del mismo modo que desde otras orientaciones 
políticas se criticaba al Poder Ejecutivo de la época. Se con- 
funde la autonomía aún con el derecho de criticar al Gobier- 
no, ejercido a veces -como en el pasado- por los órganos 
directivos de los Entes Autónomos docentes, si bien es cierto 
que con altura y con manifestaciones de carácter general, pero 
también por los integrantes individuales de esos órganos autó- 
nomos de los Entes de Enseñanza y, naturalmente, con mucho 
mayor calor y menos cuidado, por los gremios integrantes de 
la Enseñanza, los de profesores y los de estudiantes que, con 
dureza, con estilo militante y proselitista, invocando la bande- 
ra de la autonomía, tantas veces hicieron de sus tribunas do- 
centes y gremiales lugares adecuados, para atacar al poder 
político de la época. 


Este concepto de la autonomía, absolutamente trasnochado 
y erróneo, es el que permite, por ejemplo, en una suerte de 
argumentación que nos asombra por su desajuste jurídico, que 
cuando el Poder Ejecutivo maneja la posibilidad de utilizar un 


142 -C.S. 


recurso que está previsto en la Constitución de la República - 
aunque creo que felizmente no se va a utilizar, resolviéndose 
el problema de otra manera- que cuando el Poder Ejecutivo 
anuncia la posibilidad de usar el artículo 303 para impugnar 
por razón de mérito el Presupuesto de un Gobierno Departa- 
mental, surjan voces para decir que eso no puede ser porque 
se violaría la autonomía departamental. Se ignora por supucs- 
to, que la autonomía tiene los límites establecidos en la Cons- 
titución y no otros. Si no, ¿cómo utilizar un mecanismo o 
recurso previsto por la Constitución si éste pudiera ser viola- 
torio de la autonomía? Esto, más allá de quienes lo hayan 
podido sostener, no es nada más que un dislate, pero revela la 
mentalidad, el desenfoque con que algunos manejan ese con- 
cepto de autonomía, que es el mismo con que se esgrimió la 
bandera de la autonomía durante muchos años anteriores al 
golpe de Estado del año 1973, ¿Alguien puede negar que so 
pretexto de que la Universidad era autónoma ésta -y no digo 
solo en los años previos al golpe de Estado- desde cl último 
gobierno del señor Luis Batlle Berres, fue un centro de oposi- 
ción a todos los gobiernos que tuvo el país? Fue un centro de 
oposición, durante la campaña electoral de 1953 y en la discu- 
sión de su Ley Orgánica, al Gobierno de la época, gobierno 
colorado al que nosotros enfrentamos en otros terrenos, natu- 
ralmente los propios de la lucha política, ¿No fue un centro de 
oposición política a los gobiernos nacionalistas? ¿No lo fue 
también -con razón o sin ella, no hace al caso, y fue la posi- 
ción que también nosotros sostuvimos- al Gobierno del señor 
Pacheco Areco y al del señor Bordaberry? 


Lo que sostengo es que la autonomía se salía torrentosa- 
mente de los cauces jurídicos fijados por la Constitución y la 
Ley Orgánica para hacer, a su amparo y a la vista y paciencia 
de todo el país, una suerte de ejercicio político, de enfrenta- 
miento a los poderes políticos libremente electos por la ciuda- 
danía. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Presidente? 


SEÑOR AGUIRRE. - El señor senador me solicita una 
interrupción que con mucho gusto le concedería en otras cir- 
cunstancias, pcro mi tiempo prácticamente ha expirado en 
este momento y debo terminar. Por otra parte, como en las 
demás circunstancias estamos dirigiendo el debate, nunca po- 
demos solicitar interrupciones... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 
Por lo tanto, para terminar... 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Walter Santoro). - Ha termi- 
nado su tiempo, señor Presidente. 


SEÑOR AGUIRRE. - Es exacto y sólo voy a redondear cl 
concepto para concluir, 


Debemos situar el problema en sus justos términos, El 
Poder Ejecutivo no pretende politizar la enseñanza: quiere, 
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pura y simplemente, a través de un procedimiento de designa- 
ción que ha estado vigente en muchas oportunidades en el 
pasado, tencr arte y parte en la designación de las autoridades 
de la Enseñanza que, reitero, serán docentes, gente con expe- 
riencia en los problemas pedagógicos, pero, además, personas 
consustanciadas con las grandes orientaciones que en materia 
de política educativa nacional sustenta este Poder Ejecutivo, 
que cree tener el derecho de responder a las expectativas que 
creó durante la campaña electoral, cuando le dijo a toda la 
ciudadanía y a sus votantes, que en el ejercicio de ese Poder 
iba a impulsar en el país una gran reforma en esa materia. 


Con ese elevado propósito es que el Poder Ejecutivo ha 
presentado este proyecto de ley, que es respetuoso de la auto- 
nomía; no ha sido para violarla, reítero, ni para hacer proseli- 
tismo menor en la Enseñanza que el Poder Ejecutivo ha pre- 
sentado este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Walter Santoro). - Tiene la 
palabra el señor senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: no pensaba hacer 
uso de la palabra en el debate en general del proyecto de ley 
que está en consideración, dado que varios integrantes de la 
bancada del Frente Amplio ya lo han hecho. 


En la intervención que realicé duranie la exposición del 
señor senador Pérez, por vía de una interrupción, traté de 
circunscribir lo que para mí es el elemento vertebral acerca 
del cual el señor Presidente del Cuerpo en su reciente inter- 
vención buscó, en un principio, centrar su argumentación. 
Pero la fogosa, y diría universal intervención del señor Presi- 
dente del Cuerpo en torno a un ataque quizá sin parangón de 
todo lo que ha sido la práctica de la autonomía universitaria y 
de otros organismos de la Enseñanza, me lleya a realizar una 
muy breve intervención. 


(Ocupa la Presidencia el Doctor Aguirre) 


-Entiendo que más allá de las intenciones -no las juzgo- de 
hecho lo que hay en el centro del planteamiento político del 
Poder Ejecutivo y de la mayoría de Gobicrno -entiendo por 
Poder Ejecutivo al Presidente de la República, a sus Ministros 
y al respaldo parlamentario que lo integra, en el caso concre- 
to, el Partido Colorado por su coalición con el Partido de 
Gobierno- es el concepto de que están imbuidos de que la 
educación debe girar en torno a las pautas o normas generales 
y precisas de la conducción política coyuntural que tenga, en 
determinado momento, el país. No se piensa, como se ha 
dicho acá, en una educación generada por el conjunto de la 
sociedad, parida, digamos, por la vida misma, y asumida en 
un debate político realizado por toda la sociedad, como -se ha 
citado varias veces aquí en el día de hoy- lo recomiendan los 
que han sido gestores de la educación pública en el Uruguay. 


En cambio, el centro está puesto en la necesidad de acen- 
tuar el control político en la conducción de la enseñanza. 
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Me parece, repito, que esa es la preocupación central. 
Huelga para mí que detrás de esto no hay ninguna gran refor- 
ma de la política educativa uruguaya. No es a través de la 
designación de dos miembros del CODICEN que no tengan 
antecedentes en la enseñanza que se va a lograr la reforma 
trascendental de la educación en el Uruguay. Diría que esto ni 
siquiera tienc que ver, en última instancia, con el procedi- 
miento de designación, porque una reforma de la educación sc 
podrá lograr con una gran ley gestada en un consenso político 
que le permita al país desarrollarla no por cinco años, sino por 
veinticinco O treinta. 


Creo que el proyecto de ley en consideración está absolu- 
tamente desprovisto de esas características. A lo que apunta 
es, fundamentalmente, y el alegato formulado por el señor 
Presidente sobre las exorbitancias de la autonomía universita- 
ria frente al Poder político, así lo prueba, a un ataque a las 
autonomías y es la justificación, diría, por vía indirecta, de 
este proyecto. 


Se parte del supuesto de que hemos malentendido el con- 
cepto de autonomía pero, en última instancia, lo que se hace 
en el discurso es la crítica de la práctica de la autonomía. 


Bien, creo que ahí está el clemento medular. Aquí, la 
preocupación central es, de alguna mancra, que el Poder Eje- 
cutivo -ya no el Parlamento, sino el Poder Ejecutivo- tenga la 
posibilidad de ejercer un control estricto de la enseñanza. Para 
mí, control estricto de la enseñanza no es reforma educativa 
sino que es control político de la enseñanza. En última instan- 
cia se traduce, si ese es el criterio, en un control político 
partidario. 


Si algo me ha llevado a realizar esta breve intervención 
después de escuchar al señor Presidente del Cuerpo, es que 
veo, lamentablemente ratificada en la pasión que ha puesto cn 
la defensa de esa estrategia del Poder Ejecutivo, la confirma- 
ción de la sustancia de esto, que es el hueso del proyecto. El 
mecanismo de designación tiende a asegurar por todos los 
medios una presencia predominante del Poder Ejecutivo coti- 
diana, en la dirección de los organismos de la enseñanza. 


Si algunas razones faltaban, la pasión puesta por cl señor 
Presidente en la defensa de este proyecto y su argumentación 
me confirman que a través de este proyecto no va a haber 
ninguna reforma trascendental de la enseñanza. El tiempo lo 
dirá, porque vamos a tener cinco años para reformar la ense- 
ñanza; vamos a tener una ley presupuestal y una Rendición de 
Cuentas para aprobar y ver si esa reforma de la educación se 
traduce no solamente en grandes palabras sino en actos con- 
cretos que lleven a que la educación llegue a todos los secto- 
res del pueblo, a que sea, efectivamente, una educación actua- 
lizada y modernizada que trascienda los marcos de este Poder 
Ejecutivo. Si algo no debe ser producto de la conducción de la 
política cotidiana por parte del Poder Ejecutivo, es la educa- 
ción. Se debe educar a todos con la filosofía del consenso 
común que logremos en el Uruguay. 


SEÑOR ASTORL - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente: intentaré hacer al- 
gún aporte a este debate, que me preocupa mucho, no sólo 
como legislador, sino, también como docente. He tenido la 
suerte de trabajar 28 años en este ámbito de la realidad nacio- 
nal -creo que no son pocos- he tenido la suerte de ver la 
educación por dentro, de vivirla, de sufrirla, y me parece que 
mal o bien puedo dar algún testimonio, que puede importar 
para un debate, que -digámoslo desde el principio- ha ingresa- 
do repetidas veces en temas aparentemente ajenos, El propio 
señor Presidente del Cuerpo inició su exposición con esa fra- 
se, señalando de acuerdo a mis notas: “Nos hemos ido del 
tema central”. En todo caso, si los expositores previos se 
fueron del tema central, en el sentido expresado por el señor 
Presidente, él también se fue. 


Creo que está bien que haya ocurrido eso. Incluso, consi- 
dero que la intervención del señor Presidente es muy estimu- 
lante y je hace bien al debaie, más allá de mi desacuerdo 
prácticamente total con todo el enfoque en el que basó su 
exposición. Por esto lo considero estimulante. Debo decir con 
mucha franqueza que hasta esa exposición que realizó el señor 
Presidente, venía languideciendo la discusión, porque no ha- 
bía respuesta a los argumentos que aquí se estaban presentan- 
do, que fueron recurrentes, en algunos casos, desde diferentes 
puntos de vista, pero argumentos sin ninguna duda, como 
también lo son los que expuso el señor Presidente del Cuerpo. 


Todos tenemos que preguntarnos -incluido el señor Presi- 
dente y también debo hacerlo yo, ahora- por qué nos venimos 
apartando del tema central, utilizando su misma expresión. 
Creo que es porque no estamos discutiendo solamente el pro- 
cedimiento de designación de las autoridades de la enseñanza. 
Estamos -y espero no extralimitarme con lo que voy a señalar, 
pero así lo siento- comenzando a discutir nuestros enfoques 
sobre la problemática educativa del país. Estamos permanen- 
temente trasponiendo las fronteras, porque así como el señor 
Presidente se formulaba muchas preguntas y ensayaba res- 
puestas en su exposición, nosotros ahora nos formulamos ésta: 
ni aún con carácter provisorio es posible designar hoy autori- 
dades de la enseñanza sin partir de un enfoque sobre la pro- 
blemática educativa, de una toma de posición, de una perspcc- 
tiva. 


Se habló por parte de varios integrantes del Cuerpo -no me 
voy a detener en esto, solamente lo menciono- de la necesidad 
de un gran debate nacional sobc la educación. No hay sector 
político que integre este Cuerpo que no participe, creo yo, de 
esta afirmación. 


Entendemos que lo idcal hubicra sido mantener ese debate 
antes de tomar estas decisiones, La realidad indica que no es 
así, ni va a serlo. Pero ésto que es hasta el momento bastante 
claro para todos, no es una buena realidad. Nadie puede negar 
que cuando aquí defendemos nuestras respectivas posiciones 
sobre el punto en cuestión, están jugando nuestros enfoques 
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sobre el problema educativo. Es natural que sea así, es casi 
imposible evitarlo, porque están pesando concepciones, como 
por ejemplo las que Hevaron al señor Presidente a hacer una 
serie de afirmaciones sobre todo en la última parte de su 
exposición que fue la más conflictiva. 


Entonces, esa inclinación natural a sacar de adentro lo que 
está implícito, a explicitar lo que está jugando en los argu- 
mentos que manejamos, está permanentemente presente. Yo 
creo que está bien que sea así, porque como algún compañero 
del Cuerpo señaló, es una especie de introducción o prólogo 
para el debate que habrá de venir. 


Tenemos que tener conciencia de que al resolver hoy un 
procedimiento y un contenido para designar a las autoridades 
de la enseñanza, ya nos estamos perfilando ante ese debate 
próximo. Ese perfil está en el informe que ofrecía, a princi- 
pios de esta discusión el señor senador Cadenas Boix, está en 
las exposiciones que luego hicieron todos los integrantes del 
Cucrpo y cstá, por supuesto, en la intervención que acaba de 
realizar el señor Presidente del Cuerpo. Reitero que es lógico 
y natural que esté, es imposible que no esté. 


De modo que más que imos del tema, lo que ocurre es que 
es inevitable, absolutamente inevitable no centrar en esa base 
conceptual sobre el problema educativo del Uruguay, las posií- 
ciones que cada uno defiende sobre este proyecto de ley. 


Quisiera, desde este punto de vista, señalar, en primer lu- 
gar, que debemos tener claro que al aprobar una solución 
concreta para esta designación que se llama provisoria de las 
autoridades de la enseñanza, en realidad ya nos estamos colo- 
cando frente al gran debate que habrá de venir, ya estamos 
tomando un principio de posición ante el mismo, Esto es ino- 
cultable. 


Posteriormente, ante ese debate, que no debe ser sólo a 
nivel del Parlamento, sino a escala nacional y, por supuesto 
-como habré de fundamentarlo después- con el mayor número 
de participantes y de protagonistas que sea posible, este punto 
de partida habrá de jugar un papel inexorable. No es previsi- 
ble pensar que haya transformaciones conceptuales importan- 
tes, de posición, respecto a los enfoques que hoy se están sos- 
temiendo y que se sostendrán en ese debate que debería ser no 
sólo nacional sino, además, muy próximo. 


El Poder Ejecutivo ha prometido una ley de educación e 
incluso he tenido oportunidad de leer que la ha prometido 
para el mes de julio o agosto. En consecuencia, y finalizando 
este mes de junio me pregunto cuándo se va a procesar esa de- 
liberación y si se cumplirá la promesa de tener una nueva ley 
de educación en julio o agosto, cuándo habrá de realizarse a 
nivel nacional un debate que no debe estar centrado solamente 
en el Parlamento. 


Sin duda, el hecho de no realizar esta discusión o de hacer- 
la solamente en el Parlamento, implica una toma de posición 
frente al proceso educativo, lo que nos debe preocupar a to- 
dos. 
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Partiendo de esta base quisiera formular algunas reflexio- 
nes sobre lo que he venido oyendo en Sala y, sobre todo, con 
respecto a la posición que está en la base de la propuesta que 
la mayoría promueve y defiende. Además, me gustaría rcali- 
zar algunos comentarios sobre las afirmaciones que ha reali- 
zado el señor Presidente del Senado. 


Creo que aquí nadie ha discutido la constitucionalidad -por 
lo menos no lo he oído- dei procedimiento de designación de 
las autoridades de la enseñanza. En consecuencia, pienso que 
si bien es correcto defender esa congruencia con las disposi- 
ciones constitucionales, no se ha utilizado -repito, que no lo 
he oído- ese argumento como parte del debate. Lo que sí 
importa es el contenido que se está dando a esa coherencia 
formal y de procedimiento que, reitero, en modo alguno está 
en mi ánimo cuestionar porque, como lo dijo el señor Presi- 
dente, dicha coherencia existe; no hay una desviación respec- 
to a esos procedimientos institucionales, a esas formas institu- 
cionales que el país tiene en vigencia hoy en relación a este 
tema. 


SEÑOR RAFFO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ASTORLI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 


SEÑOR RAFFO. - Tengo anotadas un par de expresiones 
realizadas por el señor senador Cassina -pido excusas por 
nombrarlo- en cuanto a que se respetaba la letra de la Consti- 
tución de 1952 pero no su espíritu. Frente a esto quedó flotan- 
do la idea de si se estaba o no violentando la Constitución. 


Por otro lado, desearía leer un pasaje de la exposición del 
señor senador Arana, en la cual si bien no se habla de que se 
violenta la Constitución y la autonomía, hay expresiones que 
son bastante elocuentes al respecto. Entre otras manifestacio- 
nes, dicho señor senador expresó: “Creo que ésta es la peor 
manera de resolver este problema porque es no resolverlo; es 
generar situaciones urticantes, a mi modo de ver, inscnsatas; 
insensatas por extremistas, insensatas por irrespetuosas, por 
subordinadoras de los técnicos, de los alumnos y, fundamen- 
talmente, de los propios docentes. Propuesta” -por supuesto 
que se refiere a la propuesta del Poder Ejecutivo- “que lesiona 
a mi entender los principios de autonomía de la enseñanza. 
Propuesta de tintes soberbios; esto tiene tintes soberbios y 
autoritarios; esta propuesta es violentadora de sentimientos y 
de reclamos larga y hondamente expresados, profundamente 
irritativa para la gente que desde el magisterio nacional...” 


Simplemente me he limitado a lcer algunas de las expre- 
siones que han sido vertidas en Sala. 


Muchas gracias por la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Astorr 
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SEÑOR ASTORI. - Sin duda, debo agradecer la interrup- 
ción del señor senador Raffo porque ha ilustrado la afirmación 
que quien habla había realizado precedentemente. Nadie cues- 
tionó el procedimiento constitucional, ni el señor senador Cas- 
sina ni el señor senador Arana y esto lo acaba de probar el 
señor senador Raffo al leer la versión taquigráfica de las ex- 
presiones vertidas. En todo caso, como se han realizado alu- 
siones personales estoy dispuesto a ofrecer las interrupciones 
que me soliciten a efectos de hacer las aclaraciones que co- 
rrespondan. De todas formas, considero que el señor senador 
Raffo ha reafirmado mis anteriores expresiones. 


SEÑOR CASSINA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: si bien no pensaba 
volver a hacer uso de la palabra en la consideración de este 
proyecto, la mención que ha hecho de mi exposición cl señor 
senador Raffo me obliga a realizar una aclaración que reitera 
el pensamiento que expresé oportunamente, 


En ese momento, comenté la historia de la reforma consti- 
tucional de 1951 -ta que además viví- señalé que tuve oportu- 
nidad de presenciar los debates que se realizaron en la Cámara 
de Representantes sobre dicha ley constitucional y manifesté 
que cl texto definitivamente consagrado -que no fue el origi- 
nal de los partidos o sectores políticos pactantes- suponía una 
acentuación de la autonomía en relación con los organismos 
públicos de la enseñanza. Asimismo, expresé que no por ca- 
sualidad la Sección Xi de la Constitución, que en las anterio- 
res Cartas había tenido un único capítulo, se había dividido en 
dos capítulos para señalar, precisamente, esa intención de 
acentuación de la autonomía. También se establecía el propó- 
sito -cl texto del artículo 203 no es exactamente igual al 187 
de la Constitución- de recoger el espíritu que originó todo un 
movimiento popular muy importante, en oportunidad de darse 
a conocer las bases de la reforma de 1951, resultantes de un 
acuerdo político destinado a consagrar la participación de do- 
centes en los organismos de enseñanza. 


Por todo esto, dije que si bien el texto -como se ha afirma- 
do- no violenta la letra de la Constitución, a mi juicio, sí el 
espíritu con que ésta fue reformada en 1951. 


SEÑOR ARANA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ASTORI. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - En forma breve deseo reiterar lo que 
realmente pienso, tal como lo hice en Comisión en forma muy 
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vehemente y muy apasionada e inclusive, como lo he dicho 
ayer y reiterado hoy. Creo que esta ley es extremista, irrespe- 
tuosa, desestimulante y urticante para todas o la gran mayoría 
de las personas que se vinculan a la enseñanza en nuestro 
país. Quizás en otros países no ocurra así, pero en el nuestro 
sí. 


Apoyando algunas de las expresiones que aquí se han di- 
cho, pienso que si no se quicre llegar a este tipo de situacio- 
nes, el Presupuesto Nacional debería tener en cuenta la persis- 
tente postergación de los docentes uruguayos, y que se los 
contemple, por lo menos, como se contemplan otras áreas del 
quehacer nacional, 


Además, he dicho en Comisión y ahora lo voy a manifes- 
tar en esta Sala algunas aclaraciones, que siento como necesa- 
rias. A mi modo de ver desde el punto de vista de to que se 
suelen llamar “costos políticos”, posiblemente, éstos benefi- 
cien a quienes -como nosotros- no vamos a votar esta ley. 
Porque estoy convencido que la enorme mayoría de las perso- 
nas que están vinculadas a la docencia se siente respaldada 
por quienes no vamos a apoyar este proyecto de ley, 


Sin embargo, Sr. Presidente, no me interesa para nada el 
tema de las ganancias o los costos políticos. Yo preferiría que 
el país ganara y ello ocurriría si reinara otra tesitura de desig- 
nación de autoridades. Quiero que la docencia en general, 
aquellos que han sido permanentemente postergados, obtuvie- 
ran del Parlamento, el respeto que hasta ahora se les ha nega- 
do. No es mi ánimo el de ganar una votación; lo que sí deseo, 
es obtener una solución que responda a las necesidades y re- 
clamos profundamente sentidos por la colectividad nacional, y 
particularmente por el sector de maestros y profesores. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Sin perjuicio de discutir formal e 
institucionalmente la coherencia constitucional del procedi- 
miento que se está debatiendo y que ha sido propuesto por la 
Comisión respectiva de esta Cámara, tiene que importamos el 
contenido sustantivo de la solución presentada. Ese es el obje- 
tivo fundamental del debate y no la forma y los procedimicn- 
Los. 


El señor Presidente del Senado señalaba que la solución no 
es novedosa, cosa que comparto. Incluso estoy de acuerdo con 
el juicio de las excepciones, que él mismo indicaba, referidas 
básicamente -si no entendí mal- a la experiencia de la Ensc- 
fianza Secundaria sobre la base de Ja Ley de 1935, Todo eso 
es cierto y compartible pero, precisamente, el carácter no no- 
vedoso de esta propuesta se liga indisolublemente con cl fra- 
caso del pasado -y lo digo con todo respeto- que el propio 
Presidente, minutos después de señalar esto en su exposición, 
identificó en la sintética expresión “estancamiento educativo”. 
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Es imposible no ligar al pasado que hace a esta solución 
no novedosa con la falta de renovación y transformación edu- 
cativa en el país. En un análisis global del tema debemos unir 
las soluciones no novedosas desde el punto de vista que hoy 
estamos discutiendo con la falta de transformación educativa 
que preocupa ai Poder Ejecutivo y al Presidente Lacalle desde 
su campaña electoral, en la que siempre se refirió a este tema, 
y hasta el momento actual. 


Este es un tema de trascendencia nacional. Lo dijo el señor 
senador Pereyra en su exposición y lo reafirmó el señor Presi- 
dente del Senado. Es quizá uno de los asuntos de mayor tras- 
cendencia nacional. 


Más adelante en su exposición el señor Presidente se hacía 
una serie de preguntas en las que decía que la respuesta iba 
incluida, y quien habla comparte totalmente eso. ¿Puede sos- 
tenerse que la educación es un tema del Poder Ejecutivo? No, 
no puede afirmarse eso, en absoluto; estaría muy mal el país si 
mantuviera esta posición. En esta propuesta que estamos dis- 
cutiendo hoy, la relación de la educación con el Poder Ejecu- 
tivo no encuentra su único vínculo, articulación o posibilidad 
en que el Poder Ejecutivo sea, como debe ser, quien dirija la 
política educativa nacional. Sin embargo -y esto trataré de 
explicarlo en otro pasaje de mi intervención- la educación no 
es una política de gobierno sino un objeto de política del 
Estado. Repito que la educación es un tema del Estado. 


El señor Presidente preguntaba por qué existe un Ministe- 
rio de Educación y Cultura si el Poder Ejecutivo no tiene nada 
que ver con la enseñanza. Digo que sí tiene que ver con la 
educación y por eso existe ese Ministerio, lo que me parece 
muy bien. Es a través del citado Ministerio que el Poder 
Ejecutivo debe desarrollar su papel de construcción en todo el 
proceso educativo nacional. No puede haber divorcio entre el 
Ministerio de Educación y Cultura y las instituciones educati- 
vas; no debe haberlo como hasta ahora lo hubo con todas estas 
soluciones no novedosas que se han puesto en práctica en 
nuestro país. Basta remitirnos a los últimos años para afirmar 
rotundamente que existió separación entre estos organismos 
con las soluciones que hoy sc están proponiendo. 


La Comisión coordinadora de los Entes de enseñanza -lo 
digo por experiencia propia- no ha funcionado. Sin embargo, 
considero que ese es el ámbito vital para que el Poder Ejecuti- 
vo, a través de su Ministerio de Educación y Cultura, desarro- 
lle la labor de dirección, supervisión y coordinación no sólo 
de Educación Primaria, Secundaria, Universidad del Trabajo o 
Universidad de la República, sino de toda la educación en su 
conjunto, incluidos todos sus ámbitos específicos. Es el Esta- 
do el que debe tener arte y parte en este proceso; es su deber 
irrenunciable. Los gobiernos que se vayan sucediendo en el 
ámbito de este Estado son los que deben, cn cada tramo de la 
historia de este proceso, ir poniendo su cuotaparte de direc- 
ción, supervisión, control y coordinación en el marco de ta 
aplicación de esa política que lo trasciende, que lo debe tras- 
cender. 


La educación no debe ser patrimonio de un gobierno: cs 
patrimonio de la Nación, del país y, por lo tanto, del espacio 
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que lo representa políticamente en su conjunto que es el Esta- 
do. 


El señor Presidente se refirió también, con encendidas afir- 
macioncs, tal como lo expresó el señor senador Gargano, a la 
autonomía universitaria, En una parte de su discurso dijo que 
la autonomía es una bandera de ciertas concepciones. Crco 
que estaba aludiendo a lo que genéricamente se llama la iz- 
quierda universitaria, o la izquierda de la enseñanza de ciertas 
concepciones. Pienso que esto no es así; la autonomía es una 
bandera nacional que está plasmada para la Universidad de la 
República en la Ley Orgánica de 1958, aprobada soberana- 
mente por este Parlamento, con representación de todo el es- 
pectro político-partidario del país de esa época. Su contracara 
-considero imprescindible mencionarla, ya que el señor Presi- 
dente no lo hizo- es el cogobierno, sin el cual no se puede 
entender la autonomía y sin la autonomía que también fue 
consagrada por la Ley de 1958 no se puede entender el cogo- 
bierno. Estos conceptos han transformado a la Universidad de 
la República Oriental del Uruguay en un ámbito en el que 
durante 32 años se ha intentado dar un testimonio de ejercicio 
de autonomía y de cogobierno indisolublemente considerados. 


Invito al señor Presidente y a los integrantes del Cuerpo a 
pensar en la Universidad como institución, cuando llegue el 
momento de hacer una evaluación, de cómo funcionaron la 
autonomía y el cogobierno y su Consejo Directivo Central, en 
el que están representados los órdenes de docentes, estudian- 
tes y egresados y que está presidido por su Rector. Pero, a no 
confundirla con fuerzas universitarias como por ejemplo los 
gremios, fuerzas que por su extracción son necesariamente 
parciales cn relación con la institución en su conjunto, 


Por eso no puedo aceptar que se afirme que la Universidad 
de la República, la institución Universidad de la República 
fue un centro de oposición al Gobierno. La institución Univer- 
sidad de la República cumplió con su Ley Orgánica y en 
particular con su artículo 2% que, entre otras cosas, le manda 
defender el régimen democrático-republicano de gobierno, y 
analizar y pronunciarse sobre los grandes problemas naciona- 
les que vive el país, que no son sólo los de la educación, sobre 
todo en un país en crisis. Los temas como la producción, el 
salario, el empleo, la identidad nacional, el crecimiento pro- 
ductivo y la transformación tecnológica son también tópicos 
nacionales, sobre los que la Universidad de la República está 
mandatada por la ley y en particular, por su artículo 22, 


Por eso, señor Presidente, no creo que la Universidad de la 
República haya sido un centro de oposición al Gobierno, no 
obstante los desbordes en los que se pueda haber incursionado 
por parte de algunas de las fuerzas Oo grupos que mencionaba 
recién. La Universidad, como institución, jamás se convirtió 
en un centro de oposición al Gobierno. 


Me permito invitar ahora al Cuerpo a hacer dos reflexiones 
finales sobre este tema, siempre en el ámbito de la Universi- 
dad, como institución, y en el terreno de los posibles desbor- 
des de los que recién hablaba. 
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¿Cómo puede reaccionar una institución, mandatada como 
lo está por la Ley de 1958, cuando ve que progresivamente se 
la vacía de contenido a través de la asfixia presupuestal y 
financiera? ¿Es o no ésta, más allá de las formas y de las 
instituciones, una manera grave de violar la autonomía uni- 
versitaria, nada más ni nada menos que impidiéndole cumplir 
con sus fines? 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cucstión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Formulo moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Como decía, la Universidad, como 
institución, ve crecer progresivamente la asfixia a la que me 
refería; y esto viene desde muchos años atrás. Lo decía el 
señor Presidente refiriéndose a Gobiernos colorados y nacio- 
nalistas, cuando trataba de demostrar que ésta había sido un 
centro de oposición al Gobierno. 


De modo que la Universidad ve crecer la imposibilidad de 
cumplir con sus fines debido a las limitaciones presupuestales. 
Entonces ¿cómo puede reaccionar una institución que tiene 
como primera responsabilidad la de defenderse a sí misma? 
¿Cuál puede ser la forma de reacción? ¿Aceptar todo como 
viene o tratar de luchar fervientemente por cumplir en primer 
lugar, con la ley? 


En cuanto al otro aspecto, a los desbordes, invito a que los 
consideremos de los dos lados, porque eso es lo que manda un 
juicio imparcial. Si estamos aludiendo a desbordes en épocas 
de grandes desventuras y de gran dolor para el país, ¿cómo 
pueden reaccionar, no ya la Universidad como institución, 
sino las fuerzas universitarias, cuando empiezan a morir estu- 
diantes en las calles, cuando los claustros son invadidos mate- 
rial y brutalmente por fuerzas del orden, causando destrozos 
en el interior de los locales universitarios? ¿Cómo pueden 
reaccionar fuerzas universitarias que están comtemplando que 
todo eso sucede con la ausencia total de respuesta o con una 
que, en todo caso, significa una frontal oposición contra esa 
forma avasallante de tratar a la Universidad de la República? 


Creo, señor Presidente, que todo esto lo tenemos que con- 
siderar en un balance; separar lo que ha sido la trayectoria de 
esta institución centenaria, que recoge las más grandes tradi 
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ciones del país, que siempre ha respetado su Ley Orgánica, 
que jamás la ha violado y que ha tratado de cumplir con su 
mandato, y tomar de ese testimonio todo lo que nos deja como 
experiencia para la discusión que hoy estamos desarrollando. 


Pienso que, como decía el señor Presidente, esta solución 
está muy atada a un pasado en el que no hemos sabido trans- 
formar la educación en el país; ninguno de los protagonistas 
del proceso lo hemos sabido hacer. En este sentido, la autocrí- 
tica es constructiva. Reitero que no hemos sabido ni podido 
hacerlo por alguna razón. Este primer gran indicio que se da 
frente al debate que, a mi juicio, tiene que venir lo antes 
postble, no es muy bueno. Creo -y no vaya en esto ánimo de 
ofensa alguna- que responde a una concepción verticalista, 
excluyente, no participativa del proceso educativo. 


Algunas de las alternativas que planteaba el señor senador 
Cadenas Boix en su informe son, diría, casi de hierro, casi 
inflexibles; por lo menos así me lo pareció cuando hizo men- 
ción de ellas. O se ejerce docencia efectiva o se hace activi- 
dad gremial y proselitismo político. Esta fue una de las alter- 
nativas que planteó el señor senador en su informe. 


A título de ejemplo, podemos citar otra: un docente puede 
saber mucho de su materia, pero puede no saber nada acerca 
de la organización institucional de ta educación. Es ésta otra 
alternativa de hierro, inflexible. 


Esta era la impresión que uno recogía al escuchar al señor 
senador en su discurso, digamos, informante. Pido disculpas si 
lo simplifico mucho, pero es lo que me interesa debatir esta 
noche. 


De modo que el poder político designa y manda; el docen- 
te enseña; el alumno aprende y los demás no participan. Esas 
son las funciones del proceso educativo. Pero en mi opinión 
esto no es así. Todos tenemos que saber abrir espacios para 
otros aspectos, como así también plantear otras opciones a 
esas alternativas. No es que el Poder Ejecutivo está sólo para 
designar y mandar, el docente para enseñar, el alumno para 
aprender, mientras que los demás protagonistas del proceso 
educativo, esto es, padres de los alumnos, funcionarios de la 
enseñanza no docentes -vuelvo a aplicar aquí una expresión 
ya ulilizada- no tienen arte ni parte, no ya para integrar Con- 
sejos -que no es el tema que haga a estos protagonistas- sino 
para decir algo sobre el proceso educativo, para aportar lo 
suyo. 


SEÑOR CADENAS BOIX. - ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR ASTORT. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor, 


SEÑOR CADENAS BOIX. - Creo que el señor senador 
Astori simplificó, conto bien dijo, el contenido de mi exposi- 


148 -C,S, 


ción, porque no dije en ningún momento que el docente está 
para enseñar y que no lc da ningún lugar a los otros protago- 
nistas. Justamente, yo presenté el asunto a la inversa y en este 
sentido el señor senador Astori se confunde. Yo señalé que el 
principal protagonista de la enseñanza es el educando, el 
alumno, a quien la enseñanza y la educación están destinadas. 
Ese protagonista está representado, fundamentalmente -el se- 
ñor senador podrá leer la versión taquigráfica de lo que expre- 
sé- por sus padres, que son los principales interesados. Al no 
poderse expresar éstos, de otra manera -porque no se van ni 
pueden manifestarse a través de los docentes- serán represen- 
tados a través de los poderes públicos que ellos contribuyeron 
a elegir por intermedio del voto. Además, los poderes públi- 
cos son quienes hoy invisten la representación de todo el país 
y más precisamente de la generación que en este momento y 
en este lugar está viviendo en el país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede proseguir el señor sena- 
dor Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Gracias, señor Presidente. 


Efectivamente, el señor senador Cadenas Boix no manifes- 
tó lo que yo dije que había expresado, pero seguramente re- 
cordará que señalé que esa era la interpretación que se deriva- 
ba de su propuesta. 


Es cierto que el señor senador Cadenas Boix expresó que 
el educando es el centro de la educación y mencionó a los pa- 
dres de los alumnos pero, ¿cuál es la conclusión a la que 
llegamos a partir de esos reconocimientos? ¿Cuáles son los 
espacios de participación? Del educando, no veo ninguno en 
esta propuesta, y con respecto a los padres soy de los que 
opinan que la educación no puede estar separada del Estado, 
porque es parte indisoluble de él. Sin embargo, también soy 
de los que crecen que cs absolutamente negativa la intención 
de “trasplantar” el resultado de las elecciones nacionales al 
gobierno de la educación; y lo es, por razones educativas: 
porque el educando es el centro de la enseñanza o porque el 
docente tiene una función protagónica especial en este proce- 
so, 


Reconozco que esa es mi interpretación y que puedo estar 
equivocado, pero permítame el señor senador Cadenas Boix 
que a propósito de ella -y ojalá esté equivocado- haga algunas 
reflexiones sobre otra alternativa de concebir el proceso edu- 
cativo en libertad, o a la educación como práctica de la liber- 
tad, para utilizar palabras de un gran educador que es Pablo 
Freire. 


Si entendemos la cultura de acuerdo con la acepción más 
amplia del término -no con ese estrecho concepto del que sabe 
mucho y sobre muchas cosas, sino como la forma en que vive 
una sociedad, sus lazos más entrañables de convivencia, la 
forma en que rescata, atesora y respeta su pasado y el modo 
en que se proyecta hacia el futuro- la educación es un compo- 
nente inseparable de ella. Por lo tanto, sí compartimos cesta 
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acepción, sc comprenderá por qué defendemos con tanto calor 
la participación más amplia posible en el debate educacional. 
La ausencia de ese debate se tradujo siempre en soluciones 
impuestas -perdóneseme la expresión, que no uso en términos 
peyorativos- de arriba hacia abajo, que no funcionaron. Fuc- 
ron impuestas aún constitucional y legalmente, porque las for- 
mas se respetaron; el problema es cómo se llegó al contenido, 
quiénes participaron, quiénes tuvieron oportunidad de exponer 
sus puntos de vista y quiénes opinaron sobre el proceso educa- 
tivo. Esa es una deuda no saldada que tenemos los uruguayos 
con nosotros mismos, como ya se ha señalado. 


Si conccbimos el proceso educativo de esa manera, vamos 
a estar seguros de que no podremos elegir el camino sin escu- 
charnos todos, y no me refiero sólo a los integrantes del Parla- 
mento, sino a todos los involucrados en el proceso educativo. 
Por ser este tema de trascendencia nacional, pertenece a la 
Nación y a su Estado. 


En la educación como componente de la cultura, las deci- 
siones no pueden quedar libradas meramente al poder guber- 
namental, que por supuesto tiene que tener injerencia en la 
dirección del proceso educativo -sea dicho esto una vez más- 
y una injerencia fuerte, importante; pero ella no puede tradu- 
cirse en única fuente de concepción de soluciones y aplica- 
ción de procedimientos del proceso educativo. 


Si concebimos así la enseñanza, vamos a entender que el 
Poder Ejecutivo no está sólo para designar y mandar; los do- 
centes no están sólo para enseñar, sino también para aprender, 
y mucho, de sus alumnos, porque en la forma en que viven, 
hasta sicológicamente, el proceso educativo, van formando al 
docente. Y por supuesto, los demás protagonistas -padres, fun- 
cionarios, etcótera- tienen cosas que aportar a dicho proceso. 


Cuando se habla de libertad de enseñanza, se defiende 
algo que no sólo jamás vamos a atacar sino que también 
vamos a defender como una de las sagradas libertades de este 
país: los padres tienen el derecho de elegir la enseñanza que 
quicren para sus hijos. Compartimos absolutamente esta frase, 
pero no la podemos traducir en la siguiente: los padres tienen 
el derecho de elegir la escuela, el liceo o la universidad que 
quieren para sus hijos. Esa es una parte menor del problema. 
Los padres también tienen que poder participar en la enseñan- 
za que se imparte en las instituciones, que además son elegi- 
das por ellos; tienen que poder tener espacios para manifestar- 
se con respecto al proceso educativo. Y en lo que tiene que 
ver con los funcionarios no docentes, quiero recordar al Cuer- 
po que cn no pocos ámbitos de la enseñanza -y particularmen- 
te en algunos que están involucrados en este debate; no el 
universitario precisamente- esos funcionarios comparten la 
vida del educando a veces más intensamente que el docente; 
el del liceo, es un caso típico. Entonces, ¿cómo no vamos a 
permitir que ese funcionario que acompaña tan intensamente 
la vida del educando, hasta sicológicarmente, pueda aportar 
algo -no dirigir, por cierto- al proceso educativo. 


Se trata de ámbitos de reflexión de los que no se puede 
prescindir. Es más: la experiencia indica que no se debe pres- 
cindir de ellos. 
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Es en este contexto en el que hay que encontrar matices a 
esas alternativas un poco inflexibles, a mi entender, del infor- 
me del señor senador Cadenas Boix. 


La actividad gremial no es una oposición alternativa a la 
actividad docente efectiva; no debe serlo, porque en el ámbito 
gremial hay muchas oportunidades de mejoramiento de la ac- 
tividad docente técnicamente considerada. 


En el ámbito gremial, docentes de este país han defendido 
su propio perfeccionamiento técnico. Entonces, no hay que 
considerar a dicho ámbito solamente como de reivindicación 
salarial, aunque sólo por ello se justificaría. Pero dejemos cso 
de lado y veamos que los gremios de docentes de este país 
han aportado y mucho al proceso educativo, por más que 
hayan chocado contra obstáculos y dificultades. Y han aporta- 
do al enriquecimiento -reitero- de la formación educacional, 
no del educando, sino del propio docente, a todo nivel: de 
Primaria, de Secundaria, de Educación Técnica y por supuesto 
de la Universidad de la República. 


Muchas pegucñas transformaciones -porque lamentable- 
mente no hemos tenido transformaciones globales- en cl ám- 
bito de la educación de este país no podrían ser entendidas sin 
tener en cuenta la riqueza del aporte gremial que hicieron los 
docentes. 


Por otra parte, si encaramos el proceso de esta mancra. 
suavizaremos la otra alternativa. Un docente puede saber mu- 
cho de su materia, pero nada de organización institucional de 
la educación, y cesa alternativa no recoge las señales de la 
realidad. Si un docente sabe mucho de su materia pero no 
tíene ideas sobre el proceso de enscñanza-aprendizaje y, por 
lo tanto, no tiene contribuciones que hacer a cómo organizar- 
lo, puedo afirmar al señor senador Cadenas Boix -y pido dis- 
culpas por ello al señor Presidente- que ese docente no sabe 
mucho de su materia; no la conoce, porque conocer mucho de 
una asignatura mo es -parafraseando a la labor del alumno- 
recitar textos o escribirlos. 


Saber mucho de una materia es conocer no sólo lo que se 
va a trasmitir al alumno, sino percibir las señales, aun las más 
sutiles, para ver cómo está recibiendo la enseñanza que se le 
imparte y si es necesario, para modificar su propio procedi- 
miento educativo, De esa manera, el alumno enseña y el do- 
cente aprende. 


Todo docente que sepa mucho de la materia, en este senti- 
do de la educación, tiene para aportar a la organización insti- 
tucional de la educación, aunque él no forme parte de su 
Dirección, elementos de enriquecimiento a través de cualquier 
vía: el ámbito gremial, de asesoramiento, los Claustros, todos 
los ámbitos de participación, sin necesariamente dirigir, pero 
sabiendo que allí se te ha abierto un espacio para poder decir 
lo que piensa sobre el proyecto educativo. 


Creo que podemos suavizar estas alternativas y no hacerlas 
tan inflexibles. Pienso que este mismo contexto es el que 
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permite facilitar el rechazo de argumentos de tendencias cor- 
porativistas en nuestra posición sobre el proceso educacional. 
Digo esto, primero, porque hago míos los argumentos que 
expuso en forma rotunda el señor senador Cassina cuando 
señalaba todos los controles jurídico-instituctonales a que es- 
tán sujetos los docentes Directores electos por docentes. Se- 
gundo, porque en esta concepción de la educación no entra el 
concepto de corporativismo; a esto habría que ponerle otro 
nombre. 


Consideramos que cl proyecto prolonga una situación que 
no es buena para el país y, al mismo tiempo, constituye una 
forma de perfilarse -como decíamos antes- ante el próximo 
debate. Remarquemos la experiencia de un pasado reciente: 
en el Uruguay no hubo política educativa, ni de Estado ni de 
Gobierno. Esto lo digo con todo respeto. No hubo ninguna 
clase de política educativa que se proyectara sobre las institu- 
ciones y les diera lincamientos sobre los cuales actuar; no 
hubo coordinación entre las instituciones; no hubo diálogo. 
Esto ya se ha dicho y no quiero insistir, ya que el proceso 
educativo es algo fundamental. No hubo participación, trans- 
formación, salvo en los rescatables esfuerzos -pero limitados 
por sus carencias presupueslales- que ha venido intentando la 
Universidad de la República, que en estos últimos cinco años 
creó dos Facultades. Debemos recordar este hecho, pues se 
trata de la Facultad de Ciencias Sociales y la Facultad de 
Ciencias Exactas y Naturales. Lo hizo en aras de empezar a 
modificar, lentamente -porque sus recursos no le permiten 
hacerlo de otra manera- su estructura decimonónica. 


Junto a la creación de dos Facultades imauguró, en colabo- 
ración con cl Poder Ejecutivo, un programa esencial que cl 
país no tenía, el Programa de Desarrollo de las Ciencias Bási- 
cas, más conocido por PEDECIBA. Esa es una experiencia 
testimonial de, cómo el Poder Ejecutivo debe tener injerencia 
en la educación y, en particular, en la educación superior y de 
cómo la Universidad autónoma dcl Uruguay cogobernada 
puede y debe realizar cosas junto con el Gobierno en el marco 
del Estado, sin ninguna duda. Ojalá estas experiencias de tra- 
bajo se multipliquen en otras instituciones del Estado, empe- 
zando por el Poder Ejecutivo. Son las únicas experiencias de 
transformación real que podemos citar de los últimos años, 
naturalmente limitadas por la gran carencia de recursos presu- 
puestales. 


Creemos -y vamos a finalizar esta intervención- que es 
hora de que el Uruguay se empiece a parar de otra manera 
frente al proceso educativo, y que lo haga desde el momento 
en que se designen estas autoridades provisorias que ojalá lo 
sean, porque en este país siempre queda latente la duda -como 
lo establecía el señor senador Percyra- acerca del destino de lo 
provisorio. 


Esa otra manera nace en el cambio, en las relaciones entre 
el Poder Ejecutivo y las autoridades de la enseñanza, no para 
separar -entiéndase bien- la educación del Estado, sino para 
rcinsertarla en él, de una manera totalmente distinta a como lo 
estuvo hasta ahora para que haya política educativa, no para 
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que no la haya, sino para que exista coordinación entre los 
Entes de la Enseñanza; para que siendo la educación un tema 
de Estado, haya un Gobierno que pueda gobernar realmente a 
toda la educación, y no sólo a algunas instituciones. Esto es 
absolutamente coherente y articulable con los conceptos de 
autonomía que se manejaron en el debate. 


¿Cómo se puede pensar que alguien crea aquí que “auto- 
nomía” es sinónimo de que el Poder Ejecutivo no puede go- 
bernar la educación en el período en que le toque hacerlo con 
todo ei país? Sería absurdo sospechar siquiera que eso se 
piense. 


El Uruguay debe tener una política de Estado y Gobierno 
que gobiernen toda la educación, sólo que éste no es el cami- 
no para hacerlo como quedó demostrado en la experiencia 
nacional. 


Creemos que es necesario consolidar, si no se quieren 
crear nuevos espacios, los existentes para la coordinación de 
los Entes de la Enseñanza, como la Comisión Coordinadora 
de los Entes de la Enseñanza, que actualmente existe pero no 
funciona. Si no se quieren formar ámbitos nuevos, habría que 
hacer funcionar los que ya están, porque hemos tenido -y lo 
han señalado legisladores de todas las bancadas, no sólo del 
Frente Amplio- un funcionamiento de autoridades de la edu- 
cación en el anterior período legislativo, las que no se conec- 
taron entre sí, no conversaron, tuvieron una conservación ini- 
cial y luego eran citadas para designar sustitutos de miembros 
renunciantes O fallecidos. Esa era toda la conversación que 
mantenían. Cómo no prestar atención a estos detalles y apren- 
der esta lección de la experiencia, que ya es larga en el Uru- 


guay! 


En este marco, pensamos que asignando a docentes la res- 
ponsabilidad de dirigir la educación, docentes elegidos por sus 
pares aunque sea en alguna proporción, si no se desca que sea 
en su totalidad, se está contribuyendo a que los profesores que 
sepan mucho de su matcria, pero en serio, colaboren para 
elegir a los mejores de entre sus pares para volcar esa expe- 
riencia de Dirección. 


Estimamos que no sólo en la parte de coordinación y Di- 
rección está la discusión sobre el proceso educativo, también 
tenemos que ser capaces de crear a nivel legislativo espacios 
de asesoramiento a las autoridades, porque aún no las hemos 
creado, a la manera de los Claustros universitarios, que no 
deciden pero aconsejan y, por supuesto, a escala y necesidad 
de las distintas ramas de la enseñanza. Pero, ¿por qué no nos 
proponemos avanzar en este terreno? ¿Por qué, en lugar de 
decir que los padres voten autoridades nacionales y se sientan 
representados a través de ellas, no decimos que los padres de 
alumnos de Enseñanza Primaria, Secundaria y Técnico-Profe- 
sionales tendrán, por ejemplo, Salas de Padres para poder 
discutir y opinar sobre planes y programas de estudio? Ese es 
un ejemplo. ¿Por qué no consagramos institucionalmente esa 
solución? 


El señor senador Cadenas Boix me solicita una interrup- 
ción, pero debo pedirle disculpas porque me queda muy poco 
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tiempo y quisiera finalizar mi intervención. No es mi costum- 
bre negar interrupciones, pero ya he concedido varias que han 
sido muy largas. Por lo tanto, voy a terminar en pocos minu- 
tos. 


El tema no es, solamente, cómo puede hacer el Poder Eje- 
cutivo para dirigir el proceso educativo, cómo pueden partici- 
par los docentes en su dirección, sino, también qué ámbitos 
creamos para que los demás protagonistas tengan oportunidad 
de reflexionar y pesar en la formación de opiniones sobre la 
educación en el Uruguay. 


Quisiera hacer una última reflexión referente a un aspecto 
de la exposición del señor Presidente que, precisamente, dejé 
para el final. Trato de ponerme en el lugar del señor Presiden- 
te y decir que aquí se ha negado o vituperado -que fue el 
verbo que él utilizó- algo, porque se ha defendido la interven- 
ción del poder político en la designación de las autoridades de 
la enseñanza. Lo que quiero manifestar es que esas no pueden 
ser las dos únicas alternativas que existen; me refiero a este 
proyecto y a la alternativa que el señor Presidente puede con- 
siderar extrema desde el otro punto de vista. ¿Por qué negarse 
a pensar en soluciones mixtas? ¿Por qué negarse a considerar, 
por ejemplo, que el gobierno de la enseñanza tenga autorida- 
des designadas por el Poder Ejecutivo, aun en su mayoría, 
pero que también haya docentes elegidos por sus pares y con- 
trolados por todo el aparato jurídico institucional? 


Interpretando al señor senador Arana -a quien le pido dis- 
culpas por hacerlo- creo que él ha calificado esta iniciativa 
como extremista, porque está en un extremo: el concepto de 
injerencia del Poder Ejecutivo y del Gobiemo llevado a su 
máxima expresión; todo lo designa el Poder Ejecutivo. ¿Por 
qué -dejo planteada esta interrogante- no considerar alternati- 
vas un poco más flexibles, que recojan argumentos de la ma- 
yoría y de la minoría? 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El discurso del señor senador 
Astori ha sido, en su gran parle, una sucesión de alusiones a lo 
que quien habla había expresado al hacer uso de la palabra. 


SEÑOR ASTORL. - Sólo eran comentarios. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Me permitirán los señores sena- 
dores -si nadie hace objeciones reglamentarias- realizar, de 
una manera muy breve, dos precisiones sobre algunas de las 
múltiples alusiones que formuló el señor senador. 


Quiero señalar de manera muy clara que no hemos hecho 
una crítica a la autonomía universitaria, entendida en lo que 
consideramos sus justos alcances jurídicos, como valor vigen- 
le y necesario en la República. Lo que hemos señalado y cen- 
surado es que desde un concepto vulgar, político o politizado, 
durante mucho tiempo se ha malinterpretado la autonomía 
como sinónimo de independencia total dentro del marco insti- 
tucional de la República, como inexistencia y, por ende, re- 
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chazo de los contralores establecidos constitucionalmente, 
como un derecho a no aceptar las críticas que son inherentes a 
la existencia de un sistema democrático y como el derecho a 
arrogarse la facultad de criticar al Gobierno de turno, cual- 
quiera sca Éste; no es que ese derecho no exista, sino que se lo 
considera corolario lógico de la autonomía, que, cn nuestro 
concepto es otra cosa. 


También queremos manifestar que no hemos afirmado que 
la Universidad como tal, como entidad integrante del sistema 
institucional de la República, o su Consejo Directivo Central, 
hayan mantenido una política de oposición a determinados 
gobiernos. Lo que hemos dicho -quizá nos hemos expresado 
mal- es que el medio universitario; el medio físico, y el medio 
intelectual del que formamos parte como estudiantes y cn 
alguna oportunidad cumpliendo tareas docentes laterales, en 
ta década del sesenta y en los primeros años de la del setenta, 
era un medio inequívoco de expresión hostil, pública y mili- 
tante, contra todos los gobiernos que se sucedieron en el país 
desde 1955 hasta 1973. Basta comparar aquella situación con 
la que se vivió durante los últimos cinco años, en el gobíicrno 
del doctor Sanguinetti, para advertir las diferencias en el csti- 
lo, en la actitud espiritual, en la comprensión de que la oposi- 
ción a la política salarial, económica, educativa o de cualquier 
otro carácter -como ha dicho el señor senador Astori- no im- 
plica de ninguna manera una actitud de oposición militante al 
gobierno que desarrolla tales políticas. 


Ese fue el alcance de mis expresiones, que no desco que se 
malinterpreten. 


SEÑOR ZUMARAN. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor scna- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - Como aquí se ha 
dicho en reiteradas oportunidades que este proyecto significa 
una invasión ilegítima, o por lo menos inconveniente, del 
poder político en la enseñanza, quería aportar una opinión 
sobre el particular. 


“No somos partidarios, a esta altura y en esta circunstan- 
cia, de la exclusión absoluta y total del poder política que 
entendemos debe tener allí presencia y tiene ahí, en mayoría o 
en minoría, como nosotros quisimos obtenerlo, un papel signi 
ficativo, e inclusive imprescindible, a desempeñar. Por otra 
parte, no compartimos esa división tajante entre los repartos 
políticos y la política, mirada como tal, cuando está a cargo 
de partidos, scan ellos cuales fueren, con cierto selectivo me- 
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nosprecio y la exclusión a priori de cualquier consideración de 
orden político, si la representación está a cargo de docentes 
elegidos por docentes. Me pregunto en función de qué valo- 
res, de qué realidades nacionales actuales alguien está en con- 
diciones de demostrar acabadamente que en este Uruguay de 
1990-1995 la elección de los docentes por docentes cxcluirá 
en absoluto cualquicr consideración de orden político, sea eJla 
de orden político general v inclusive de orden político partida- 
rio y hasta sectorial?” 


Esta opinión que he leído, señor Presidente, si bien la 
comparto, no es la mía, sino la del ex senador y actual repre- 
sentante Francisco Rodríguez Camusso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - He oído citar por dos veces en la 
noche de hoy las clocuentes palabras que en la Cámara de 
Representantes, en oportunidad de tratarse este proyecto, pro- 
nunció el actual representante y cx colega del Senado, señor 
Rodríguez Camusso. Primero lo hizo el señor Presidente del 
Cuerpo y ahora, en uso de una interrupción, el señor senador 
de Posadas Montero, 


Quiero manifestar que en la sustancia del discurso del se- 
ñor legislador Rodríguez Camusso lo que hay es, justamente, 
una crítica a una postura extremista dentro del cuadro de la 
conducción de la enseñanza. Nadie ha negado, ni el Frente 
Amplio lo ha hecho -como lo acaba de decir el señor senador 
Astori y como lo hemos reiterado prácticamente todos- la 
necesidad de la presencia del poder político en la conducción 
gencral de la enseñanza, Si hay que llevar adelante grandes 
transformaciones eso no es patrimonio exclusivo de los do- 
centes, sino de la nación, tal como lo dijo, en oportunidad de 
discutirse la Ley de Enseñanza en 1972, el actual Ministro de 
Educación y Cultura. 


Y ya que citamos tantos discursos, valga la oportunidad de 
rememorar aquí nuevamente -como lo dijo el señor senador 
Cassina- al cx representante, ex senador y actual Ministro de 
Educación y Cultura, señor García Costa, quien sentó csta 
tesis, cuestionando aquella ley que nació bajo el imperio de 
intentar ponerle a la enseñanza un dogal, a fin de tratar de 
someterla, lo que terminó en lo que todos sabemos. 


Quisiera que esta noche pudiéramos traer Jos discursos que 
aquí se hicieron en oportunidad de discutirse la Ley de Emer- 
gencia todavía vigente, solución que fuera concertada por las 
fuerzas políticas en 1085, para que se pueda constatar cómo 
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todos sin excepción, en aquel entonces, realizaron, diría, la 
confirmación de las palabras del actual Ministro de Educación 
y Cultura, señor García Costa. 


No estamos en contra de que participe el poder político. 
Lo que queremos, en definitiva, es una solución que no se 
ubique en los extremos, que tenga en cuenta que la educación 
es un valor que pertenece al conjunto de la sociedad y que no 
es el poder político gubernamental, coyuntural por excelencia, 
el que tiene cl patrimonio absoluto de la conducción de la 
enseñanza. Además -cito palabras del señor Presidente de la 
República- no hay transformación en la enseñanza sin la parti- 
cipación de los docentes. Entonces, parece inconcebible que 
mientras se acentúa la participación político-partidaria del 
Poder Ejecutivo, se combata duramente, sin siquiera darles el 
menor atisbo de participación, a los directamente implicados 
en el desarrollo de la educación, como son los docentes; no 
hablamos de la asamblea de padres a la que hizo referencia el 
señor senador Astori, sino de los propios docentes, de quienes 
ejercen la docencia. 


Detrás de esto -y termino- en forma sustancial, existe una 
postura político ideológica que se plantea a la educación 
como si fuera prácticamente un enemigo, que entiende la in- 
ltervención de los docentes en la conducción de la enseñanza 
casi como la perversión del sistema cducativo y la pérdida de 
la laicidad. Esta es una postura político-ideológica. Asimismo, 
creo que ella está imbuida de lo que es la concepción general 
que el actual Gobierno, la actual coalición política que condu- 
ce el país, tiene acerca de todos los aspectos del mismo. No 
desvinculo este proyecto de conducción de la enseñanza de 
otros temas, como pueden ser la política económica, la políti- 
ca social o de la idea que se tiene acerca de la propia instilu- 
cionalidad. Tiempo al tiempo; ya tendremos oportunidad, en 
muy breve plazo, de ver si ese gran proyecto de transforma- 
ción de la enseñanza comienza, por lo menos, otorgando re- 
cursos a la actual enseñanza pública, totalmente deteriorada, 
para que pueda cumplir, aunque no sea más que con sus fines 
elementales y no ya para que se transforme en la palanca de 
desarrollo económico y social del país que contribuya decisi- 
vamente a sacarlo de la crisis. Téngase por seguro que si no 
hay una profunda reforma educativa y una inversión masiva 
de recursos cn la enseñanza, el Uruguay no podrá superar 
ninguna crisis ni salir adelante. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor scna- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Esperamos que en este caso la 
tercera sea la vencida y que podamos hablar. 


Quicro hacer una precisión. Se ha insistido -lo ha hecho el 
señor senador Astori- en que las autoridades que emergerán y 
serán designadas en el marco de este proyecto de ley a partir 
del momento cn que seca sancionado, serán provisorias. Desco 
entender que esto se dice en la buena inteligencia de que está 
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en el ánimo del Gobierno de la República y de diversos secto- 
res políticos el enviar posteriormente un proyecto de ley gene- 
ral sobre la educación que, entre otros temas, podrá tratar, o 
quizás no, el tema de la forma de designación de sus autorida- 
des. Pero de ningún modo las afirmaciones que se han hecho 
aquí en el sentido de que las próximas autoridades designadas 
serán provisorias, quieren significar -no es ni el ánimo ni el 
espíritu de los autores de este proyecto de ley- que las autori- 
dades designadas como emergentes de este proceso tendrán 
alguna clase de limitación o menoscabo en su competencia. 
Ellas tendrán la plenitud de su mandato, el que ejercerán hasta 
que venza el plazo establecido para ello o hasta que el orden 
jurídico disponga lo contrario. Por lo tanto, reitero, no serán 
autoridades provisorias en el sentido de que esién limitadas o 
menoscabadas en sus funciones. 


Otro de los temas a que quiero hacer referencia tiene que 
ver con manifestaciones formuladas por el señor senador Cas- 
sina. El señor senador citó varias cxpresiones vertidas por el 
entonces representante y actual Ministro de Educación y Cul- 
tura, señor García Costa; sobre ellas habló también el señor 
senador Gargano. Lamentablemente quien habla no estaba en 
Sala cuando hizo uso de la palabra el señor senador Cassina y 
pido disculpas por ello. Sin embargo, busqué las citas corres- 
pondientes a la sesión mencionada por el señor senador, del 
día jueves 16 de noviembre de 1972, en oportunidad en que se 
discutió un proyecto de ley en la Cámara de Representantes 
relativo a la educación, que luego fuera sancionado en ese 
mismo año. Es verdad que el señor García Costa expresó que 
no estaba dispuesto a votar la Ley de Educación, de cuyo 
espíritu y algunas de cuyas normas se derivaba el concepto de 
que la enseñanza está regida por el criterio político circuns- 
tancial que actúa en el Gobierno, no en el Estado, porque esa 
era una ley hecha por el Gobierno y no por cl Estado. Segui- 
damente, desarrollaba el concepto, que me parece muy rico, 
de que una ley como la de la educación debe necesariamente 
representar otros puntos de vista además del que tenga el 
Gobierno. 


Es importante, en tal sentido, que ubiquemos las palabras 
vertidas cn aquel entonces por el señor García Costa. El en- 
frentó -vató cl proyecto de ley negativamente- una inicialiva 
presentada por el partido de Gobiemo, el Partido Colorado. 
Dicho proyecto fue redactado, inclusive, por el entonces señor 
representante que también actuó como Ministro, el doctor 
Sanguinetti. En aquella oportunidad el doctor Sanguinctti se 
encontraba en Sala, provocándose una discusión entre este 
representante del Poder Ejecutivo y el señor García Costa. Por 
tal motivo, nuestro actual Ministro de Educación y Cultura le 
manifestó al doctor Sanguinctti lo siguiente: “Este es un pro- 
yecto del Partido Colorado y más concretamente del doctor 
Sanguinetti”. Le planteó, asimismo, si dicho proyecto podía 
tener alguna base política de sustentación personal. Cabe 
agregar que el señor García Costa, junto con otros señores 
legisladores del Partido Nacional, firmó otro proyecto sobre el 
mismo tema. Nuestro correligionario terminó su alocución 
preguntándose si el proyecto de educación era sólo del Partido 
Nacional y dijo: “¿Para qué? No estamos dispuestos a sacar 
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solos ningún proyecto sobre educación, como no deberían es- 
tar dispuestos a hacerlo ustedes”. Esta es una alusión directa 
al doctor Sanguinetti, 


La intención, por lo tanto, del entonces representante Gar- 
cía Costa, cra la de oblener un proyecto de ley que contara 
con un consenso político más amplio que el de un solo parti- 
do. 


En estas circunstancias, concretamente, se ha logrado eso; 
es decir, que un proyecto de ley como el que hoy estamos 
considerando cuente con el respaldo de otra colectividad polí- 
tica además de la del Gobierno. 


Por otra parte, hay algo que me parece más medular que 
todo esto y es que en aquella circunstancia, en 1972, se estaba 
tratando una ley general de educación que versaba sobre mu- 
chísimos temas. Entonces, si la referencia es que la educación 
es un gran tema nacional, es natural que al sancionarse una 
ley al respecto, se cuente con el más amplio respaldo político. 
Prucha de ello es que la que dictamos en 1985 fue el producto 
de una larguísima claboración cn la que intervinieron todos 
los sectores políticos y profesionales directamente involucra- 
dos, y contó con una amplia expresión de los puntos de vista 
del grupo docente. 


Pero lo que hoy tenemos a consideración no es un proyec- 
to general de educación sino, simplemente, unas pocas nor- 
mas relativas a la designación de sus autoridades, y nada más. 
Entonces, no puede compararse el juicio o las expresiones 
vertidas por un legislador cuando se trata de un proyecto inte- 
gral de educación con lo manifestado cuando se consideran 
unos pocos artículos referidos a una sola materia, que es la 
designación de autoridades. 


Por supuesto, todos estamos de acuerdo en que un proyec- 
to de ley sobre educación no puede ser sólo la obra -y obtener 
su sanción- de un sector político del Partido de Gobierno, sino 
que debe representar una política de Estado que tenga el ma- 
yor respaldo posible. 


SEÑOR ARANA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Simplemente, deseo hacer la siguiente 
reflexión. 


Entiendo el sentido de las palabras del señor senador Zu- 
marán en cuanto a que en aquel momento se estaba tratando 
un proyecto de ley más complejo y que abarcaba la totalidad 
lo que una ley de enseñanza implicaba. Pero creo que, concre- 
tamente en lo que tenía que ver con la designación de los con- 
sejos, dicha iniciativa cra inequívoca puesto que en relación a 
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la Enseñanza Primaria y Normal establecía que su Consejo es- 
taría integrado por cinco miembros, dos de los cuales serán 
electos por el personal docente dependiente de aquél. 


Con respecto al Consejo de Enseñanza Secundaria, se de- 
cía que estaría integrado por cinco miembros, de los cuales 
tres serían electos por el personal docente dependiente de 
aquél. Y también en lo que tenía que ver con la Enseñanza 
Técnica, se decía que dos de los cinco miembros serían elec- 
tos por el personal docente. 


De manera que en cuanto a la integración de esos Conse- 
jos se refiere, la tesitura era inequívocamente distinta de la 
que el señor Ministro actual está sustentando hoy día. 


Muchas gracias, señor senador Zumarán. 


SEÑOR RAFFO. - Me permite una interrupción señor se- 
nador. 


SEÑOR ZUMARAN, - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RAFFO. - A lo largo de la discusión iniciada en el 
día de ayer, en varias instancias, se ha querido hacer aparecer 
como contradictoria la posición sustentada por algunos legis- 
ladores del Partido Nacional en la época en que se votó ese 
proyecto de ley, en el año 1972, a la que ahora se sostiene. Se 
mencionó esto en la Comisión -y figura en la versión laqui- 
gráfica correspondiente a la sesión en que las autoridades del 
CODICÉN se hicieron presentes- y también se ha mencionado 
aquí, en el Senado. 


Tengo en mi poder una fotocopia del texto alternativo que 
proponía cl Movimiento Nacional de Rocha y Por la Patria al 
proyecto de ley, que en ese momento no contó con los votos 
necesarios y que, por resolución del Cuerpo, se incorporó a la 
versión taquigráfica. 


Alí se hablaba de la creación del Instituto Nacional de 
Educación -al que le correspondía dirigir la enseñanza- que 
estaba compuesto por los siguientes Órganos: Consejo Supe- 
rior de Educación, Consejo de Enseñanza Primaria y Normal, 
Consejo de Enseñanza Secundaria y Consejo de Enseñanza 
Técnica. 


Conerctamente, quiero hacer referencia a la integración 
del Consejo Superior de Educación, según el articulado de 
dicho proyecto, 


El artículo 13 expresa: “El Consejo Superior de Educación 
se integrará de la siguiente forma: A) El Ministro de Educa- 
ción y Cultura que lo presidirá. B) Cuatro miembros que serán 
designados por la Asamblea General en reunión de ambas 
Cámaras, por dos tercios de votos del total de sus componen- 
tes”. Por su parte, cl artículo 14 establecía que para ser desig- 
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nado por la Asamblea General se requerirán “35 años cumpli- 
dos de edad”. Asimismo, agregaba: “Por lo menos tres de esos 
miembros deberán haber ejercido la docencia primaria, secun- 
daria o técnica por 10 años efectivos o la universitaria por 5 
años efectivos”. Por to tanto, ahora estamos en algo similar. 


Con relación a las competencias dei Consejo Superior de 
Educación, cl artículo 16 de este proyecto expresaba: “*1) Es- 
tablecer la política educacional de la Nación y fijar los objeti- 
vos que el Estado aspira a alcanzar con los diversos tipos de 
enseñanza. 2) Adoptar las medidas necesarias para la coordi- 
nación de la enseñanza impartida por las distintas ramas que 
integran el Instituto Nacional de Educación y orientarla dentro 
de los principios que la adecuen a las exigencias de la socie- 
dad, la evolución y el progreso espiritual y material del país”. 
Y en su numeral 5), decía: “Ejercer la supervisión del funcio- 
namiento técnico, docente y pedagógico de las distintas ramas 
de la enseñanza que integran el Ente”. 


De acuerdo con el numeral 3) del artículo 17, eran atribu- 
ciones del Consejo Superior de Educación “aprobar los planes 
de estudio de las distintas ramas de la enseñanza, con inter- 
vención de los respectivos Consejos de Enseñanza, los que 
deberán ser necesariamente escuchados antes de su aproba- 
ción”. Más adelante, en los numerales 7) y 8) se decía: “Auto- 
rizar O habilitar el funcionamiento de establecimientos priva- 
dos de enseñanza, de acuerdo con los reglamentos que dicte al 
respecto y de conformidad con los principios constitucionales 
que rigen la materia. Dictar el reglamento que asegure la 
disciplina y normalidad en los servicios y dependencias a cat- 
go de los Consejos de Enseñanza, los que deberán ser necesa- 
riamente escuchados amtes de su aprobación, y fiscalizar su 
cumplimiento”. 


Por su parte, en el numeral 14) se decía: “Fijar las directi- 
vas generales para la preparación de los proyectos de Presu- 
puesto de Sueldos, Gastos e Inversiones que deberán clevarle 
los Consejos de Enseñanza y aprobar, luego, el proyecto de 
Presupuesto definitivo del Ente que será presentado al Poder 
Ejecutivo para su remisión al Poder Legislativo (Artículo 220 
de la Constitución). Y, por último, en su numeral 17) se esta- 
blecía: “Designar por tres votos conformes los Decanos de los 
respectivos Consejos de Enseñanza y el Director General de la 
Oficina de Planeamiento Integral de la Educación”, 


No quicro abundar en más argumentos, señor Presidente, 
pero creo que cuando se trata un tema se lo debe hacer cn 
forma integral. Me parece que no se pueden mostrar contra- 
dicciones en la filosofía de los legisladores del Partido que cn 
aque! entonces respaldaban la presentación de este proyccto, 
respecto a la iniciativa que se trac a consideración ahora, pues 
desde mi punto de vista, la de 1972 era más restrictiva. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Me congratulo de que todos Jos 
sectores políticos, cualquicra sea la opinión que sobre este 
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proyecto de ley hayan vertido, sean unánimes en sostener la 
necesidad que el país tiene de reformar la educación. Esto se 
dice ahora en el Senado, se expresó hace pocos días en la 
Cámara de Representantes y se relteró durante la campaña 
electoral. Obviamente, coincido con la trascendencia que se le 
ha dado a este tema aquí, porque veo que el país entero tam- 
bién siente la urgencia de cambiar la educación. El gran desa- 
fío que tenemos es dar una solución a la sociedad uruguaya 
que está tan profundamente insatisfecha con la educación que 
recibe. Este me parece que es el gran tema. 


Entonces, lo que tendríamos que plantearnos sería qué es- 
fuerzo legislativo se puede hacer para ayudar a un proceso de 
reforma de la educación. En este sentido, pienso que no es 
mucho lo que se puede hacer desde el plano legislativo. Por el 
contrario, entiendo que lo que se debe hacer es impulsar esa 
reforma de la educación a través de las jerarquías y las autori- 
dades que la dirigen, más que desde el plano legislativo. Qui- 
7ás, en materia legislativa podríamos crear un marco general; 
pero, repito, es muy difícil reformar la educación a través de 
la ley. 


Me parece que lo que el país está pidiendo es que al frente 
de la educación pongamos reformadores, pues, como dije, 
existe una gran insatisfacción en torno a la educación que hoy 
se está impartiendo en el Uruguay. 


Eso sí se refiere muy concretamente al proyecto que csta- 
mos considerando, relacionado a cómo se eligen los jerarcas 
de la educación. En el país hay dos grandes tesis al respecto: 
aquella que reclama para el poder político el peso y la respon- 
sabilidad fundamental de designar las autoridades de la educa- 
ción y la que establece que los propios interesados, especial- 
mente los docentes, son quienes tienen el carácter profesional 
para establecer o designar dichas autoridades. 


No pretendo que el Senado participe de ninguna manera de 
las conclusiones que extraigo, pero sí que reflexione sobre la 
experiencia que hemos hecho en materia universitaria. Aclaro 
que ingresé a la Universidad un año después de sancionada la 
Ley Orgánica y desde el Instituto Vázquez Acevedo -aquel 
Preparatorios que lamentablemente hoy ya no existe- participé 
de toda la euforia del momento; inclusive, en más de una 
oportunidad marché por 18 de julio en 1958 en enormes mani- 
lestaciones -las primeras a las que asistí- reclamando la Ley 
Orgánica. Entré a la Universidad, como estudiante, en plena 
“borrachera” a favor de la Ley Orgánica y participé con enor- 
me entusiasmo de las posibilidades que ella podía brindar a la 
Universidad. Pero hoy, 32 años después, inclusive descontan- 
do los once años en que la Universidad estuvo intervenida por 
cl régimen de facto, en los 20 años que Hevamos de aplica- 
ción de la Ley Orgánica Universitaria, me parece que sus 
resultados no han sido buenos. Pregunto qué cambio hubo cn 
ta Universidad de la República desde 1958 a la fecha. ¿Qué 
reforma importante de la educación universitaria hubo en el 
país? 


SEÑOR ASTORL. - ¿Me permite una interrupción? 
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SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORI. - Muchas gracias señor Presidente, mu- 
chas gracias señor senador. No deseo restar tiempo a su expo- 
sición porque ya lo han interrumpido mucho y, por to tanto, 
voy a ser muy breve. 


Cité algunos ejemplos de cambios producidos en los últi- 
mos años, y que se deben considerar comprendidos dentro de 
los 20 años de aplicación de la Ley Orgánica, entre los que se 
incluye la creación de Facultades nuevas, lo que no es poco. 
Pero sería muy larga la tista de cambios operados en el árca 
de la investigación, de la docencia y de la extensión por la 
Universidad de la República en 20 años; una enorme cantidad 
de cambios. Reitero que no quiero sacar mucho tiempo a la 
exposición del señor senador, aunque podría enumerar mu- 
chos ejemplos de esto, pero debo decir que además hay que 
tener en cuenta el límite permanente que esta Universidad 
tuvo en dos órdenes: en su asignación presupuestal y en el 
hecho de que las transformaciones universitarias no son inde- 
pendientes del medio educativo general. ¿Cómo puede la Uni- 
versidad de la República transformarse más de lo que lo ha 
hecho, sin cambiar la Secundaria o, inclusive, la Primaria, por 
ejemplo? 


Muchas gracias por haberme concedido esta interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor scna- 
dor Zumarán. + 


SEÑOR ZUMARAN. - Muchas gracias, señor Presidente. 


Creí que estaba pacíficamente admitida una autocrítica 
que recuerdo haber realizado con autoridades universitarias - 
entre ellas, la figura del señor Rector Samucl Lichtensztejn- 
en el sentido de que la Universidad no ha satisfecho las expec- 
tativas en cuanto a la imprescindible modificación. Pero aún 
admitiendo que hay Opiniones contrarias -y es perfectamente 
legítimo; cl señor senador Astort tiene todo el derecho y ade- 
más especial versación sobre el tema como para sostener que 
la Universidad ha hecho reformas importantes en estos años- 
por lo menos permíitaseme decir que es algo que puede ser 
objeto de controversia o de dudas y que sería muy bucno que 
el país realizara el análisis pertinente. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA,. - Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SILVEIRA ZAVALA. - Solicito que se prorrogue 
el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 
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(Se vota:) 
-30 en 31 Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Voy a arriesgar una opinión más 
atrevida, si se quiere. Pienso que es natural que sea así por- 
que, en la forma en que se integran las autoridades universita- 
rias, sobre todo en cuanto a la representación de los docentes 
-quienes deben llegar al cargo de Rector y de Decano en la 
última ctapa de su carrera docente, siendo grado cinco, por lo 
que tendrían entonces muchísimos años como educadores- 
puede suceder que quien tiene muchos años de ejercicio no 
sienta la necesidad de cambiar el sistema y crea que lo mejor 
que puede pasar es repetir su experiencia educativa. Entonces 
-y digo algo más atrevido aún- las pocas grandes reformas 
positivas que el país ha tenido cn materia educativa fueron, a 
nivel de la enseñanza básica, la tan recordada reforma de José 
Pedro Varcla y; en lo que concierne a la Enseñanza Superior, 
la producida durante el Rectorado de Vázquez Acevedo que, a 
mi juicio, son los grandes reformadores de la enscñanza del 
país. Y entonces la enseñanza cra dirigida por personas que no 
tenían antigiiedad. Quizás el que está muchos años en la ense- 
ñlanza trate de mantenerla tal como está, ya que es lo que está 
acostumbrado a hacer, lo que ama y lo que ha hecho por 
muchas décadas. Entonces, no lo cambia. En general, las re- 
formas a la educación se han hecho en contra de lo que pensa- 
ban los que estaban ejerciendo la docencia, sobre todo por 
muchos años. 


Me quedan dos temas por tratar pero voy a ser breve para 
no fatigar al Cuerpo. Hemos vído hablar insistentemente, en 
uno u otro sentido, de la politización o de la política en la 
enseñanza. Creo que tenemos que evitar todo fariseísmo. El 
que llega a dirigir la enseñanza, sea electo por propuesta del 
Poder Ejecutivo con venia del Senado, o luego de una campa- 
ña electoral realizada entre los gremios que la conforman, lo 
que quicre hacer es introducir en ella criterios políticos o, al 
menos, criterios de política educativa. Entonces, no debemos 
tener miedo por esto. El problema reside en qué es lo más 
representativo, en qué es lo que asegura que estos criterios 
políticos representen a la sociedad en su conjunto y creo que 
en esto la palabra mágica -que para mí al menos tuvo también 
alcances mágicos en cuanto a la participación de los interesa- 
dos en todos los órdenes y que la consideré como un sinónimo 
de expresión de progreso cada vez que se abrían instancias de 
participación a los propios interesados- es también una idea 
que debemos revisar todos y admito la conveniencia de buscar 
un equilibrio entre la representación de aquellos que son de- 
signados por quienes han contado con la voluntad general del 
pucblo de llevarlos al Gobierno, como único títuio habilitante 
y la de aquellos que concretamente defienden el interés parti- 
cular. Declaro que actualmente no defiendo la participación 
de quienes están directamente interesados, como criterio ex- 
clusivo, en los términos en que lo hacía hace 20 ó 30 años 
atrás. Creo que ahí también vale la propta experiencia univer- 
sitaria, gue quizás un día tengamos que revisar. 
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Porque aún dentro de la Universidad es común oír o ser 
testigo de polémicas en las que, en definitiva, lo que cada 
sector hace es defender su propio interés: los estudiantes de- 
ficnden los intereses de los estudiantes; los docentes hacen lo 
propio con sus intereses, y así sucesivamente. 


Voy a hacer ahora una última reflexión, Es recurrente es- 
cuchar cl argumento de que no es posible introducir reformas 
cn la enseñanza sin mayores recursos. Con respecto a este 
tema, pienso que lo mejor sería que todos hiciéramos un es- 
fuerzo para poner al día nuestras ideas. Además, quiero afir- 
mar que estoy de acuerdo con lo que sostuvo el señor senador 
Astori, en el sentido de que un docente no sólo debe ser un 
erudito en su materia, sino que también, si aspira a ser un 
buen docente, debe tener idcas muy concretas acerca de cómo 
debe ejercerse la docencia. De lo contrario, no habría sido 
bicn elegido. Quizás, lo que no percibió el señor senador 
Astori es que lo que el miembro informante, señor senador 
Cadenas Boix, pretendió introducir es un concepto distinto: la 
necesidad de que ese docente sea también un experto en la 
administración de un servicio. 


La enseñanza es en nuestro país un inmenso servicio pú- 
blico. ANEP es el Ente Autónomo más grande que existe en 
el país; es por lejos el que tiene más funcionarios, el que 
maneja una cantidad de recursos en su presupuesto que indivi- 
dualmente no administra ningún otro organismo. Todo eso 
exige una buena administración; de lo contrario, no hay buena 
docencia que valga. Entonces, es obvio que los servicios de- 
ben tener buenos administradores. ANEP cuenta con 46.000 
funcionarios públicos. Entonces, no se trala de que este Ente 
sca administrado por aquel que tiene el mejor currículum 
como docente. Este sabrá dictar una clase excelente, Mmagis- 
tral, sabrá enseñarles maravillas a los alumnos; incluso podría 
lograr que quien habla aprenda matemáticas, porque utilizaría 
una estupenda pedagogía. Pero, en este caso lo que se necesita 
cs una persona que sepa administrar un servicio que posee 
cuantiosos recursos materiales y humanos, que tiene 46.000 
funcionarios y edificios en todo el país. En este sentido, po- 
dríamos recordar todas las escuelas, liceos y edificios de la 
Universidad del Trabajo que administra este Ente. En conse- 
cuencia, el simple hecho de tener que cambiar las bombitas de 
luz, destapar los caños de algún local, no requiere que la 
persona que esté a su frente, tenga una especialización. Esto 
ya ha sido aprendido por los médicos, y por eso a nadie se le 
ocurre poner al mejor especialista médico, al cirujano más 
apto, al frente de un servicio o de un hospital, ya no del 
Ministerio de Salud Pública, debido a que sobre todo, se re- 
quiere una persona que sepa organizar un hospital. Es más, 
quizás no sca necesario que esta persona haya sido nunca 
cirujano, que no sepa o no pueda operar a nadic; pero sí debe 
saber cómo funciona un hospital, que requiere suministros de 
medicamentos, de alimentos, equipamiento y distribución del 
trabajo, Para cllo, reitero, no se requiere ser un gran cirujano 
sino ser un experto en administración de un servicio. 


SEÑOR KORZENIAK. - ¿Me permite una interrupción” 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Voy a ser muy breve, 


Comparto el criterio de que el CODICEN es, en este caso, 
un administrador de un servicio, pero la ley le fija sus atribu- 
ciones. En el artículo 13, que nadie propone modificar, se 
establece qué es lo que compete al Consejo Directivo Central. 
Su primer apartado expresa: “Establecer la orientación gene- 
ral a que deberán ajustarse los planes y programas de estudios 
primarios, secundarios y de la educación técnico-profesional”. 
El segundo dice: “Aprobar los planes de estudio proyectados 
por los Consejos Desconcentrados”. De manera que lo que va 
a hacer el Consejo que dirige la enseñanza no es algo que 
nosotros podamos elaborar teóricamente, sino que está dicho 
en la ley, He leído los dos primeros apartados, que no se 
refieren a la administración de un servicio, y que son Jo más 
importante con relación a la educación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. - Entonces, creo que existe una dis- 
cordancia entre lo que dice el texto y la realidad. Hoy no hay 
educación sin buena administración; no hay salud sin buena 
administración de la salud. No hay manera de prestar un scrvi- 
cio de salud si en Jos hospitales se roba, si no se aplican bien 
los recursos materiales, si no se compran bien los medicamen- 
tos y alimentos, los aparatos adecuados, si no se invierte lo 
suficiente en equipamiento técnico y si no se organiza correc- 
tamente todo ese servicio, Todo esto es aplicable también al 
Poder Judicial, aunque ese es otro tema. El juez que es capaz 
de dictar la mejor sentencia no tiene por qué ser el que mejor 
dirija cl servicio de jurisdicción. 


Quicro referirme a dos temas muy vinculados a éste de los 
recursos de la enseñanza. ¿Vamos a seguir sosteniendo toda la 
vida que el Estado uruguayo tiene que proveer a la educación 
de los recursos necesarios, cualquiera sea su extensión? La 
enseñanza en nuestro país, ¿tiene que ser siempre gratuita, en 
todo lugar y momento? ¿Es ese hoy un principio correcto? 
Cuando quien habla ingresó a la Universidad todos estaban 
horrorizados porque ésta tenía 15.000 estudiantes. Sin embar- 
go hoy cuenta con 70.000 estudiantes efectivos, mientras que 
en registro figuran 90.000. En el año 1959 le exigíamos un 
duro esfuerzo al pueblo uruguayo para mantener gratuitamen- 
te una Universidad para 15.000 estudiantes, de lo cual perso- 
nalmente me beneficié porque cursé mis estudios sin tener que 
pagar. Sin cmbargo hoy, a ese mismo país que ticne un Pro- 
ducto Bruto Interno, en términos globales ligeramente supe- 
rior al de 1958, pero inferior en términos individuales, per 
cápita, lc exigimos que pague un presupuesto universitario no 
ya para 15.000 estudiantes sino para 70.000, Si seguimos con 
esta proyección, quizás nuestros hijos tengan que contribuir 
para un presupuesto universitario de 150.000 estudiantes, y 
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nuestros nietos para uno de 300.000, cualquiera sea la capaci- 
dad contributiva de esos estudiantes. Siempre se reclaman 
fondos al Estado; éste tiene que solventar la enseñanza para 
miles de personas, aun de aquellas que son ricas o que provic- 
nen de la clasc media. Se exige siempre que los fondos pro- 
vengan de las arcas del Estado, y los universitarios reclaman 
que éste pague la extensión de la educación, sin límites. Pero, 
¿dónde está la justicia de todo esto? ¿Por qué no nos ponemos 
a pensar realmente en profundidad? 


Cuando se estableció constitucionalmente la gratuidad de 
la educación cen todos sus niveles, la Universidad cra algo 
reservado porcentualmente para muy pocos uruguayos. Inclu- 
so la enseñanza secundaria estaba muy poco extendida. En las 
décadas precedentes asistimos a una explosiva extensión de la 
enseñanza secundaria, de la que personalmente mc alegro. 
Pero debemos ser coherentes y pensar en la justicia intrínseca 
y no repetir fórmulas aduciendo que los recursos no alcanzan 
y que el Estado debe proveer la totalidad de los fondos que la 
educación solícite, sin importar su extensión ni la fortuna o el 
patrimonio de quienes reciben esa educación. Considero que 
esto es especialmente injusto en un sistema tributario como el 
uruguayo, de acuerdo con el cual, las personas de más bajos 
ingresos, pagando el 22% de IVA, están solventando la educa- 
ción incluso a estudiantes muy ricos. Y, sin embargo, todos 
los análisis que se hacen sobre los egresados de la Universi- 
dad demuestran que éstos, globalmente, son personas de clase 
alta o media mientras que los sectores populares tienen muy 
escasa participación. 


Entonces, ¿no ha llegado el momento de pensar en algunas 
modificaciones, o vamos a seguir, año tras año, reiterando que 
se precisan más recursos, sabiendo que el Estado uruguayo no 
los puede dar y negándonos a buscar otras fuentes de financia- 
miento y soluciones? 


En cuanto al tema de los proventos, nuestra enseñanza 
debe ser una de las pocas en el mundo que genera una canti- 
dad mínima, cuando el conocimiento en todas partes se paga y 
muy bien, siendo lo que más recursos genera. Á nadic se Je 
ocurre que semajante cantidad de elementos materiales y hu- 
manos puedan también generar algún recurso, aunque hay al- 
gunos proventos en la Universidad. Los últimos datos indican 
que ellos no llegan ni al uno por ciento; en la Universidad del 
Trabajo hay un poco más, pero si lo consideramos dentro de 
ANEP, el porcentaje es similar. 


En lo que tiene que ver con el tema de los recursos econó- 
micos, estamos todos de acuerdo en que la enseñanza es la 
gran cenicienta, que una reforma de Ja misma los requiere 
porque hay que tecnificarla, enseñarle al uruguayo a manejar, 
por ejemplo, cl torno robotizado como son tedos los que se 
utilizan actualmente en el mundo y que en nuestro país no hay 
siquiera uno. También habría que introducir la computación o 
las modernas ciencias de la comunicación. Ello por supucsto, 
va a exigir un aumento creciente de recursos porque requiere 
un complemento tecnológico que es caro y, además, porque 
todos deseamos que la enseñanza secundaria y universitaria se 
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extiendan. Y, aunque sigamos siendo tres millones de habilan- 
tes, desearíamos que dentro de pocos años, tuviésemos, por 
ejemplo, ciento cincuenta mil estudiantes universitarios, por- 
que ellos son la riqueza del país. Pero, ¿vamos a seguir di- 
ciendo que esos recursos tienen que seguir saliendo de Rentas 
Generales? ¿No se nos va a ocurrir en todo el Siglo XX, 
innovar algo en esta materia? ¿No deberíamos hacer una re- 
forma imaginativa, justa, y no reiterar, generación tras genera- 
ción, que el Poder Ejecutivo no otorga los recursos que la 
enseñanza necesita? Estos últimos temas a los que me he 
referido quizás no tengan mucho que ver con el asunto formal 
de la clección de las autoridades, pero como se habían expre- 
sado reiteradamente en el debate, quería sugerir algunos pun- 
tos para reflexionar. 


Por lo tanto, desearíamos, no sé si a través de la Comisión 
de Educación y Cultura o en la forma que el Senado estime 
pertinente, tener la oportunidad de tratar en profundidad mu- 
chos de estos temas. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ASTORL. - Señor Presidente: he solicitado una 
interrupción al señor senador Zumarán, porque ya está por 
finalizar su exposición y no quería quitarle parte de su tiempo. 


Mec interesa puntualizar un par de comentarios sobre algu- 
nos aspectos que abordó el señor senador. 


El primero de ellos se relaciona con cl tema de la adminis- 
tración de la educación y el segundo, con sus recursos. 


Debemos tener muy claro que ninguna Administración se 
independiza respecto de los fines fundamentales de la organi- 
zación a la que pertenece; no es que se saque de contexto y se 
pueda: encontras al administrador perfecto como para dirigir 
ese proceso que no conozca la sustancia del mismo. Lo idcal 
es elegir a quien la conoce y tiene posibilidades de contribuir 
a su administración y esto es lo que se procura en esta matc- 
ria, porque la educación es un proceso extraordinariamente 
complejo y, por lo tanto, resulta muy difícil compararlo con 
O(ros. 


Entonces, la insistencia en la participación de los docentes 
en la Dirección no significa olvidar la importancia de la admi- 
nistración, sino hacer un esfuerzo por integrar ambas cualida- 
des y, sobre todo, no olvidar que la administración de un 
proceso cualquicra en la vida no nace y mucre en su direc- 
ción. Ella está presente, pero hay una serie de estructuras 
dependientes que no sólo la asesoran permanentemente sino 
que son las que hacen la Administración con las directivas de 
quienes. además, conocen la complejidad sustantiva de la la- 
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bor. En consecuencia, no podemos perder de vista cste aspec- 
to. 


En lo que tiene que ver con los recursos, el señor senador 
Zumarán afirma que en este momento -y también antes- capas 
sociales muy modestas de este país financian la enseñanza que 
reciben habitantes provenientes de otras más altas, y eso es 
rigurosamente cierto. Pero, no olvidemos la otra cara de la 
medalla: ello ocurre por la estructura de los recursos que tiene 
el Estado. Si somos capaces, por ejemplo, de cambiar la es- 
tructura tributaria del Estado en un sentido totalmente dife- 
rente al que tiene el ajuste fiscal recientemente votado en este 
Parlamento, lo que es posible -se podrá compartir o no, pero 
lo cs- entonces ya no podremos decir que los pobres financian 
la educación de los ricos sencillamente porque la estructura de 
los recursos del Estado tiene otras fuentes u otros orígenes. 
Comparto totalmente la necesidad de buscar fuentes alternati- 
vas de recursos. En este sentido, hemos avanzado en los últi- 
mos años, aunque tal vez no lo suficiente, Al respecto, pido 
perdón por volver a poner el ejemplo de la Universidad de la 
República, pero ella cuenta hoy con recursos que no son de 
otigen estatal, y a los que se ha visto obligada a recurrir a 
través de acuerdos con Fundaciones, aun del exterior, y de 
endeudamiento externo. El señor senador Zumarán, segura- 
mente, recordará mucho mejor que yo la disposición de una 
Rendición de Cuentas reciente -en ese momento quien habla 
no integraba el Senado- que autorizó a la Universidad a en- 
deudarse con cl exterior. Y, lo hizo precisamente con un orga- 
nismo internacional. De manera que hay búsqueda de fuentes 
alternativas de recursos y creo que se debe continuar por ese 
camino. Pero cilo no puede hacer olvidar el deber inexcusable 
que tiene cl Estado para con la educación. Y esto, reitero -y 
perdón por la extensión de mit interrupción- que es inseparable 
de la estructura de recursos con que se alimenta ese Estado. 


Muchas gracias, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Zumarán, 


SEÑOR ARANA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ZUMARAN. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Arana. 


SEÑOR ARANA, - La verdad es que ya se ha abusado de 
la buena voluntad del señor senador Zumarán solicitándole 
interrupciones. Sin embargo no quiero dejar pasar por alto 
algunas afirmaciones que se han hecho en el correr de su 
exposición y en la de algunos señores senadores que han inter- 
venido. 


Teniendo en cuenta algunas de las afirmaciones que se han 
vertido, presumo que el tema de la enseñanza tendrá un inten- 
so debate, pero estaremos dispuestos a llevarlo a cabo, porque 
es muy importante para el país del presente y del futuro. 
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En lo que tiene ver con los recursos, simplemente recorda- 
ré lo que aquí se dijo en la noche de hoy en cuanto a que las 
diferencias, por ejemplo, de asignaciones porcentuales que se 
establecen en el Presupuesto Nacional para la enseñanza y 
otras áreas, como ser la que se mencionó: la de defensa. Entre 
los años 1955 y 1986, los recursos de la enseñanza se reduje- 
ron porcentualmente a menos de la mitad, mientras que en el 
área de defensa se incrementaron en un veinticinco por ciento, 
partiendo de la base que los datos brindados en la tarde de hoy 
sean exactos. 


Debo señalar que soy muy crítico de muchos ámbitos uni- 
versitarios, en particular de aquellos en los que me ha tocado 
actuar. Me parece muy positivo que se realicen esas críticas; 
se han hecho muchas en años atrás -incluso antes de la inter- 
vención provocada por la dictadura- y se siguen haciendo hoy 
en día. Entiendo que es una de las cosas más sanas, positivas 
y dinámicas. 


No es menos cierto que gracias a esas críticas o porque se 
dicron en alguna oportunidad con más percepción, con más 
lucidez que en otros casos, se han logrado algunos avances, 
antes o después de la intervención, en facultades importantísi- 
mas para el país. Estoy pensando en la Facultad de Agrono- 
mía, en la Facultad de Química, en la Facultad de Humanida- 
des y en todo lo que tiene que ver ahora con aspectos muy 
importantes de las ciencias y con el avance y transformación 
que se ha hecho en áreas parciales. No estoy hablando de la 
totalidad; no creo que esto signifique un aplauso genérico a 
todo lo que allí se realiza. Estoy hablando, también, de la 
Facultad de Ingeniería, por no mencionar a otras, lo que po- 
dría herir la modestia de algunos de nuestros compañeros aquí 
presentes. Creo que también tendríamos que hablar de lo que 
significan por ejemplo, los avances importantes que, incluso, 
en plena época autoritaria tuvieron los institutos privados de 
investigación, en donde poco menos que la gran mayoría de 
quienes tuvicron que dejar la Universidad se refugiaron e hi- 
cieron, desde allí, investigación en serio; no solamente valida- 
da por el propio ámbito nacional sino también por el interna- 
cional. ¿De dónde surgió csa gente? Son precisamente los 
investigadores que se formaron, en su gran mayoría, cn esa 
Universidad que seguramente tenía menos rémoras de las que 
algunos pensamos tenía en su momento, y de las que quizás, 
muchos piensan que sigue teniendo en la actualidad. 


Se trata de aspectos muy importantes a tener en cuenta, 
porque realmente fueron y siguen siendo orgullo para la Re- 
pública. 


Finalmente, no quisiera insistir cn csto pero habida cuenta 
de una interrupción del señor senador Raffo, deseo mencionar 
que las referencias que él hizo respecto del proyecto de ley 
que fue presentado en la Comisión correspondiente el 13 de 
noviembre de 1972, firmado por los Miembros Informantes, 
ex representante Julio Moreira Parsons, de Por la Patria, el ex 
representante Eladio Menendez, del Movimiento Nacional de 
Rocha y el ex representante Héctor Goñi Castelao de la Uni- 
dad Nacional Blanca. No puedo negar que tales referencias 
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sean estrictamente las que correspondían, puesto que las esta- 
ba extrayendo del mismo documento que yo utilicé. 


No quiero decir que lo que piensa hoy el señor Ministro de 
Educación y Cultura en todos los aspectos de la enseñanza, 
sea absolutamente distinto a lo que pensaba entonces. Digo y 
rcafirmo que hay una notoria contradicción en lo que se refic- 
re a los Capítulos vinculados a la integración de los Consejos 
de Enseñanza Primaria y Normal, de Enseñanza Secundaria y 
de Enseñanza Técnica, según indicaciones textuales a las que 
hicimos mención en este Cuerpo hace pocos minutos atrás. 


SEÑOR PRESIDENTE. - No hay más oradores inscriptos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
en general. 


(Se vota:) 

-19 en 31. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1? y único del proyecto. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Mociono para que se suprima la 
lectura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra. 
se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-31 en 31. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


(El artículo cuya lectura se resolvió suprimir es cl siguien- 
te:) 


“Artículo 1%. - Sustitúyense los artículos 8%, 9%, 10 y 11 de 
la Ley N* 15,739, de 28 de marzo de 1985, por los siguientes: 


“ARTICULO 8*, - El Consejo Directivo Central se com- 
pondrá de cinco miembros. Tres de ellos, por lo menos, debc- 
rán haber ejercido la docencia cn la enseñanza pública por un 
lapso no menor a los diez años. 


Al designar a dichos miembros deberá atenderse a que por 
lo menos uno de sus integrantes haya ejercido la docencia en 
la Educación Primaria, otro en la Educación Secundaria y otro 
en la Educación Técnico-Profesional, o en dos respectivos 
institutos de formación docente”. 


“ARTICULO 9%. - Los miembros del Consejo Directivo 
Central serán designados por el Poder Ejecutivo actuando en 
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Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara de Senado- 
res, otorgada sobre propuestas motivadas en sus condiciones 
personales y reconocida solvencia y acreditados méritos en los 
asuntos de educación general, por un número de votos equiva- 
lente a los tres quintos de sus componentes elegidos conforme 
al inciso primero del artículo 34 de la Constitución de la 
República. Sí la venia no fuere otorgada dentro del lérmino de 
sesenta días de recibida su solicitud, el Poder Ejecutivo podrá 
formular propuesta nueva, o reiterar su propuesta anterior, y 
en este último caso deberá obtener el voto contorme de la ma- 
yoría absoluta de integrantes del Senado. 


Por el mismo procedimiento serán designados de entre los 
miembros del Consejo Directivo Central, el Director Naciona! 
de Educación Pública y el Subdirector Nacional de Educación 
Pública quien subrogará al primero en todo caso de impedi 
mento temporal para el desempeño de su cargo. 


Las designaciones deberán efectuarse al comienzo de cada 
período de gobierno y los miembros designados permanecerán 
en sus cargos hasta tanto hayan sido designados quienes vayan 
a sucederlos. 


En caso de vacancia definitiva el cargo correspondiente 
será provisto en la forma indicada en los incisos anteriores”. 


“ARTICULO 10, - Los Consejos de Educación Primaria, 
de Educación Secundaria y de Educación Técnico-Profesional 
se compondrán de tres miembros cada uno, los que deberán 
reunir los requisitos exigidos por el artículo 187 de la Consti- 
tución de la República. 


Asimismo, dos de ellos, por lo menos, deberán haber ejer- 
cido la docencia en la enseñanza pública por un lapso no 
menor a los dicz años en la respectiva rama”. 


“ARTICULO 11. - Los miembros de los Consejos de Edh- 
cación Primaria, de Educación Secundaria y de Educación 
Técnico-Profesional y sus Directores Gencrales serán destgna- 
dos por el Consejo Directivo Central mediante cuatro votos 
conformes y fundados”. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En consideración. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ticne la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: hemos discutido 
sobre el artículo 1% durante dos noches, porque es, en realidad, 
la esencia del problema. De manera que no veo la razón, no 
ya para no leerlo, sino para evitar una discusión sobre la que 
han girado estas dos últimas sesiones. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia está de acuerdo 
con lo expresado por el señor senador Pereyra, que no ha 
legado a constituir una moción, pero naturalmente debe otro 
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cer la palabra a los señores senadores, porque cs lo reglamen- 
tario. 


Sino se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1%. 
(Se vola:) 

-19 en 31. Afirmativa. 

Queda aprobado el proyecto. 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden, 


SEÑOR PRESIDENTE. - Ticne la palabra el señor sena- 
dor para una cuestión de orden. 


SEÑOR CASSINA, - Señor Presidente: hay un texto aditi- 
vo que fue presentado en el día de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE, - La Presidencia no estaba en co- 
nocimiento de ello. 


Léase el artículo aditivo. 
(Se lec:) 


“Artículo 1% - Agrégansc a la Ley N* 15.739 bajo el título 
de CAPITULO XI, de la Comisión Representativa, los si- 
guientes artículos: 


ARTICULO 29. - Créase en la Administración Nacional 
de Educación Pública (ANEP), de conformidad con el artículo 
65 de la Constitución, una Comisión Representativa del perso- 
nal que tendrá como cometido colaborar con el Consejo Di- 
rectivo Central y los tres Consejos Desconcentrados para cl 
cumplimiento de las reglas del Estatuto, el estudio del ordena- 
miento presupuestal, la organización de los servicios, regla- 
mentación del trabajo y aplicación de las medidas disciplina- 
nas. 


ARTICULO 30. - La Comisión se compondrá de catorce 
(14) miembros: uno (1) en representación del Consejo Dirccti- 
vo Central que la presidirá; uno (1) en representación de cada 
uno de los Consejos Desconcentrados; dos (2) en representa- 
ción de los docentes y uno (1) en representación de los funcio- 
naríos no docentes de cada uno de los Consejos Desconcentra- 
dos y uno (1) en representación de los funcionarios depen- 
dientes directamente del Consejo Directivo Central. 


En caso de empate en las decisiones de csta Comisión, el 
Presidente decidirá. 


ARTICULO 31. - La elección de los representantes del 
personal docente y no docente se efectuará sobre la base del 
voto secreto, obligatorio y de la representación proporcional. 
Conjuntamente con la elección de cada titular se elegirá doble 
número de suplentes los que accederán al cargo en caso de 
vacancias temporales o definitivas. 
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A los efectos de la elección se establecerán padrones dife- 
rentes para docentes y no docentes que incluirán a todos los 
funcionarios con un año de antigitedad en el Ente, 


La Corte Electoral reglamentará y supervisará todo el pro- 
ceso electoral. 


ARTICULO 32. - Para ser electo representante de los lun- 
cionarios se requerirá: 


a) ser mayor de edad. 


b) tener una antigúedad mínima de tres años en la Institu- 
ción. 


ARTICULO 33. - cada representante del personal durará 
dos (2) años en sus funciones y permanecerá en el cargo hasta 
que asuma quien haya sido electo para rcemplazarlo. 


Los representantes de los funcionarios no podrán ser ree- 
lectos hasta que haya transcurrido un período de la misma 
duración centre su cese y su nueva elección. 


ARTICULO 34. - La Comisión representativa fijará su 
régimen de trabajo y podrá ser convocada a solicitud de su 
Presidente o de tres (3) de sus integrantes. 

El Consejo Directivo Central y los Consejos Desconcen- 
trados facilitarán su funcionamiento y la participación de los 
representantes de los funcionarios. Asimismo, brindarán la in- 
formación que le sea requerida. 

Artículo 22. - Los subsiguientes capítulos y artículos de la 
Ley N* 15.739 se numerarán en la forma que corresponde a 
esta incorporación. 

Hugo Batalla, Carlos Cassina. Senadores”. 


-En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
aditivo. 


(Se vota:) 
-11 en 30. Negativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. : 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


5) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - No habiendo más asuntos que 
considerar, sc levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 22 y 58 minutos, presidiendo el 
doctor Aguirre Ramírez y estando presentes los señores 
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senadores Abreu, Arana, Araújo, Astori, Batalla, Blanco, Jude, Korzeniak, Millor, Pereyra, Pérez, Posadas, Raffo, 
Bouza, Brause, Bruera, Cadenas Boix, Cassina, Cigliuti, de Ricaldoni, Santoro, Silveira Zavala, Singlet, Urioste y Zu- 
Posadas Montero, Gargano, González Modernell, Trurtia, marán). 
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